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Introducción 

Tras cuatro años de negociación, el Gobierno nacional y la guerrilla más antigua y poderosa ð

militarmenteð de Colombia firmaron un acuerdo para poner fin al alzamiento armado 

protagonizado por las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia) desde los años 

sesenta. No cabe duda de la transcendencia de dicho acuerdo y lo que representa para avanzar 

en la profundización de la democracia, el fin definitivo de la estrecha y nociva relación entre 

armas y política que ha caracterizado nuestra vida pública y la búsqueda de una sociedad más 

incluyente y equitativa.  

Sin embargo, son varios los retos que plantea la etapa posterior a la firma de los acuerdos, el 

posconflicto y la consolidación de una paz estable y duradera. Uno de estos retos son sin duda 

los grupos armados surgidos del proceso de negociación entre las extintas AUC (Autodefensas 

Unidas de Colombia) y el gobierno del expresidente Álvaro Uribe Vélez. Estos grupos armados 

aún mantienen control sobre la población y el territorio en regiones específicas de la geografía 

nacional y se siguen financiando mediante su capacidad de inserción en antiguas y nuevas 

economías ilegales. Es más, recientemente los grupos armados posdesmovilización (en adelante 

GAPD1) han demostrado que no solo tienen control territorial en varias regiones del país, sino que 

también han puesto en evidencia su capacidad de desestabilización, a través de la parálisis de 

todas las actividades en las regiones donde hacen presencia para mostrar que son 

organizaciones que deben ser tenidas en cuenta en la etapa de posconflicto que se avecina. 

No cabe duda de que el Gobierno y la sociedad se han ocupado del fenómeno de los GAPD. De 

un lado, el primero, con mayor o menor éxito operativo, los ha enfrentado en el terreno militar y 

represivo, y de otro lado, en la sociedad se ha mantenido la discusión sobre si se trata de 

organizaciones con fines político-militares o son simples grupos criminales a gran escala. 

Empero, el reto de los GAPD rebasa el debate sobre su denominación, su tratamiento 

estrictamente jurídico y las estrategias exclusivamente militares con que hasta ahora se ha 

enfrentado. Por eso, esta investigación es un aporte en la dirección de entender el fenómeno de 

los GAPD m§s all§ del corto plazo e inscribirlo en un marco de tiempo de ñmayor alientoò. Es 

decir, como una etapa más del fenómeno de los grupos armados que desde los años ochenta se 

sumaron a la confrontación entre la guerrilla y el Estado.  

De ahí que nuestro esfuerzo de investigación se concentre en mostrar las diferentes etapas del 

fenómeno paramilitar y la actual etapa de los GAPD a partir de cuatro dimensiones: i) su ambigua 

y contradictoria relación con el Estado; ii) su capacidad de inserción en las economías legales e 

                                              

1   Adoptamos la denominación de Grupos Armados Posdesmovilización a los grupos surgidos de la desmovilización de las AUC 
por dos razones: de un lado, porque permite superar la discusión política sobre si se trata de bandas criminales o de grupos con 
pretensiones políticas; y de otro lado, porque es el nombre con el que se conoce a nivel internacional a los grupos surgidos luego 
de parciales procesos de negociación. Es decir, el nombre GAPD es, en nuestra opinión, una categoría descriptiva.  
 



ilegales; iii) las alianzas con diversos sectores y actores sociales que a nivel territorial le han 

servido de apoyo y, iv) finalmente, sus transformaciones organizativas. Pero lo más significativo 

es que este estudio, en consonancia con lo que se ha denominado la dimensión territorial de la 

paz, enfatiza en las transformaciones espaciales y territoriales de los grupos paramilitares y la 

actual etapa de los GAPD, para mostrar que, al igual que las FARC, su accionar, inserción y 

presencia está profundamente focalizada territorialmente y ha afectado, a lo largo del tiempo, a 

regiones específicas de nuestra geografía.  

Dicha focalización, capacidad de reciclaje y persistencia en determinadas regiones del país son 

claves para entender los GAPD más allá de su dimensión puramente criminal o militar, pues 

estos grupos expresan muy bien uno de los más duros retos que en materia territorial tiene el 

posconflicto: que el Estado sea capaz de reemplazar con éxito el control, orden y regulación que 

por años han ejercido diversos grupos armados a lo largo y ancho del territorio nacional.   

En ese orden ideas, en este informe se presenta un análisis del fenómeno de los GAPD desde 

una perspectiva que los considera como una expresión particular de un proceso histórico más 

amplio, relacionado con dos aspectos básicos: i) la configuración particular del Estado colombiano 

y la promoción, durante mucho tiempo, de diseños institucionales que incentivaron el uso privado 

de la fuerza y la provisión de seguridad por parte de particulares; y, ii) la persistencia de 

economías ilegales e informales, particularmente en el ámbito regional que, además de demandar 

cierto tipo de ofertas de regulación privada, se han constituido en la única vía de acceso e 

integración de un conjunto significativo de comunidades y poblaciones locales.   

Visto desde esta perspectiva, la comprensión del fenómeno de los grupos armados 

posdesmovilización tiene el propósito de trascender la interpretación oficial que los asume como 

una manifestación estrictamente criminal. Esta caracterización olvida tres factores decisivos para 

comprender los desenlaces posteriores a la desmovilización y la emergencia de los GAPD, a 

saber: i) los órdenes locales que las distintas organizaciones paramilitares habían logrado 

configurar previamente; ii) los legados organizacionales que le dieron forma a los GAPD y iii) los 

inevitables impactos políticos de sus acciones.  

Lo anterior sugiere que la reconfiguración de los grupos armados posdesmovilización no ha sido 

el resultado de un proceso caótico ni tampoco de un plan magistralmente deliberado por un 

pequeño grupo de paramilitares que decidieron rearmarse. A una y otra interpretación se les 

escapa que los procesos de violencia en general y, en particular, los grupos armados 

posdesmovilización son el producto de interacciones violentas y no violentas que se desarrollan 

en contextos institucionales y políticos determinados, que restringen el número y tipo de 

alternativas, estrategias y repertorios disponibles.  

Por eso, resulta central para este informe comprender cómo y por qué los grupos armados 

posdesmovilización y el proceso violento en el que se reconfiguraron fueron el resultado de una 

secuencia de eventos que reflejan aspectos tales como los legados en el oficio de la guerra y la 



violencia de sus miembros, su inserción en economías ilegales en el ámbito regional y las 

disputas internas anteriores a la desmovilización (que expresa con claridad los problemas de 

acción colectiva inscritos en el ADN de la experiencia paramilitar colombiana). Estos aspectos 

quedaron en evidencia ðcon mayor crudezað durante unas negociaciones atravesadas por la 

incertidumbre, las intestinas divisiones internas, la consabida discusión de su relación con el 

narcotráfico y el incumplimiento selectivo de algunos puntos de los acuerdos por parte del 

Gobierno y las AUC, como por ejemplo el cese de la violencia, las diferencias sobre el marco 

jurídico y la no extradición. 

En esa dirección el informe se desarrolla en cuatro capítulos, además de esta introducción, 

siguiendo un juego de escalas que va de lo nacional, a lo regional hasta lo municipal. Todo 

esto para concluir con una evaluación de lo que ha sido la política pública de seguridad para 

atender el fenómeno y ofrecer algunas recomendaciones de cara a los desafíos que 

enfrentará el país en relación con la implementación territorial de los acuerdos con las FARC y 

la construcción del posconflicto en el mediano plazo. 

Así, en el capítulo 1, se presenta un relato a escala nacional y de corte cualitativo de lo que ha 

sido el paramilitarismo en Colombia y se ofrece una periodización de su evolución, con el fin de 

tener un marco temporal de referencia que oriente el ejercicio de observación y permita la 

caracterización de los actuales grupos armados posdesmovilización. De este modo, se enfatiza 

en el desenlace de las negociaciones entre el gobierno de Álvaro Uribe y las AUC y la manera en 

que, a partir de ese mismo momento, se iniciaron las etapas que denominamos de fragmentación 

violenta y recomposición violenta.  

Hecho esto, en el capítulo 2 ofrecemos un análisis cuantitativo sobre las magnitudes y 

afectaciones del paramilitarismo según las principales modalidades de violencia, los territorios 

donde se ha concentrado su accionar y los perfiles de las víctimas de estos grupos. Lo anterior, 

teniendo como referente el marco temporal presentado previamente, permite identificar las 

transformaciones y continuidades de la etapa actual (2006-2015).  

En el capítulo 3, descendemos en la escala de análisis. A través de un método cuantitativo que 

se conoce como análisis longitudinal por grupos2 (que permite desagregar tiempo y espacio de 

manera sistemática), identificamos cinco trayectorias del comportamiento de la violencia letal 

paramilitar teniendo como unidad de análisis el municipio, sin perder de vista el ámbito 

subregional de las dinámicas de la guerra. Esta aproximación nos permite desarrollar, en este 

mismo capítulo, un conjunto de análisis subregionales sobre el comportamiento diferenciado de 

los grupos paramilitares con un énfasis especial en la actual etapa de los GAPD. 

                                              

2   Group-Based Trajectory Models es su denominación original en inglés (Nagin, Daniel, 2005).  

 



Por último, se ofrecen algunas recomendaciones de política pública para atender el fenómeno de 

los GAPD de acuerdo a los principales hallazgos del informe y reconociendo algunos aspectos 

básicos de lo que ha sido la respuesta institucional del Estado.  

En cuanto al método combinamos diversas estrategias cualitativas y cuantitativas y, también, 

realizamos una revisión y uso de fuentes de diverso tipo: estadísticas, entrevistas con 

pobladores y talleres con jóvenes y pobladores en las regiones más afectadas por la presencia y 

accionar violento de los GAPD. Además de la revisión de fuentes de prensa3 y de la bibliografía 

secundaria sobre paramilitarismo en general y los GAPD en particular. 

En cuanto a la dimensión cuantitativa, la base de datos sobre las modalidades de violencia 

letal y no letal de los grupos paramilitares y los GAPD que construimos para generar todos los 

análisis estadísticos expuestos en este informe, provienen de tres sistemas de información. 

Por un lado, hicimos uso -para todo lo relacionado con victimización letal en el marco del 

conflicto armado (v.g.: asesinatos selectivos, masacres, atentados terroristas, ataques a la 

población civil, etc.)- de la información recopilada por el Observatorio Nacional de Memoria y 

Conflicto -ONMC- del Centro Nacional de Memoria Histórica4. Esta mirada transversal en 

términos de actores armados permitió, entre otras cosas, analizar el fenómeno de la 

victimización paramilitar en conjunto con las interacciones violentas que ejercen otros actores 

y no suponiendo que dicho grupo armado actúa en el vacío. 

Igualmente, esta primera fuente nos permitió tener acceso a datos sobre los asesinatos selectivos y 

las masacres, es decir, la violencia letal atribuida a los grupos paramilitares y los GAPD entre 1975-

2015, así como para distintos niveles territoriales (municipio, departamento/región y país)5. A su vez, 

el ONMC también nos brindó información relacionada con los perfiles sociales, económicos y 

políticos de las víctimas de los grupos paramilitares y los GAPD a lo largo del periodo de análisis 

anteriormente especificado. Sobre este aspecto, el equipo de investigación implementó -en aras de 

la claridad del mensaje que queríamos enviar con este informe- un ejercicio de recategorización de 

la información sobre los perfiles. A continuación, se muestra un breve cuadro que resume el 

ejercicio. 

                                              

3   Que tienen la virtud de poder tomar el pulso -en tiempo real- de las posiciones y percepciones de los diversos actores. 
 
4   El Observatorio Nacional de Memoria y Conflicto es un grupo de apoyo de la Dirección para la Construcción de la Memoria 
Histórica del Centro Nacional de Memoria Hist·rica, que tiene como objetivo general: ñIdentificar dimensiones, modalidades y 
magnitudes del conflicto armado, patrones de violencia de los actores armados y características de las víctimas, mediante la 
recolección, clasificación, análisis y difusión de casos de diferentes fuentes de información para contribuir al esclarecimiento de 
hechos y v²ctimas, y garantizar el derecho a la verdad del que son depositarios las v²ctimas y la sociedad en su conjuntoò(CNMH, 
2015). El Observatorio Nacional de Memoria y Conflicto tiene consolidadas 10 bases de datos: Asesinatos selectivos; Desaparición 
Forzada; Secuestro; Violencia sexual; Masacres; Acciones bélicas; Ataques a la población civil; Atentados terroristas; Ataques y 
afectaciones a bienes civiles; y Reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes. 
 
5   En muchos de los gráficos longitudinales que se presentan sobre la violencia paramilitar en el país, se evidencia un descenso cercano a 
cero para el año 2015. Esta caída obedece más a la naturaleza de la información recolectada por las distintas fuentes consultadas, las cuales 
se encuentran en constante actualización y no necesariamente a una desaparición de la victimización letal/no letal paramilitar en el país y 
sus territorios.  
 



Cuadro 1. Recategorización de las variables relacionadas con los perfiles de víctimas 

letales en el marco del conflicto armado colombiano 

VARIABLES CATEGORÍAS INICIALES ONMC RECATEGORIZACIÓN 

Población vulnerable (son roles de 

participación social y política o las 

identidades y prácticas no 

normativas, que implican una 

situación de vulnerabilidad de la 

víctima en el marco del conflicto 

armado). 

64 categorías relacionadas con esta 

dimensión (v.g.: candidatos a cargos 

públicos, adictos, prostitutas, 

sindicalistas, reclamantes de tierras, 

docentes, defensores de derechos 

humanos, etc.).  

4 categorías finales con esta dimensión 

(excombatiente, funcionario y 

exfuncionario público, miembro de 

organizaciones sociales, persona 

vulnerable por su condición social).  

Militancia política o el partido o 

movimiento político al cual 

pertenecía la víctima. 

13 categorías relacionadas con esta 

dimensión (v.g.: partidos relacionados con 

el liberalismo, la izquierda, la derecha, el 

conservatismo, etc.). 

3 categorías finales con esta dimensión 

(partido liberal, partido conservador y 

partidos de izquierda).  

Ocupación económica/profesional 

(hace referencia a la(s) 

ocupación(es) de la víctima). 

26 categorías iniciales (v.g.: ama de 

casa, comerciante, campesino, 

ganadero, funcionario público, 

guerrillero, miembro de las FFAA, etc.). 

8 categorías finales con esta dimensión 

(combatiente, ganadero, campesino, 

funcionario público, economía formal, 

economía informal, estudiante, 

delincuencia común).  

 
Fuente: elaboración propia. 

 

Por otro lado, hicimos uso -para todo lo relacionado con victimización no letal en el marco del 

conflicto armado y de los grupos paramilitares y los GAPD (v.g.: desapariciones forzadas, 

amenazas, desplazamientos forzados, etc.)- de la información recopilada por el RUV (Registro 

Único de Víctimas) de la UARIV (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas del 

Conflicto Armado)6. Esta segunda fuente nos permitió tener acceso a información sobre estas 

variables no letales a lo largo del tiempo (1975-2015) e igualmente para distintos niveles 

territoriales (municipio, departamento/región y país).  

Es importante aclarar que las cifras de las víctimas del conflicto armado y la violencia política de 

todas las bases de datos, tanto oficiales como de las ONG, tienen problemas de subregistro del 

cual somos conscientes. Con todo, en nuestro criterio, con los datos disponibles7 y las dos 

fuentes consultadas es suficiente para realizar el diagnóstico sobre las magnitudes, tendencias 

temporales y territoriales de la violencia ejecutada por los grupos paramilitares y los GAPD que en 

este informe realizamos. Sin embargo, hay que advertir que esa conciencia sobre el subregistro, 

la debida precaución en el uso de los datos y sus respectivas inferencias se hace más manifiesta 

por dos razones: de un lado, por el subregistro en la etapa inicial de paramilitarismo (finales de los 

años setenta y comienzos de los ochenta); y de otro por cuanto, en la actual etapa de los GAPD, 

                                              

6   Instancia creada en desarrollo de la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras.  
 
7   La calidad y el acceso de los datos acerca de las víctimas del conflicto armado y la violencia en Colombia es muy superior en 
comparación con otros países con situaciones similares. 
 



por las nuevas características de estos grupos se hacen más porosas y fluidas las fronteras entre 

las víctimas atribuibles a la violencia en general y las víctimas derivadas directamente del 

conflicto armado. 

Finalmente, para las variables relacionadas estrictamente con información sobre la procedencia 

(sitio de nacimiento) de los paramilitares desmovilizados en el marco de la Ley 975 de 2005 

llamada Ley de Justicia y Paz y demás características propias de una evaluación censal (v.g.: 

edad, género, nivel educativo, etc.) hicimos uso del SAME (Sistema de Acompañamiento, 

Monitoreo y Evaluación al proceso de Reintegración), un sistema de información diseñado por 

OIM (Organización Internacional para las Migraciones) para el seguimiento al proceso de 

reintegración a la vida civil de excombatientes del conflicto armado colombiano.   

El ejercicio de trayectorias del capítulo 3 nos permitió, desde una aproximación estadística, 

agrupar conjuntos de municipios que expresaban distintas tendencias de la violencia letal 

paramilitar y de los GAPD en el tiempo y en el espacio. En ese sentido, la herramienta fue 

funcional en dos sentidos:  

¶ Primero, porque rompe con los análisis tradicionalmente longitudinales que se hacen sobre 

la violencia en el país, en donde se trabaja principalmente con promedios nacionales los 

cuales esconden una variación interna abrumadora, que no permite observar y dar mejor 

cuenta del carácter territorial y temporalmente heterogéneo de los fenómenos sociales, en 

este caso, de la violencia letal paramilitar en el país.  

¶ Segundo, nos permitió -desde los datos- hacer una selección más rigurosa de estudios de 

caso en regiones y municipios específicos en donde encontramos cambios (aumento, 

disminución y/o mantenimiento) de las tendencias de la violencia letal paramilitar a lo largo 

del tiempo, especialmente con posterioridad a la desmovilización de las AUC en 2006.  

Con base en la identificación cuantitativa de los municipios que evidenciaban patrones de 

violencia letal paramilitar marcadamente distintos entre el antes y después de la desmovilización 

de las AUC, y donde se hizo más evidente el proceso de emergencia y accionar de los grupos 

armados posdesmovilización, realizamos el trabajo de campo que consistió en desarrollar 

entrevistas a líderes regionales, funcionarios locales, pares académicos y, además, talleres de 

memoria con pobladores y jóvenes de las regiones del eje bananero de Urabá, sur de Córdoba, 

Magdalena Medio, Cúcuta y su área metropolitana. 

Las entrevistas se dividieron en bloques temporales que buscaban, primero, indagar por el antes 

del conflicto (poblamiento, actividades económicas, política local, conflictividades sociales y 

económicas, y relación con el Estado); segundo, indagar por la inserción del fenómeno paramilitar 

en la región y el durante (momento de inserción de los grupos armados, modalidades de violencia, 

relaciones y regulación de los grupos armados con la población, relaciones con los poderes 

políticos locales y diversas instancias del Estado); y tercero, indagar por el después o la etapa 



posterior a la desmovilización y emergencia de los GAPD (desmovilización, sus efectos y 

percepción de los nuevos grupos, razones que explican la persistencia de estos grupos)8. 

  

                                              

8   También hicimos cuatro talleres (tres con jóvenes y uno con adultos) en el sur de Córdoba, Magdalena Medio y Cúcuta. Los 
talleres se diseñaron como un espacio para acercarnos a las comprensiones y la forma como expresaban los jóvenes su vivencia 
sobre el conflicto, la violencia, la presencia de los grupos paramilitares y los GAPD en sus territorios. Los talleres fueron realizados 
en conjunto con el equipo de investigación del Informe nacional de reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes en el 
conflicto armado (cuyo informe está en elaboración) y con el Grupo de Enfoque Diferencial de Jóvenes del CNMH Φ 
 



1. El fenómeno paramilitar  

y la actual etapa de los GAPD.  

Una aproximación cualitativa 

A partir de un marco de análisis general, en este capítulo ofrecemos una mirada de largo plazo de 

lo que ha sido el paramilitarismo en Colombia, con el ánimo de proponer una periodización de su 

evolución histórica. Esto permite realizar una lectura en clave de ruptura y/o continuidad de lo que 

actualmente representan los grupos armados posdesmovilización. Dado el interés específico de 

este informe y el conocimiento acumulado que se tiene sobre los orígenes y expansión del 

paramilitarismo, en este capítulo nos concentramos con mayor nivel de detalle en los períodos 

correspondientes al proceso de negociación entre el gobierno y las AUC (Autodefensas Unidas de 

Colombia) que dio lugar a la desmovilización de varios de sus frentes y bloques, y en las etapas 

que le sucedieron y que denominamos de atomización violenta (2006-2010) y recomposición 

violenta (2011-2015). 

Basados en una revisión de bibliografía secundaria y en una revisión exhaustiva de prensa e 

informes de agencias especializadas en el seguimiento al proceso de DDR (Desarme, 

Desmovilización y Reintegración)9 de los paramilitares en Colombia, prestamos especial 

atención a las diferentes posiciones y argumentos que distintos sectores esgrimieron 

conforme avanzó la negociación que controvertían la posición asumida por el Gobierno, y la 

manera progresiva en que se fue instalando en el discurso público y académico un nuevo 

lenguaje ðdiverso, por ciertoð para caracterizar a los grupos armados posdesmovilización. A 

su vez, destacamos cómo el proceso de negociación aceleró las disputas al interior de las 

AUC, producto de los problemas estructurales de acción colectiva y coordinación que le 

subyacían, y derivamos algunos aprendizajes que valdría la pena tener en cuenta para las 

negociaciones adelantadas por el Gobierno con las FARC. 

 

Un marco general: los paramilitares y GAPD vistos en el largo y 

mediano plazo 

La gran transformación de una sociedad agraria y rural a una sociedad que se insertó en la 

economía global a través del remplazo del café por la coca y luego en la reprimarización de la 

                                              

9   El término DDR es un proceso que incluye desarme, desmovilización y reinserción, en este informe lo tomamos de manera global, 
sin detenernos en analizar y describir por separado cada una de sus etapas. 
 



economía por medio del auge minero y petrolero, es el telón de fondo en el que se debe enmarcar 

la persistencia del conflicto y la reproducción de los grupos armados.  

En t®rminos estructurales se trat· de los efectos derivados de ñlos problemas y debilidades t²picas 

de una economía de base agraria, extracción de recursos primarios e industrializaci·n restringidaò 

(Koessl, Manfredo, 2015, página 226). Es decir, de un proceso de urbanización sin 

industrialización que se convirtió en un terreno fértil para la generalización de la anomia social y 

política10, en la que en el conflicto armado y el paramilitarismo se insertaron y reforzaron 

(Waldmann, Peter, 2006). Esa anomia se produce cuando hay acelerados cambios económicos, 

sin que se estos se correspondan con transformaciones institucionales y con nuevos mecanismos 

de control social.  

Esas vías aceleradas de desarrollo económico (basado en actividades legales) que no han estado 

acompañadas por una efectiva capacidad de regulación estatal, y del desarrollo basado en 

actividades ilegales condenaron al país a la persistencia de diversos tipos de grupos armados, 

entendidos como ñUna empresa econ·mica espec²fica, una industria que produce, promueve y 

vende protecci·n privadaò (Gambetta, Diego, 2007, p§gina 25). Esa definici·n la podemos 

ñestirarò a todo grupo especializado en la provisión de seguridad y violencia, como los que han 

proliferado en Colombia. El problema reside en discernir: ¿qué factores llevaron a mantener en 

Colombia esa preferencia por la protección privada, en cambio de la protección estatal? ¿Cuándo 

y por qué razones la protección privada se convirtió en un bien público? (Gambetta, Diego, 2007).  

Como advirtió en su estudio pionero Jesús Antonio Bejarano y otros (1997), si bien existe una 

relación entre la intensificación de la violencia asociada al conflicto armado y una acelerada 

transformación de las economías regionales, esta no es una relación directa, sino que se 

encuentra mediada por tres factores intervinientes que generan equivalencia entre una ñmayor 

riquezaò con mayores niveles de ñdesorganizaci·n socialò. Estos factores son:  

1. procesos migratorios y distribución desigual del ingreso;  

2. inversiones anárquicas resultado de las abruptas bonanzas locales; y, 

3. déficit de instituciones estatales y políticas que regulen el desarrollo económico (Bejarano, 

Jesús y otros, 1997, página 105).  

Por eso, dos factores estructurales o ñnudos problem§ticosò11 explican la persistencia del 

fenómeno paramilitar y la actual etapa de los GAPD: de un lado, la incapacidad del Estado para 

penetrar la sociedad a nivel regional y local; y de otro, la imposibilidad del Estado y la sociedad en 

                                              

10   Entendiendo por anomia ñun estado de la sociedad que se caracteriza por la ausencia de una estructura normativa consistente 
y obligatoriaò (Waldmann, Peter, 2006, p§gina 101).  
 
11   Mar²a Emma Wills (2015) retoma la definici·n m§s com¼n de nudo como ñun lazo que se estrecha y cierra de modo que con dificultad 
pueda soltar por sí solo, y que cuanto más se tira de cualquiera de los dos cabos m§s se aprietaò. Un asunto que en un contexto de guerra 
significa que ñlos problemas responden a relaciones e interacciones que se tejen entre actores y se enredan, unas veces de manera premeditada, pero 
en otras ocasiones no. (é) [es decir] aunque los enredos no hayan sido siempre previstos y planeados, las soluciones sí requieren de un 

esfuerzo consciente y conjunto, pues los nudos no se desatan Ëtirando un solo caboËò [Cursivas propias] (Wills, Mar²a E, 2015, en CHCV, 
página 815). 
 



general para generar un modelo de desarrollo menos desigual y excluyente, con bienes públicos y 

alternativas económicas que remplacen con éxito las economías ilegales.  

El hecho de que el Estado no haya penetrado las zonas rurales y las regiones de frontera y 

colonización es parte de su proceso de construcción y de su presencia diferenciada en el 

territorio, lo que explica a su vez la persistencia del conflicto (González, Bolívar y Vásquez, 2003; 

Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; González, Fernán, 2014; Vásquez, Teófilo, 2015). Estos 

autores insisten en que más que ausencia de Estado se ha tratado de un proceso de construcción 

estatal entrelazado con la conformación de la clase política regional; proceso que se va tejiendo 

en una trama de interacciones fluidas, donde intervienen los actores políticos, los grupos armados 

y las adaptaciones hechas a los diseños institucionales en el ámbito regional y nacional. Un 

Estado que tiene serias dificultades para penetrar los territorios (Mann, Michael, 2006) y cuya 

capacidad de regulación social es disputada ðcon éxitoð por otros competidores, es terreno 

fértil para que predominen vías no estatales de solución de los conflictos (Koessl, Manfredo, 

2015, página 84).  

Pero no solo se trata de una explicación espacial de la presencia diferenciada del Estado y su 

ñgeometr²a pol²ticaò, es decir, ñm§s lejos, menos Estadoò. Hay que indagar por sus problemas de 

integración gradual de los territorios, así como por las dificultades de integración de los diferentes 

estratos sociales (Elias, Norbert, 1997). Por eso, la persistente violencia urbana en Colombia y el 

actual proceso de intensificación de la violencia de los grupos armados posdesmovilización en 

escenarios urbanos obliga a peguntarse ¿Por qué existe la misma incapacidad del Estado para 

penetrar ciertos espacios en las ciudades capitales y en las ciudades intermedias? ¿Por qué el 

Estado colombiano no es capaz de regular con legitimidad la vida social y comunitaria de los 

barrios populares?12 

El otro nudo problemático que queremos resaltar se refiere al ámbito económico, cuyo principal 

problema ha sido la imbricación entre ciertas actividades económicas y las demandas de 

seguridad privadas que estas exigían para su funcionamiento. Ejemplos de esto han sido la 

agroindustria y la colonización empresarial, en disputa por tierras y territorios con la colonización 

campesina en las zonas de frontera agraria; el narcotráfico y las diferentes etapas de su cadena 

productiva que, además, tienen expresiones regionales diferentes; y finalmente, la minería ilegal, 

el contrabando, la gasolina y la explotación ilegal de los oleoductos13.  

Sin embargo, no hay que enfatizar solamente en las actividades económicas que demandan 

seguridad privada, también es necesario analizar la oferta de esa protección o coerción. En esa 

                                              

12   Si bien estas preguntas no son objeto explícito de esta investigación, serán abordadas en la medida en que se enfatizará 
en la actual etapa de mayor presencia urbana de los GAPD. 
 
13   Cabe destacar que algunas de estas actividades son complementarias, pues buena parte del robo de combustible se trafica y la 
mayoría de las veces la gasolina es usada como insumo para las actividades de la producción de la pasta básica de la cocaína y el 
clorhidrato de coca. Por ejemplo, la gasolina robaba en el Magdalena Medio es un insumo para los grandes laboratorios de producción 
de cocaína en el Sur de Bolívar.  
 



dirección, retomamos a Gambetta (2007) cuando en su clásico libro sobre la mafia siciliana 

afirma:  

[a]l buscar los orígenes de la mafia hemos de tratar de distinguir también dos cuestiones que, aunque 

inseparables en la mafia como industria real, no son ni analíticamente idénticas ni el producto de causas 

idénticas: la demanda y la oferta de protección. Es decir, buscamos transacciones frágiles y conflictivas, 

por un lado, e individuos implacables dispuestos a explotarlas por un precio, por el otro (Gambetta, Diego, 

2007, página 137).  

Por eso, resaltamos que no solo fueron las demandas de seguridad y coerción las requeridas 

para la reproducción de ciertas actividades económicas en muchas regiones del país. También 

fue evidente que en otras zonas los grupos armados instauraron una amenaza ñcre²bleò para 

establecer condiciones favorables para la oferta de seguridad e inducir la demanda, incluso en 

regiones y actividades económicas donde esta no existía14.  

Hay que subrayar que esos ñnudos problem§ticosò o ejes estructurantes que reproducen las 

demandas y ofertas de seguridad y coerción no solo se relacionan con actividades ilegales 

(narcotráfico, contrabando, microtráfico, prostitución, minería ilegal, etc.). Los grupos paramilitares 

han estado estrechamente ligados con el proceso de expansión de la gran propiedad, la 

ganadería extensiva y la agroindustria que han avanzado con base en la descomposición de las 

economías campesinas y colonas, en dinámicas no exentas de violencia. Por eso, uno de los 

retos de la implementación territorial de los acuerdos con las FARC y el posconflicto es cómo no 

dejar la apropiación de la frontera agraria a la eterna disputa entre la colonización campesina y la 

colonización empresarial. 

Precisamente, aunque se comparte la idea general de Camilo Echandía (2013) quien sustenta 

que ñla oferta de seguridad de los grupos paramilitares fue mayor a la demanda y que, en lugar de 

acabar con una situaci·n de inseguridad, terminaron m§s bien aliment§ndolaò (Echand²a, Camilo, 

2013, página 6) ðes decir, que la demanda de seguridad y la respuesta paramilitar produjeron 

nuevos contextos violentosð no obstante, la oferta y demanda en la provisión de seguridad 

privada en el caso colombiano no se refiere solo a la protección de ciertas élites y pobladores de 

la ofensiva guerrillera, tal y como se trata en el trabajo de Echandía. Por el contrario, como se ha 

venido mostrando, es un fenómeno de largo plazo, atado a diferentes actividades económicas 

legales e ilegales en un contexto de presencia estatal diferenciada en el tiempo y en la geografía 

nacional.  

Igualmente, los grupos paramilitares fueron un medio para apuntalar algunas formas de desarrollo 

agrario capitalista y una estrategia para reducir los costos, especialmente del factor trabajo, en 

                                              

14   Era claro que había una distribución jerárquica de las actividades y rentas para financiar el fenómeno paramilitar. Así los grandes 
jefes monopolizaban las rentas más jugosas: narcotráfico, contrabando de gasolina, banano, minería, etc. y en cambio, las 
estructuras locales y mandos medios se financiaban de los comerciantes y pobladores locales.  
 



determinadas actividades. Así lo explica la implacable persecución al movimiento sindical en 

algunas actividades agroindustriales, como el banano en Urabá y la palma en el Magdalena 

Medio. Empero, principalmente para las actividades económicas legales tuvo el efecto contrario, 

ya que implicó costos de transacción derivados de la intermediación y captura de esas rentas por 

parte de estos grupos armados (Bejarano, Jesús y otros, 1997; Koessl, Manfredo, 2015).  

Con todo, la gran propiedad agraria no ha sido solo un medio para consolidar una vía del 

desarrollo agrario capitalista por parte de los paramilitares. También hay que poner de presente 

otros ámbitos de esa relación, pues muchas de las grandes propiedades sirvieron de locus donde 

se desplegó la violencia paramilitar15 y fueron el espacio de ñconsagraci·nò de las relaciones de 

poder político local que el paramilitarismo logró consolidar en muchas regiones del país 

(Gutiérrez, Francisco, 2014). 

En esa dirección, es necesario advertir que no se puede suponer una relación mecánica entre 

determinadas actividades económicas, las diversas estructuras agrarias, el conflicto armado y la 

presencia de los grupos paramilitares. Hay que tener en cuenta que esa relación está mediada 

por las diversas vías del desarrollo rural territorial, y las tensiones sociales, políticas y económicas 

que de este se derivan.  

Son precisamente esas tensiones las que el Estado no ha logrado regular y tramitar por vías 

institucionales, y se han convertido en la estructura de oportunidad donde se insertan y 

reproducen los grupos armados en su propósito de apuntalar órdenes paraestatales o 

contraestatales; órdenes que se trasforman en su identidad política, en sus formas de 

organización y repertorios de violencia al albur de las transformaciones estratégicas nacionales 

de la guerra y la paz (Vásquez, Vargas y Restrepo 2011; González, Fernán, 2014; Vásquez, 

Teófilo, 2015). 

No hay que dejar de lado que, visto en largo plazo, el conflicto armado pasó de una disputa por la 

tierra a una lucha por el control del territorio (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011). Por eso es 

necesario diferenciar entre las disputas por el territorio relacionadas con las trasformaciones 

estratégicas del conflicto armado y la violencia como una vía de acumulación de la tierra. Es 

decir, hay que distinguir que el paramilitarismo despojó de la tierra a campesinos a través de 

varios mecanismos que se pueden resumir en los siguientes tipos:  

1. estratégico,  

2. clientelista y  

3. oportunista.  

                                              

15   En efecto, sirvieron como caleta de cadáveres, para mantener gente torturada y secuestrada, como pista de aterrizaje, como 
laboratorios de coca y hasta lugar de entrenamiento de las escuelas de la muerte, en las que se enseñaba a los combatientes 
paramilitares toda la tecnología del terror que desplegaron (Gutiérrez, Francisco, 2014; Ronderos, María, 2014; CNRR-GMH, 2009; 
CNMH, 2014; Rincón, John J, 2010). 
 



El primero, como parte de las disputas por el control del territorio y la población, que estuvo 

orientado a vaciar el territorio; el segundo que consisti· en la ñ(é) transferencia de propiedades a 

los amigos y aliados sociales del paramilitarismoò (Guti®rrez, Francisco, 2014-a, página 62); y el 

tercero ñ(é) permiti· acumular tierras a los grupos [paramilitares] a todos los niveles (é) se 

expropiaron a los campesinos para favorecer a los líderes paramilitares como individuosò 

(Gutiérrez, Francisco, 2014-a, páginas 62-63). Los tres tipos, si bien analíticamente 

diferenciables, en la práctica y en el territorio han estado íntimamente ligados y se ha dado una 

combinación de mecanismos de coerción, políticos y litigios legales.  

Los dos grandes factores estructurales mencionados, valga insistir, la incapacidad del Estado 

para regular la sociedad y la persistencia de las economías ilegales, explican que, en buena 

medida, la discusión política y la producción académica sobre el paramilitarismo se haya centrado 

en las trasformaciones de las relaciones que este fenómeno ha establecido con el Estado y el 

narcotr§fico (Cruz, Edwin, 2007, agosto, ñLos estudios sobre el paramilitarismo en Colombiaò, 

Análisis Político)16.  

Más recientemente Zelik (2015) reitera la discusión sobre el fenómeno paramilitar en relación con 

el grado de autonomía que tiene o no frente al Estado. La tesis fundamental que defiende este 

autor es que el paramilitarismo fue una estrategia violenta de carácter ilegal promovida por el 

Estado, para concluir que el paramilitarismo ñrepresent· un h²brido entre: 1) una estructura 

paralela tercerizada o externalizada con la que el Estado, fiel a las estrategias asimétricas 

modernas, trata de reducir los costos políticos de la contrainsurgencia; 2) un ejército privado al 

servicio de amplios sectores del gran empresariado, los terratenientes y la clase política; y 3) una 

estructura criminal organizada que persigue fines econ·micos propiosò (Zelik, Ra¼l, 2015, página 

146).  

De otro lado, Koessl (2015) propone de manera alternativa que, más que la consabida discusión 

sobre si los grupos paramilitares fueron creados o no por el Estado, es mejor caracterizar el 

paramilitarismo como un agente de la estructuración de los campos político, económico y social, 

que ha servido para garantizar la reproducción de los agentes dominantes en esos campos.  

Los factores mencionados, y los procesos diferenciados en la construcción y reproducción de los 

campos económico, político y social, explican ðen gran medidað la persistencia del 

paramilitarismo y la capacidad de los grupos armados posdesmovilización para reciclarse y 

reclutar una nueva generación de combatientes. Esto ya no se da únicamente en el sector rural, 

sino en las grandes ciudades y ciudades intermedias ðmuchas de ellas resultado súbito de esa 

avalancha de personas desplazadas ocasionada por el conflictoð donde el derecho a la ciudad 

ha sido negado en la práctica a grandes mayorías. Esta situación afecta especialmente a los 

                                              

16   Este es uno de los pocos balances sobre la producción académica que se ha realizado del paramilitarismo en Colombia.  
 



jóvenes urbanos de los barrios populares, sector de la población que por años ha sido el principal 

proveedor de combatientes de los grupos armados. 

En resumen, no podemos olvidar que ñLos paramilitares no viven aislados de la realidad 

colombiana, ni han surgido por imposición externa, son jugadores del campo construidos 

hist·ricamente en el que nacen y, a la vez, contribuyen a conformarò (Koessl, Manfredo, 2015, 

página 196). Por eso, insistimos en explicar el paramilitarismo y la actual etapa de los GAPD en 

un marco de tiempo de ñmayor alientoò y entenderlos como resultado de dos factores:  

a. de un lado, de las dinámicas y conflictos que ha tenido el proceso de construcción del 

Estado a la hora de remplazar los órdenes y la regulación social, política y económica que 

los grupos armados han construido en varias zonas de la geografía nacional; y de otro,  

b. de la imposibilidad del Estado y la sociedad para generar un modelo de desarrollo menos 

desigual y excluyente que remplace con éxito las economías ilegales.  

Estos mismos factores son también puestos de presente en diversos estudios que sugieren que la 

persistencia de economías ilegales ligadas con el narcotráfico y la explotación ilegal de materias 

primas (entre otras), sumado a la baja y/o corrupta presencia estatal, se encuentran en la base 

del fracaso de los procesos de desmovilización, la emergencia de los GAPD y el consecuente y 

posterior aumento de la violencia (Howe, Kimberly, 2012; Nussio y Howe 2014). 

 

Dimensiones para caracterizar el fenómeno paramilitar en 

Colombia 

Como ya mencionamos, para entender el fenómeno paramilitar y la actual etapa de los GADP es 

necesario observar las rupturas y continuidades en cuatro dimensiones:  

1. la relación con el Estado;  

2. la convergencia con economías legales e ilegales;  

3. las alianzas locales que establecieron; y  

4. los cambios organizativos.   

En primer lugar, a pesar de que se ha escrito en abundancia sobre si el paramilitarismo fue o no 

una estrategia estatal para combatir a la guerrilla, lo cierto es que por sus dinámicas regionales y 

las diversas coaliciones que lo respaldaron (en las que convergieron especialistas en violencia, 

ricos rurales y narcotraficantes), el paramilitarismo rápidamente desbordó las posibilidades de 

alianza con el Estado. Esto generó relaciones a veces conflictivas, a veces parasitarias, 

dependiendo de la coyuntura, lo que contrasta con la persistencia de marcos normativos que en 

la práctica los legalizaban (Gutiérrez, Francisco, 2014-a).  

No hay duda de que, en el ámbito territorial, las relaciones entre el paramilitarismo y el Estado 

han sido paradójicas y en algunas etapas ðcomo en la actual de los GAPDð antagónicas: 

ñConquistan un territorio porque el Estado es muy d®bil, pero posteriormente hacen lo posible 



para que el Estado no ingrese en el lugar conquistado, en territorios donde se pueden obtener 

grandes beneficios pol²ticos y econ·micos a trav®s del narcotr§fico, el aceite de palma, etc.ò 

(Koessl, Manfredo, 2015, página 229). En este sentido, es importante mencionar que, a pesar de 

tratarse de una fuerza coercitiva claramente prosistémica, esto no la hizo un aliado natural del 

Estado: sus relaciones intrínsecas con varios sectores de la ilegalidad y sus pretensiones de 

control territorial convirtieron al paramilitarismo, al mismo tiempo, en enemigo y competidor del 

Estado.  

En esa alianza diversa, que promovió la conformación de los grupos paramilitares en Colombia, 

cada sector tenía objetivos diferentes: para los ganaderos y grandes propietarios rurales se 

trataba de defender el orden establecido; para los narcotraficantes era una vía para controlar el 

territorio y la población en función de su actividad ilegal; para la fuerza pública, en una actitud 

más ofensiva en lo militar, era una ayuda frente a la lucha contraguerrillera en un marco cognitivo 

profundamente anticomunista; y finalmente, para los políticos regionales y locales, se trataba de 

apoyar los grupos paramilitares a cambio de votos, redistribuci·n de los ñdistritosò electorales y de 

llegar a acuerdos para distribuir las rentas derivadas de la corrupción del Estado local (González, 

Bolívar y Vásquez, 2003; López, Claudia, 2010; Vásquez, Vargas y Restrepo 2011; Duncan, 

Gustavo, 2014; Ronderos, María, 2014; Robinson, James, 2014, en Ronderos, María; Koessl, 

Manfredo, 2015; Zelik, Raúl, 2015).  

Esa alianza diversa también es resaltada por Francisco Gutiérrez (2015), quien se aproxima a 

sintetizar los principales factores del fenómeno paramilitar en su ensayo para la Comisión 

Histórica del Conflicto y sus Víctimas, argumentando que el crecimiento del paramilitarismo se 

apoyó en cuatro grandes actores: la insubordinación de elites rurales desprotegidas por el 

secuestro, el protagonismo de elites ilegales, la participación de amplios sectores de la clase 

política y la participación de miembros de las agencias del Estado. Una confluencia entre 

intereses nacionales y locales que sugiere que el paramilitarismo no fue un fenómeno que 

simplemente ñle pas· al pa²sò. Pero tampoco fue un resultado concertado a trav®s de una suerte 

de plan maestro, en donde participaron todas las elites o el ñsistemaò (Guti®rrez, Francisco, 2015, 

en CHCV, página 541- 542). 

La segunda dimensión tiene que ver con la relación con el narcotráfico, entendiendo a este último 

como una economía política de las actividades ilegales en proceso de globalización (Vásquez, 

Vargas y Restrepo, 2011). Por esta razón, en la misma dirección de Gutiérrez (2014-a) criticamos 

las teorías contemporáneas de las guerras civiles por cuanto las conciben como si se 

desarrollaran en un vacío institucional. No hay duda alguna de que a escala local y regional uno 

de los principales recursos que se disputan los grupos armados es el control de la economía del 

narcotráfico. No obstante, las explicaciones sobre la relación entre conflicto armado y coca se han 

reducido a su dimensión económica, dejando de lado los aspectos políticos, el papel del Estado y 

sus instituciones, de las identidades y modelos de sociedad promovidos por los grupos armados. 



Con mayor razón, si se considera que el narcotráfico y las economías regionales de la coca son el 

resultado y la continuación del problema agrario, que a su vez constituye el trasfondo histórico del 

conflicto armado en el país (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011).  

A menudo se deja de lado que el narcotráfico permitió la emergencia de un numeroso grupo de 

ñnuevos ricos regionalesò cuyos poderosos capitales econ·micos, acumulados en la ilegalidad, no 

estuvieron acompañados por el consecuente reconocimiento social y político. Es decir, no 

pudieron transformar su capital económico en capital social y político, y como afirma Koessl 

(2015): ñAs², aunque personajes de los estratos bajos logren un buen capital econ·mico, y 

aunque la elite económica se lucre o, incluso, se recupere económicamente gracias a estos 

nuevos actores (é) ello no significa que se reconozca socialmente o se le permita participar de 

sus beneficios, es decir, no dejan de ser reci®n llegados al campoò (Koessl, Manfredo, 2015, 

página 73).  

En ese diferencial entre la posición económica y las disposiciones y posibilidades políticas 

(Bourdieu, Pierre, 2004 y 2006) se inscribe el malestar no solo de los grandes ñnarcosò, de los 

contrabandistas y de los nuevos ricos, sino también de los colonos y campesinos cocaleros que 

construyeron territorios al margen del Estado a través de su inserción en los diferentes eslabones 

de la economía de la coca, al tiempo que eran declarados ilegales por el Estado.  

El narcotráfico y las economías sumergidas han representado, si no la única, al menos una vía 

preferente para acumular capitales y alcanzar otro lugar en las posiciones objetivas del espacio 

social y económico en Colombia, caracterizado por ser profundamente cerrado (Ramírez T, 

William, 1997; Ramírez, María C, 2001; Torres, María, 2011; Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; 

Duncan, Gustavo, 2014; Vásquez, Teófilo, 2015; Koessl, Manfredo, 2015). Es más, no cabe duda 

de que el fenómeno paramilitar expresó el ascenso de una clase emergente con arraigo rural en 

armas contra dos enemigos: de un lado, lo que ellos denominan ñla oligarqu²aò; y de otro, ñel 

comunismoò, o mejor, la guerrilla en lo local y regional (Ronderos, Mar²a, 2014, p§gina 195). 

De acuerdo a los anteriores puntos reseñados, partimos señalando que el narcotráfico no es otra 

cosa que la versión contemporánea del modelo agromonoexportador que, además, ahondó la 

crisis del sistema político17. Pero de ese proceso no se puede concluir que el narcotráfico haya 

representado la deriva del conflicto y el alejamiento de los grupos de sus iniciales objetivos 

políticos. Estas posiciones suponen un pasado idealizado de los grupos armados, en el caso de 

las guerrillas, o desconocen que la génesis de fenómeno paramilitar está ligada al afianzamiento 

de las economías ilegales, como recientemente lo han mostrado Gustavo Duncan (2014), María 

Teresa Ronderos (2014) y Massé, Munévar, Álvarez y Renán (2010). Tal como indica Duncan 

(2014) una cosa es que un grupo armado ilegal use la violencia en función de obtener inmunidad 

                                              

17   Pensemos en el proceso 8.000 o la financiación de campañas políticas por parte de narcotraficantes a políticos nacionales y 
regionales. 
 



para sus negocios y otra cosa es que la violencia se use para apuntalar un orden local en función 

del negocio ilegal.  

En la actual etapa de posdesmovilización, los GAPD persisten en función de las demandas de 

coerción de los grandes nudos estructurales (narcotráfico, minería ilegal, agroindustria y 

contrabando). Sin embargo, como ya se mencionó, también indujeron la oferta de seguridad y 

regulación en otras actividades económicas y sociales, como la seguridad comunitaria en las 

ciudades, el microtráfico, el control sobre mercado de abastos, las redes de prostitución y otras 

actividades comerciales. También contribuyeron a afianzar lo que se ha denominado como el 

pagadiario: sistema de préstamos informales con intereses superiores a los del mercado legal que 

afecta especialmente a los pobladores de los barrios populares y, más recientemente, en la trata 

de personas, como se ha hecho evidente en la región de Urabá.  

Al igual que con el narcotráfico, en el actual contexto del auge minero hay que discernir sobre en 

qué parte de la cadena productiva es necesaria la oferta de protección y seguridad privada: ¿en el 

cuidado de las retroexcavadoras? ¿En las medianas explotaciones, en su mayoría promovidas 

por capital local y regional? ¿En asegurar las transacciones y los acuerdos? O ¿es la violencia 

una vía para expulsar a los pobladores y mineros artesanales en favor de la actual etapa del gran 

capital minero? Se trata, sin duda, de la recomposición de la cadena productiva a nivel global, lo 

cual produce la inexorable entrada del gran capital en detrimento de la tradicional minería 

artesanal.  

En tercer lugar, se debe analizar la relación del fenómeno paramilitar con los poderes locales y 

regionales, o mejor, la capacidad de crear redes de apoyo y consenso en las sociedades locales y 

regionales. Hay que resaltar que esas relaciones no han sido estáticas y han pasado por la 

alianza, la cooptación y/o el sometimiento.  

En esa dirección enfatizaremos en la dimensión territorial de las diversas relaciones que se 

establecieron entre el poder político local y regional, entre el Estado central y el paramilitarismo. 

Si bien en algunos momentos esos poderes locales se alinearon con decisiones estratégicas del 

Estado central en su lucha contra las guerrilla, en otras ocasiones también desplegaron una fuerte 

resistencia a los intentos de modernización del Estado central y de ampliación de la comunidad 

política, ya que el paramilitarismo también se convirtió en fuente de poder coercitivo para los 

terratenientes locales y narcotraficantes ñal ser utilizados especialmente en contra de fuerzas 

pol²ticas y sociales opositoras en el §mbito localò (Koonings y Nordquist, 2005, p§gina 24).  

Esto también implica reconocer su heterogeneidad territorial, relacionada con el control de 

recursos legales o ilegales y destacar los órdenes sociales diferenciados que en el ámbito local y 

regional lograron imponer. El problema no es solo la demanda de seguridad y coerción de 

sectores y grupos con gran poder económico y social, sino también que esa visión privatizada de 

la seguridad está profundamente interiorizada en la vida comunitaria de algunas regiones del país 

y sus pobladores (Koessl, Manfredo, 2015).  



En cuarto y último lugar, enfatizamos en las transformaciones organizativas del paramilitarismo, 

que han cambiado desde los intentos de aumentar la capacidad de coordinación entre las 

diferentes estructuras regionales y locales, hasta la extrema fragmentación de la 

posdesmovilización y su posterior ðy relativað recomposición actual. Ciertamente, en la etapa 

de mayor expansión (1997-2005), que combinó el desarrollo de una estrategia contraguerrillera 

con la disputa de las economías regionales de la coca, necesitaban de una estructura más o 

menos jerárquica. En cambio, la nueva etapa posdesmovilización, que enfatiza el control local y 

regional en función de economías ilícitas globalizadas, requiere una estructura en red, y lo más 

importante, la tercerización de la oferta de coerción y seguridad (Rico, Daniel, 2013; Koessl, 

Manfredo, 2015). 

 

Una propuesta de periodización: los grupos paramilitares y los 

GAPD en el largo plazo  

Los factores y dimensiones mencionadas, sus rupturas y/o continuidades, serán analizados en 

cada una de las etapas en las que hemos divido al fenómeno paramilitar y la actual etapa de 

surgimiento de grupos armados posdesmovilización.  

Primera generación paramilitar (1980-1988). Esta etapa se caracteriza por el surgimiento y accionar 

en regiones específicas como el Magdalena Medio, Urabá y en menor medida los Llanos 

Orientales. En este período, el entronque con el narcotráfico permite a estos grupos mayor 

capacidad operativa y se presentan los primeros intentos de incursionar como actor político, más 

allá del ámbito local y regional.  

Etapa de crisis y estancamiento (1989-1993). Este momento se inicia en el contexto de la 

desmovilización de los paramilitares del Magdalena Medio, la caída de los grandes carteles de la 

droga y la recomposición del narcotráfico en el contexto de la Asamblea Nacional Constituyente y 

la promulgación de la Constitución de 1991. En esa etapa el derrumbe de los carteles y las 

disputas entre los grupos paramilitares locales y el narcotráfico produce un parcial retroceso de 

estos grupos armados. 

Recomposición (1994-1997). En este período se presenta un proceso de recomposición parcial y 

relanzamiento del paramilitarismo facilitado por las CONVIVIR18 y el inicio del proceso de 

federalización de los diferentes grupos regionales que culminó en la consolidación de las AUC 

(Autodefensas Unidas de Colombia).  

                                              

18   Las CONVIVIR fueron creadas durante el gobierno de César Gaviria mediante el Decreto Ley 356 de 1994 y, posteriormente, 
puestas en funcionamiento durante el gobierno de Ernesto Samper. Ante los escándalos suscitados por sus responsabilidades en 
graves violaciones de derechos humanos, la Corte Constitucional en 1997 derogó buena parte de los decretos que le daban 
sustento legal. Al respecto afirma Francisco Guti®rrez: ñAunque su objetivo formal era ayudar a la fuerza p¼blica a coordinar la 
colaboración de la ciudadanía en materia de seguridad y de lucha contra los grupos armados ilegales, en la práctica las CONVIVIR 
se convirtieron en un instrumento que facilitó la expansión del paramilitarismoò (2014, página 365 ό 
 



Expansión (1998-2005). Esta etapa responde al cambio de la estrategia paramilitar: de grupos 

armados para la contención de la guerrilla, se transforman en un medio violento para apuntalar 

órdenes sociales y políticos, y asegurar las condiciones de reproducción de determinadas 

actividades económicas legales e ilegales (Duncan, Gustavo, 2014).  

Atomización violenta (2006-2010). Durante este período las pretensiones de nacionalización de las 

AUC y su esfuerzo por aparentar ser una organización unitaria se rompen como resultado de las 

vicisitudes de la negociación con el gobierno Uribe y se genera la proliferación de pequeños 

grupos, bajo una lógica que combinó elementos del pasado y otros aspectos nuevos, dando lugar 

a disputas entre estos grupos.  

Recomposición violenta (2011-2015). En esta etapa las cruentas disputas entre facciones y 

pequeños grupos fueron dando lugar a la configuración de un menor número de organizaciones, 

con mayor pie de fuerza y capacidad de fuego; así como alianzas inesperadas con antiguos 

enemigos políticos (v.g.: FARC, ELN, entre otros) en función de la distribución de las diferentes 

etapas de la cadena productiva del narcotráfico, entre otras economías ilegales.  

A continuación, ofrecemos una descripción más detallada de cada una de las etapas hasta aquí 

mencionadas. 

 

Primera generación paramilitar (1980-1988) 

La emergencia de la primera generación paramilitar debe explicarse en las trasformaciones 

acaecidas en el país en los años ochenta. Durante esa década se hizo evidente la crisis de 

representación política y social del régimen político, como resultado de la generalización del 

clientelismo, la corrupción y la incapacidad del Estado para responder a las demandas ciudadanas. En 

efecto, se profundizó la pérdida de representación e intermediación que durante mucho tiempo 

jugaron los dos partidos tradicionales y aumentaría la fragmentación entre el campo social y 

político, así como también, los distanciamientos entre los intereses regionales y el Estado central. 

Sobre esas tensiones y la gradual erosión de representatividad de los partidos se insertaron los 

grupos armados en un complejo relacionamiento con los poderes locales y regionales (Pécaut, 

Daniel, 1987, 2006 y 2013; Palacios, Marco, 2012; González, Fernán, 2014).  

La primera generación paramilitar19 fue una combinación de grupos sicariales al servicio de los 

narcotraficantes y autodefensas locales, que convergieron con los mecanismos legales e ilegales 

que el Ejército desplegó en la lucha contraguerrillera (Zelik, Raúl, 2015, página 26). Lo anterior se 

vio agravado por el proceso de paz adelantado con las guerrillas por parte del presidente Belisario 

Betancur (1982-1986), que era percibido por el estamento castrense como una muestra de 

claudicación del régimen político frente a la insurgencia. Esa poca capacidad del ejecutivo de 

                                              

19   Cabe resaltar la existencia desde los años sesenta de grupos y núcleos de autodefensas campesinas e indígenas asistidos y 
entrenados por el Ejército que prolongaron por décadas formas de coordinación y actuación. 
 



alinearse con la fuerza pública en sus propósitos de apertura política y negociación con las 

guerrillas, contrastaba con la autonomía y el considerable margen de maniobra que había tenido 

durante el gobierno antecesor de Turbay Ayala (1978-1982). Fueron los militares quienes, 

imbuidos en su lógica anticomunista, vieron en el progreso electoral de la izquierda, los 

movimientos populares y sociales y el auge guerrillero, la cristalizaci·n del ñavance comunistaò 

que había que impedir por todos los medios, incluso con el auspicio de los grupos paramilitares. 

En esa primera etapa, dice Zelik ñLos l²mites entre el sicariato, organizaciones cívico-militares y 

ej®rcitos privados comenzaron a diluirseò (Zelik, Ra¼l, 2015, p§gina 27). Esa fluidez entre lo legal 

e ilegal, entre la dimensión política y los objetivos económicos, sería desde el comienzo una 

característica del fenómeno paramilitar. En resumen, la primera generación del paramilitarismo 

dej· su sello: ñEsa ideolog²a confusa, tan propia de la mentalidad mafiosa colombiana de odio al 

comunismo y a la oligarqu²a colombianaò (Ronderos, Mar²a, 2014, p§gina 220). 

Esta etapa se caracteriza por el surgimiento y accionar en regiones específicas como el 

Magdalena Medio, Urabá, sur de Córdoba y, en menor medida, los Llanos Orientales. En ese 

momento aún se trataba de grupos armados que emergieron como respuesta a los avances 

territoriales, la generalización del secuestro y los ataques de las guerrillas de las FARC, el EPL y 

el ELN contra la vida y la propiedad. Pero también tenían una dimensión política y de carácter 

ofensivo: se trataba de la resistencia de poderes locales y regionales, gremios, mandos militares y 

clase política a la propuesta de paz de Betancur, ya que los esfuerzos de ampliar la comunidad 

política desde arriba amenazaba a los poderes locales y regionales previamente establecidos. 

Esta situación tuvo su expresión más organizada en la experiencia paramilitar del sur del 

Magdalena Medio, en Puerto Boyacá, que ha sido caracterizada como una alianza regional 

antisubversiva (Medina G, Carlos, 1990; Romero, Mauricio, 2003; Vásquez, Teófilo, 2006, en 

Archila, Mauricio [ed.] y otros; Gutiérrez y Barón, 2006, en Sánchez, Gonzalo, Wills, María E.; 

CNRR-GMH, 2010).  

Por eso es necesario distinguir las diferentes expresiones del fenómeno paramilitar en los años 

ochenta en relación con su estructura organizativa y sus pretensiones de control territorial. Un 

asunto eran los grupos paramilitares endógenos, fuertemente atados al territorio, con estructura 

organizativa jerárquica y militar como las experiencias del sur del Magdalena Medio y sur de 

Córdoba y, en menor medida, los Llanos Orientales; y otro caso eran las redes sicariales flexibles 

que no tenían objetivos de control territorial y que, con el apoyo o aquiescencia de la fuerza 

pública, desataron una ofensiva violenta contra los partidos de izquierda y los movimientos 

sociales (Ver: CNRR-GMH, 2009; CNRR-GMH, 2010 y 2010b; González, Bolívar y Vásquez, 

2003; CINEP, 2004; Ronderos, María, 2014). En ambos casos el accionar de grupos ocasionó de 

manera masiva víctimas principalmente contra la UP (Unión Patriótica) en diferentes regiones, 

contra el Frente Popular entre Antioquia y Córdoba y contra dirigentes sociales principalmente 

sindicales, campesinos e indígenas en distintas regiones del país. 



Esa primera generación paramilitar estaba caracterizada por una dinámica de alianzas muy 

precarias: de un lado, estaban los grupos locales de autodefensas que a regañadientes 

aceptaban la posición subordinada frente al narcotráfico, como el grupo de Ramón Isaza y el de 

Henry de Jesús Pérez en Puerto Boyacá; y de otro, eran claras las tensiones y diferencias entre 

la Casa Castaño y Pablo Escobar.  

En ese momento ya se hacían evidentes las diferencias que habrían de persistir al interior del 

fenómeno paramilitar. Una cosa era el grupo armado de autodefensas campesinas que comandó 

Ramón Isaza en el sur del Magdalena Medio que, en la práctica, se trataba de una familia extensa 

o un clan en armas, tal como lo expresa el hecho de que sus hijos Omar, Roque y Rubén, su 

yerno alias Magiver y sus sobrinos Miguel y Hernán hayan sido sus comandantes. Dicha 

particularidad de las autodefensas de Isaza está muy bien definida en el informe del CNMH sobre 

Justicia y Paz donde se argumenta que este era un ñ(é) movimiento pol²tico de raigambre 

campesina y formado según un esquema familiar de carácter patriarcal, que opuso resistencia, en 

medio de las m§s dif²ciles condiciones a la barbarie guerrilleraò (CNMH, 2012-a, página 123).  

En una dimensión similar y en esa misma región, estaban las autodefensas de Henry de Jesús 

Pérez en Puerto Boyacá que, al igual que el grupo de Isaza, al comienzo fueron una respuesta 

ante la voracidad de las FARC (Ronderos, María, 2014, páginas 30-35). Posteriormente, 

adquirieron una vocación más ofensiva en el ámbito territorial y esbozaron un proyecto político 

con pretensiones nacionales (Medina, 1990; Gutiérrez y Barón, 2006; CNRR-GMH, 2010). En 

ambos casos, se trataba de ganaderos y finqueros medios que se armaron contra la guerrilla y 

luego se entroncaron con el narcotráfico, en una alianza precaria que culminó de forma 

sangrienta entre 1991 y 1992 (Ronderos, María, 2014). 

Precisamente, cuando estaban germinando esos grupos paramilitares locales y habían obtenido 

algunos éxitos, llegó su refuerzo a través del enlace establecido con los narcotraficantes que 

andaban en búsqueda de santuarios de seguridad (Ronderos, María, 2014, páginas 36-39). Por 

eso, otro asunto fueron los grupos armados al servicio del narcotraficante Gonzalo Rodríguez 

Gacha, alias El Mexicano, y del cartel de Medellín, que lograron imponer un orden hacendil cocalero 

en el Magdalena Medio y en otras regiones del país, cuya máxima expresión fue la hacienda El 

Azul (ubicada en Putumayo) y la hacienda El Recreo o Tranquilandia (ubicada en los Llanos del 

Yarí) (Vásquez, Teófilo, 2015)20. 

En ese momento, el punto de inflexión de las tormentosas relaciones del Estado con el 

paramilitarismo fue la masacre de La Rochela que obligó al gobierno de Virgilio Barco (1986-

1990) a suspender y derogar los decretos que le daban base legal a la creación de grupos 

                                              

20   La derrota del paramilitarismo en el bajo y medio Putumayo explica el retraso de su llegada a la región, lo que haría posteriormente 
en la segunda generación paramilitar de finales de los años noventa. Esta situación permitió que entre 1991 y 1997 las FARC se 
consolidaran como ¼nico grupo armado en la regi·n e hiciera las veces de ñsindicato armadoò de los cocaleros e impusieran reglas 
de juego a los narcotraficantes que demandaban la materia prima (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011). 
 



denominados de autodefensa, y ordenar a las Fuerzas Armadas combatirlos, creando un cuerpo 

elite de la policía para tal efecto (CNRR-GMH, 2010; y Ronderos, María, 2014, páginas 66-67). 

 

Etapa de crisis y estancamiento (1989-1993) 

Las transformaciones del narcotráfico, el auge de los grupos paramilitares, sus actividades 

narcoterroristas contra el Estado colombiano, así como el avance militar de las guerrillas y la 

generalización de la protesta social, implicaron que para finales de la década del ochenta se 

estuviera generando una crisis sin antecedentes tanto en el sistema político colombiano como en 

la sociedad en general. Esa crisis intentó ser remediada con el proceso que dio lugar a la 

Asamblea Nacional Constituyente y culminó con la promulgación de una nueva carta política a 

través de la Constitución de 1991.  

Esa coyuntura coincidió con la etapa de crisis y estancamiento de los grupos paramilitares. Así, 

entre la primera y segunda generación paramilitar hubo un momento de reflujo, producto de la 

esperanza que se generó en el país a raíz de la promulgación de la Constitución de 1991 y la 

recomposici·n de la alianza ñnarco-parasò. En ese momento, como resume Mar²a Teresa 

Ronderos (2014), el ambiente en el contexto de la Asamblea Nacional Constituyente era de 

optimismo: ñCon Escobar preso, la mayor²a de las guerrillas en paz y las autodefensas 

principales, las del Magdalena Medio y las de Castaño, prácticamente desmontadas, el país 

estaba radiante de optimismoò (2014, p§gina 205)21.  

El comienzo del fin de la primera generación paramilitar se dio tras la decisión de Escobar de 

iniciar su guerra contra el Estado, la cual no contaba con la anuencia de varios de estos grupos. 

Incluso, algunos de los grupos más locales ðde la mano de los Castañoð comenzarían a fraguar 

una alianza contra Escobar. Esa guerra interna debilitó a grupos paramilitares y también a Pablo 

Escobar. Ese proceso de debilitamiento tuvo su momento más álgido con la caída de Gacha en 

diciembre de 1989, y alcanzó su punto más intenso con la muerte de Henry de Jesús Pérez el 

mismo día que se inauguraba la Constitución de 1991 y con la posterior muerte de Pablo Escobar 

en 1993 (Ronderos, María, 2014, páginas 70-71). 

En esa etapa de retroceso, entre la primera y la segunda generación paramilitar, fue fundamental 

la caída del cartel de Medellín y el papel que en ese desplome jugaron los denominados PEPES 

(Perseguidos por Pablo Escobar). Lo anterior por cuenta de las diferencias económicas y políticas 

del clan Castaño con Pablo Escobar, cuyos miembros veían con preocupación la posición radical 

que el cartel de Medellín mantenía frente al Estado (Zelik, Raúl, 2015, páginas 105-106; 

Echandía, Camilo, 2013). Así, como afirma María Teresa Ronderos acerca del tránsito de la 

primera generaci·n paramilitar a la segunda: ñLos que sobrevivieron a la furia de Escobar 

                                              

21   En esa coyuntura se produjeron dos desmovilizaciones fallidas: de un lado, las de las estructuras del Magdalena Medio, y de 
otro, las del grupo de Fidel Castaño en Córdoba (Vicepresidencia de la República de Colombia, 2009; Ronderos, María, 2014). 
 



emergieron triunfantes al finalizar la década de los 90 con una nueva versión del paramilitarismo 

que reto¶· con m§s fuerza que la original del Magdalena Medioò (2014, p§gina 123). 

La década del noventa se inaugura con nuevos aires en la vida política colombiana por cuenta de 

la Constituyente, ya que esta impulsó, institucionalizó y profundizó la descentralización 

administrativa y la elección popular de alcaldes y gobernadores que se venía desarrollado años 

antes con el objetivo de alcanzar la transformación en las prácticas políticas y una mayor 

participación de la población en el juego democrático. Sin embargo, esa búsqueda de 

relegitimación del sistema político tuvo efectos no deseados, en especial por cuanto la 

descentralización produjo una mayor autonomización de poderes locales y regionales en la que, 

con éxito, se insertaron los grupos armados (Carroll, Leah, 2011; Gutiérrez y Barón, 2006, en 

Sánchez, Gonzalo y Wills, María E. (eds.); Gutiérrez, Francisco, 2014; CNRR-GMH, 2010-b; 

GMH, 2013; Vásquez, Vargas y Restrepo 2011; González, Fernán, 2014). 

Si bien la Constituyente selló la reincorporación a la vida democrática de algunos grupos armados 

(Movimiento 19 de Abril, Ejército Popular de Liberación, Quintín Lame, Partido Revolucionario de 

los Trabajadores), del nuevo pacto político no hicieron parte los dos grupos guerrilleros más 

importantes (FARC y ELN), ni tampoco los grupos paramilitares y las coaliciones regionales y 

locales que los apoyaban, cuyos intereses políticos se veían amenazados por los ímpetus 

reformistas del Estado central. 

Igualmente, se llevó a cabo una serie de reformas económicas orientadas a la liberalización, 

desregulación y privatización que tuvo resultados devastadores para el agro colombiano y las 

economías campesinas. En especial la apertura económica que buscaba promover el desarrollo 

rural mediante un mayor protagonismo del mercado como principal instrumento de asignación de 

recursos, desató en el sector agrario una crisis generalizada que explica la permanencia de los 

grupos armados y que facilitó la expansión de las FARC y el ELN, así como la consiguiente 

reactivación de los grupos paramilitares (Vásquez, Vargas y Restrepo 2011). 

Más aun, el nuevo proceso reformista no abordó los principales problemas sociales como la 

pobreza, la desigualdad y la inequidad, ni tampoco contempló problemas como la ampliación de 

los cinturones de miseria que crecían en las ciudades resultado de la migración de población rural 

dados los devastadores efectos del nuevo modelo económico y de la violencia. Esa situación 

permitió la inserción de los grupos armados en espacios urbanos donde antes su presencia había 

sido esporádica (Vásquez, Aponte y Quintero, 2012).  

 

Recomposición (1994-1997) 

El rápido agotamiento de los intentos reformistas del inicio de la década, los efectos negativos de 

la apertura económica en el sector rural y las transformaciones del narcotráfico, caracterizaron el 

tercer período de los grupos paramilitares y del conflicto armado en general. En el caso de las 

guerrillas, estas prosiguieron con su expansión hacia zonas con mayor nivel de integración a la 



vida política y económica nacional, pero con el distintivo de ser territorios con grandes 

desigualdades sociales y económicas. De ahí que, durante este período, el conflicto armado pasó 

de las zonas de presencia histórica de los grupos armados, en su mayoría zonas de colonización 

campesina (Catatumbo, Urabá, sur de Córdoba, Sur de Bolívar, Sarare, Ariari, Caguán, y medio y 

bajo Putumayo), hacia regiones más integradas al mercado y a la sociedad política nacional 

(González, Bolívar y Vásquez, 2003 y Vásquez, Aponte y Quintero, 2012). 

Por otro lado, los paramilitares iniciaron su reactivación precisamente en las zonas intermedias 

afectadas de manera principal por las decisiones estratégicas de expansión territorial de las 

FARC y, en menor medida, del ELN. Las FARC, por cuenta de su accionar armado, de interferir 

en la vida política y por sus objetivos de extracción de recursos, terminó por generar una reacción 

colectiva armada (Aponte, Andrés, 2015), reeditando la figura de las alianzas regionales 

antisubversivas experimentadas en los ochenta en el sur del Magdalena Medio y en Puerto 

Boyacá (Medina G, Carlos, 1990; Gutiérrez y Barón, 2006, en Sánchez, Gonzalo y Wills, María E 

(eds.); CNRR-GMH, 2010). Cabe resaltar que esa reactivación paramilitar tenía ahora objetivos 

más ofensivos, pues había iniciado su expansión hacia otras regiones del país, especialmente al 

Caribe colombiano.  

En este orden, para estos años fue evidente que el conflicto armado no solo representaba una 

confrontación militar, también estaba ligado a la no resolución del problema agrario, al enfrentar 

dos modelos de desarrollo rural. Por un lado, los paramilitares expresaban un tipo de 

ordenamiento regional atado a la producción agroindustrial con base en la tenencia de grandes 

extensiones de tierras, así como a la producción a gran escala de la coca, su comercialización y 

al control de las rutas de la droga; y, por otro lado, el guerrillero ligado a una economía campesina 

de subsistencia y de cultivos ilícitos. Pero hay que subrayar que esa disputa tendría también su 

expresión en el campo político: de un lado, la guerrilla se había erigido como el intermediario 

entre las regiones de colonización y el Estado; y de otro, en las regiones paramilitares se había 

producido la emergencia de una nueva elite regional aún más reacia a cualquier cambio (Duncan, 

Gustavo, 2006 y 2014, González, Bolívar y Vásquez, 2003; Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; 

González, Fernán 2014; Vásquez, Teófilo, 2015).  

La administración de Samper (1994-1998) marcó un punto de inflexión en la vida nacional por 

varias razones. Primero, la crisis de gobernabilidad que afrontó su administración por el 

escándalo del proceso 8.00022; segundo, y ligado a lo anterior, un escaso margen de maniobra 

política producto de la poca legitimidad de su gobierno, por lo cual los grupos guerrilleros lo 

tomaron como excusa para negarse a cualquier acercamiento; tercero, los grupos armados 

iniciaron una etapa de expansión.  

                                              

22   El proceso 8000 es el nombre dado al proceso judicial emprendido contra el presidente de Colombia, Ernesto Samper a partir 
de 1995, bajo la acusación de recibir financiación del narcotráfico para la campaña de las elecciones que definieron el presidente 
de Colombia para el periodo comprendido entre 1994 y 1998. 
 

https://es.wikipedia.org/wiki/Colombia


Por un lado, las FARC, que venían de un crecimiento gradual desde los años ochenta, con la VIII 

Conferencia deciden una nueva etapa estratégica que implicaba una mayor ofensiva militar y su 

expansión territorial en desmedro de su accionar político (Vásquez, Aponte y Quintero, 2012). Por 

otro lado, la creación de las cooperativas de seguridad (CONVIVIR) y el proceso de 

reconfiguración interna, fortalecieron al paramilitarismo que logró superar el relativo 

estancamiento que habían padecido en los años anteriores. En este período se aunaron 

esfuerzos para la organización federada de lo que se denominó Autodefensas Unidas de 

Colombia (AUC), que recogía las experiencias previas de Córdoba y Urabá, Magdalena Medio, 

sur del Cesar y Santander con el objetivo de buscar una proyección política, económica y social a 

nivel nacional.  

Esa recomposición se debe, en buena medida, al aprovechamiento que el paramilitarismo hizo de 

las CONVIVIR. Ese nuevo intento del Estado por darle fundamento legal a la provisión de la 

seguridad privada rural a través de las CONVIVIR, con éxito en el Caribe, en Antioquia y en el 

Meta, fue fundamental para preparar la transición entre esta etapa de estancamiento y la segunda 

generación paramilitar. 

Las CONVIVIR se pueden calificar como una nueva expresión de las tormentosas relaciones del 

Estado con el fenómeno paramilitar, o como indica Gutiérrez, la propensión histórica del Estado y 

las elites para incentivar modalidades privadas de seguridad y coerción (Gutiérrez, Francisco, 

2014)23. Son un caso emblemático de un diseño normativo que no hizo otra cosa que ser 

aprovechado por determinadas elites (bananeros, ganaderos, etc.) para proseguir, ahora con 

cobertura legal, en su propensión a la privatización de la seguridad.  

Pero lo más grave fue que facilitó la coordinación de varias estructuras paramilitares y permitió 

solucionar los graves problemas de acción colectiva del paramilitarismo (Gutiérrez, Francisco, 

2014, página 367). Al respecto Zelik dice (2015) que ñ(é) las CONVIVIR empezaron a ejercer una 

función de intermediación entre los altos mandos militares y los paramilitares y en muchos casos 

dependieron directamente del comando de las AUCò (Zelik, Ra¼l, 2015, p§gina, 116). El fallo de la 

Corte Constitucional que declaró inconstitucionales apartes del decreto reglamentario, pero cuyo 

marco legal siguió vigente, fue uno de varios factores que aceleró la creación de las AUC en 1997 y 

dejaría en la práctica a los grupos paramilitares a mitad de camino entre la legalidad y la ilegalidad. 

 

Etapa de mayor expansión (1998-2005) 

Durante la administración de Andrés Pastrana (1998-2002) se realizó el que ha sido considerado, 

hasta ese momento, como el esfuerzo más importante de negociación con los grupos guerrilleros, 

teniendo como respuesta la intensificación y expansión de los grupos paramilitares. Ese intento 

                                              

23   El debate de la legalización de la figura de la autodefensa o la colaboración privada en materia de seguridad pública tuvo tres 
grandes defensores: la Federaci·n de Ganaderos, las agencias de seguridad del Estado y los pol²ticos ñnecesitados del apoyo de 
ganaderos, polic²as y militaresò (Guti®rrez, Francisco, 2014, p§gina 370). 
 



fue fallido por cuanto, al tiempo que el Gobierno negociaba recibió la ayuda económica y militar 

del Plan Colombia24 para emprender un proceso de reingeniería de las Fuerzas Armadas con el 

propósito de enfrentar la amenaza guerrillera. Por su parte, las FARC consideraron que la 

formulación y aplicación del Plan Colombia era una propuesta de guerra, dada la importancia que 

este le otorgaba al fortalecimiento de las Fuerzas Armadas y a la política de cero tolerancia de 

Estados Unidos frente a las drogas, centrada en la fumigación de cultivos ilícitos. De ese modo, 

las FARC se mantuvieron en la negociación combinando también la lógica militar y la lógica 

política, no solo frente al Gobierno sino también frente al paramilitarismo. 

Así, este periodo implicó la mayor intensificación y expansión del conflicto armado en el territorio 

nacional y bloqueó la posibilidad de una salida negociada, dado que ni la guerrilla ni el Estado 

renunciaron a sus objetivos estratégicos, incluso estando en medio de los diálogos. 

En cuanto a los grupos paramilitares, esta etapa corresponde a un cambio en su estrategia: de 

ser grupos armados para la contención de la guerrilla, y una vía violenta para eliminar a la 

izquierda legal y a los movimientos sociales (considerados como amenazas por los aliados 

regionales del paramilitarismo), se transforman en un medio violento para apuntalar órdenes 

sociales y políticos, y asegurar las condiciones de reproducción de determinadas actividades 

económicas legales e ilegales (Duncan, Gustavo, 2014).  

La segunda generaci·n paramilitar ten²a tres objetivos fundamentales. ñEn primer lugar, 

expandirse en todo el territorio colombiano para garantizar una cobertura nacional; en segundo 

lugar, consolidar los territorios conquistados, es decir, pasar del mero control militar al control 

político, social y económico de los mismos; y, en tercer lugar, posicionarse ante la opinión pública 

como tercer actor del conflicto que opera con completa independencia del Estadoò (Zelik, Ra¼l, 

2015, página 109). En esa etapa se hace más fuerte el proceso de mímesis de los paramilitares 

con respecto a las guerrillas. Es decir, la estructura militar, las formas organizativas y las maneras 

de presentarse en público de los grupos guerrilleros son apropiados y emulados, cada vez más, 

por el paramilitarismo (Cubides, Fernando, 2005; Zelik, Raúl, 2015).  

Esta generación paramilitar, que tuvo su expresión más acabada en las AUC, fue en la práctica 

una vía violenta para apuntalar los órdenes sociales y políticos que veían en los principios de la 

Constitución de 1991 una amenaza a los poderes y órdenes paraestatales que habían constituido 

en muchas regiones del país (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; GMH, 2013). Pero cabe 

advertir que esa rebelión de las élites por la vía paramilitar, a diferencia de las guerrillas en las 

zonas de colonización, no era antisistémica: representaba el lado menos dinámico y más reacio al 

cambio del sistema social y político colombiano. 

                                              

24   El Plan Colombia que se implementó durante el gobierno de Pastrana y se mantuvo en los 8 años del gobierno de Uribe marcó 
un giro en la trayectoria de la posición de Estados Unidos frente al conflicto. Pues con todo, durante mucho tiempo se mantuvo 
diferenciada la cooperación antinarcóticos de la cooperaci·n militar contra la guerrilla. Dicho plan ñborr·ò esa divisi·n y los atentados 

del 11 de septiembre reforzaron esta tendencia en lo que se denominaría La Lucha contra el terrorismo (Vásquez, Vargas y Restrepo, 

2011). 
 



De manera simultánea a las trasformaciones en las dimensiones políticas y militares del conflicto 

armado y de los grupos paramilitares anteriormente señaladas, en esta etapa se reforzó la 

disputa por rentas, en el marco de los procesos de globalización económica. No se puede explicar 

de otra manera la convergencia territorial entre los grupos armados y los diferentes momentos de 

la cadena productiva del narcotráfico, o la presencia de los grupos armados en las regiones de 

auge de las economías extractivas.  

Esta tendencia se haría más patente en la actual etapa de los grupos armados 

posdesmovilización, en la que ha sido más evidente la construcción de territorialidades privadas 

(Ramírez T, William, 1997), pero, ya no en función del capitalismo agrario. Ahora, también se trata 

de la privatización de los territorios en función de las explotaciones mineras y petroleras, o de la 

privatización de la seguridad y los espacios urbanos como se aprecia en Cúcuta, Medellín, 

Tumaco o Barrancabermeja, solo por citar algunos ejemplos.  

Las AUC eran una federación heterogénea de grupos locales y regionales, pero había una 

diferencia central en comparación con la primera generación paramilitar y la actual etapa de 

posdesmovilización. En ese momento a pesar de su diversidad, todos los grupos seguían un plan 

nacional de ampliación e influencia territorial; decisión estratégica que no estaba en el umbral de 

la primera generación paramilitar de los años ochenta, ni tampoco en la etapa actual de los 

GAPD. Como se verá, los grupos armados surgidos de la desmovilización de las AUC tienen 

pretensiones fuertemente localizadas de control y dominio, en combinación con su inserción en 

redes de criminalidad a nivel global. 

El proceso de federalización que promovió Carlos Castaño de las diferentes facciones 

paramilitares intentó por todos los medios construir una autoimagen de tercer actor en el conflicto 

armado (Echandía, Camilo, 2013). En esa etapa se hace más claro el control territorial de la 

población y su intención de apuntalar un orden local, además de evidenciarse una relativa 

autonomía frente al Estado (Zelik, Raúl, 2015, páginas 27).  

En ese momento, las AUC decidieron avanzar desde la zona norte hacia el sur del país, para 

disputar la hegemonía y el control exclusivo que ejercían las organizaciones guerrilleras en sus 

bastiones históricos: de un lado a las FARC en el sur-oriente del país (Ariari, Duda, Guayabero, 

Caguán, medio y bajo Putumayo); y del otro, al ELN en el nororiente (Arauca, Catatumbo, 

Magdalena Medio y sur de Bolívar). De igual manera, profundizaron sus métodos de lucha 

contraguerrillera, lograron fortalecer en varias regiones el modelo de desarrollo agrario latifundista 

y agroindustrial y, por último, llevaron hasta sus últimas consecuencias la estrategia de violencia 

para excluir la oposición social y política contra las élites regionales (Vásquez, Vargas y Restrepo, 

2011).  

Dicha expansión no se puede reducir exclusivamente a la lucha contragurrillera y los intentos por 

monopolizar toda la cadena productiva del narcotráfico, como argumentan Arias y Prieto (2011) 

para el caso del BCB (Bloque Central Bolívar), ya que como indica Echandía (2013) para este 



momento ñétan solo en el 18 por ciento de los municipios donde los grupos paramilitares tenían 

presencia, la guerrilla representaba una amenaza a trav®s de su elevada actividad armadaò, y lo 

que es más diciente, los cultivos de coca estaban presentes en algo más de la mitad de estos 

escenarios (Echandía, Camilo, 2013, página 29). 

Si bien el máximo momento de coordinación, organización y construcción de un discurso político, 

se presentó entre 1997-2005, las AUC seguían siendo un proyecto inestable y precario en 

términos de acción colectiva. Ese momento de mayor estructuración orgánica fue más bien una 

ñautoimagen proyectada p¼blicamente con fines de facilitar la negociaci·n en el §mbito de la 

opini·n p¼blicaò (Alonso citado por Koessl, Manfredo, 2015, página 171).   

Esa etapa de mayor expansión, en buena medida, se basó en exportar la reputación de terror 

ganada con reclutas de regiones donde el fenómeno paramilitar llevaba varios lustros, 

especialmente con jóvenes del sur de Córdoba, Urabá y las comunas de Medellín. A tal grado 

que, en ese momento de ofensiva de las AUC, en varios departamentos como Caquetá y Valle 

del Cauca, los testimonios de los pobladores y las v²ctimas fueron reiterativos en indicar que ñLos 

paras eran paisas y coste¶osò (CNMH-2014; CNMH, 2016). 

 

Gráfico 1. Veinte (20) primeros municipios de origen de las personas desmovilizadas de las 

AUC 

 

Fuente: SAME, Sistema de Acompañamiento, Monitoreo y Evaluación al proceso de Reintegración, de la OIM (Organización Internacional para las 

Migraciones). 

 



Esa convergencia entre procedencia regional y reputación de terror era central en los objetivos 

ofensivos de los grupos paramilitares, pues a menudo olvidamos que las ofertas de coerción, 

violencia y seguridad privadas, para que sean posibles, necesitan, como toda mercancía, de una 

reputación ganada que haya demostrado éxitos anteriores y que sea socialmente aceptada 

(Gambetta, Diego, 2007, página 73). 

El clima adverso contra la solución negociada del conflicto que ocasionó el fracaso de las 

negociaciones entre las FARC y el gobierno Pastrana, tuvo como resultado el triunfo electoral de 

Álvaro Uribe en el año 2002. Posteriormente, los logros de su política de Seguridad Democrática 

condujeron a su reelección en 2006. Su gobierno realizó el mayor esfuerzo ðhasta ese 

momentoð para derrotar militarmente a las guerrillas y se negó a reconocer la existencia de un 

conflicto interno, que descartaba de entrada toda posibilidad de diálogos y negociaciones con la 

insurgencia, considerada como un grupo de ñnarcoterroristasò que atacaba a un Estado 

plenamente legítimo. De manera paralela intentó la desmovilización de grupos paramilitares a 

través de unas polémicas negociaciones, cuyos resultados fueron desiguales en el territorio 

nacional (Vicepresidencia de la República de Colombia, 2009; Vásquez, Aponte, Quintero, 2012).  

Durante sus ocho años de gobierno, Álvaro Uribe realizó la mayor ofensiva militar de la historia 

colombiana contra la guerrilla. Esa decisión tuvo como resultado la drástica reducción de la 

capacidad bélica de las guerrillas colombianas y la disminución de su presencia territorial. Sin 

embargo, no logró asestarles el golpe final definitivo, pues estas continuaron actuando en varias 

regiones y adaptándose a la nueva dinámica del conflicto armado (Vásquez, Vargas y Restrepo, 

2011; GMH, 2013; Vásquez, Teófilo, 2015).  

Si bien la estrategia de Seguridad Democrática del gobierno de recuperación militar del territorio 

logró resultados efectivos en las zonas más integradas del país, uno de los talones de Aquiles de 

la política de Seguridad Democrática fue que siguió concibiendo la acción contra la guerrilla bajo 

el principio de ejército de ocupación, es decir en su dimensión exclusivamente militar; y más 

grave a¼n, que consideraba a todos los pobladores de estas regiones como ñauxiliaresò y 

ñc·mplicesò de las guerrillas. De este modo, lo que se constituyó en seguridad para el resto del 

país, en las regiones de influencia de las FARC ðprincipal objetivo del Plan Colombia y Plan 

Patriotað, se convirtió en inseguridad para sus pobladores (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; 

Palacios, Marco, 2012; GMH, 2013; Vásquez, Teófilo, 2015).  

De otro lado, en contraste con su dura posición frente a la guerrilla, el gobierno de Álvaro Uribe 

había decidido iniciar un proceso de negociación con las AUC. Así, en el momento en que las 

AUC estaban consolidando su mayor expansión se produce la llegada de Álvaro Uribe al poder y 

comienza un nuevo escenario donde las dinámicas estuvieron marcadas por los diálogos con esa 

federación de grupos paramilitares, la desmovilización colectiva y la temprana aparición de los 

grupos armados posdesmovilización (2002-2006).  



El proceso de negociación, la desmovilización de las AUC y la temprana emergencia de los 

GAPD se puede dividir en tres etapas traslapadas: 

I. inicio y desarrollo de la agenda (2002-2003);  

II. desmovilizaciones colectivas (2003-2006); y  

III. la polarización y crisis desatada por las comparecencias de los jefes de las AUC en 

desarrollo del proceso de Justicia y Paz que, a la postre, fue el detonante definitivo de la 

crisis de la negociación con las AUC. 

La primera etapa de la negociación fue de relativo éxito: bases de un acuerdo, agenda y 

concentración de los jefes en Santa Fe de Ralito (Córdoba). La segunda etapa de desmovilización 

colectiva tuvo más éxito, ya que contribuyó a la disminución de la violencia paramilitar. Pero, en la 

tercera etapa, el proceso definitivamente colaps· por los siguientes factores: ñpor arribaò por el 

proceso de Justicia y Paz o lo que los m§ximos jefes denominaron ñla inseguridad jur²dicaò 

(Observatorio de Paz y Conflicto, 2015) y ñpor abajoò por las debilidades en el dise¶o y aplicaci·n 

de un proceso de DDR improvisado que se hizo sobre la marcha y que logró una reinserción 

efectiva parcial de los mandos medios y los combatientes rasos25 (Nussio, Enzo, 2012; Howe, 

Kimberly 2012; Nussio y Howe 2014). 

Pero hay que destacar que el proceso de DDR tuvo resultados diferenciados, según las regiones 

y las sinergias establecidas entre el gobierno nacional y las administraciones departamentales y 

municipales. En efecto, un sector apreciable de población paramilitar desmovilizada en varias 

regiones ïincluidos mandos a distintos nivelesï accedió con efectos positivos a los programas 

oficiales de reintegración.  

En Medellín el proceso de DDR contó con el papel activo de la alcaldía, trascendió el enfoque de 

reintegración individual del combatiente e integró al proceso al grupo familiar y las comunidades 

receptoras. En Córdoba, por ejemplo, una funcionaria de la ACR (Agencia Colombiana para la 

Reintegración) recalcó que 1.200 personas cumplieron con el proceso de reintegración y se ha 

evidenciado su ñesfuerzo por permanecer en la legalidadò (CNMH, taller de socializaci·n de este 

informe, Montería, funcionaria de la ACR, agosto de 2016). En esa misma dirección positiva una 

de las personas entrevistadas recalcó:  

para el próximo año [2016] ya ACR de Córdoba considera que ya todos completaron sus estudios y su 

formación, ya van más de la mitad, ellos se están graduando con cierta frecuencia, un proceso que ha 

demorado 6 o 7 años (CNMH, entrevista, Víctor Negrete, Montería, 2015),  

pero también destacó las dificultades:  

                                              

25   El informe de la Misión MAPP-OEA de mayo de 2004 anunciaba algunos de los ejes de la discusión política para los años 
venideros: las debilidades del proceso de DDR, las críticas al proyecto de alternatividad penal, los cambios que este surtió en el 
trámite del Congreso y su conversión en la llamada ley de justicia y paz.  
 



el problema es productivo, los planes de negocio que no funcionan bien, que son pequeñitos, que 

muchos han fracasado y es que la gente no tiene la formación, no tiene la disciplina para hacerlo, muy 

poquitos son los que han logrado avanzar en ese sentido (CNMH, entrevista, Víctor Negrete, Montería, 

2015). 

En cambio, en Urabá una de las personas entrevistadas insistió en la improvisación en las 

desmovilizaciones de las estructuras armadas de las AUC y en los efectos negativos que tuvo 

para la región, así como también destacó los desencuentros entre las autoridades locales y el 

gobierno central es ese tema. En un tono que expresaba los desencuentros entre las decisiones 

nacionales y las dinámicas regionales, afirmó:  

el gobierno nacional de Álvaro Uribe Vélez desatendió los reclamos de la gran mayoría de la 

institucionalidad en la región de Urabá, de que el proceso de paz tenía que venir acompañado de empleo, 

de infraestructura, etc. (é) El hecho es que nosotros fuimos simplemente unos convidados de piedra en 

ese entonces, no se nos escuch· y simplemente el gobierno hizo un proceso de paz expr®s (é) (CNMH, 

entrevista, expersonero, Apartadó, 2015). 

En el Magdalena Medio la percepción fue aún más negativa. Funcionarias de la Defensoría 

regional expresaron: ñélos programas que ofreci· el Gobierno no fueron exitosos como para ellos 

reincorporarse a la vida civilò, y una de ellas, en un tono que muestra malestar con el gobierno 

nacional de ese entonces, afirmó:  

El proceso de desmovilización fue todo un fracaso porque usted escucha unas historias: desde la niña 

que tuvo que volverse a prostituir, porque nunca le dieron nada, frente al tipo que intentó poner la panadería, 

pero nunca le cumplieron con el proceso productivo, que finalmente terminaron volviendo a la empresa 

como ellos le llaman àno? ña la empresaò.  

- Pregunta: ¿Ustedes tienen cifras de cuántos desmovilizados hay? 

Ese ejercicio lo estuvimos haciendo con Puerto Berrío que es una vergüenza, son como 219 

desmovilizados y en este momento van como diez que están activos en el proceso, y de los demás no se 

tiene informaci·n. Y entonces estuvimosé digamos fueron una poblaci·n objeto en un informe de riesgo. 

Y pese a lo difícil que era discutir un informe de riesgo en Puerto Berrío el que más complicado estuvo fue 

el representante del alto comisionado diciendo que eso era mentira, que los desmovilizados en Puerto 

Berrío estaban bien, que muchos eran vendedores ambulantes (CNMH, entrevista funcionario Defensoría 

del Pueblo, Barrancabermeja, 2015). 

Esa misma percepción negativa sobre la desmovilización y el gobierno nacional se repite en 

Cúcuta: 

De esos 1.435 [desmovilizados] alrededor de mil doscientos se quedaron en la región, sin tener ningún 

arraigo a la regi·n se quedaron aqu² (é) Nosotros un poco visualizando lo que pod²a pasar, antes de la 

desmovilización, le mandamos una carta a Luis Carlos Restrepo y le dijimos: oiga señor, aquí a esta gente 

hay que darle una salida, una opción para que no se quede en la región porque aquí se va a repetir el ciclo 



de violencia (CNMH, entrevista, Wilfredo Cañizares, director ejecutivo de la Fundación Progresar, 2015). 

Por eso, la negociación con las AUC y su desenlace se pueden comprender a partir de dos 

grandes factores:  

1. en primer lugar, las vicisitudes políticas del marco jurídico para facilitar el tránsito del 

paramilitarismo de las armas a la política, que llevaron al quiebre de la negociación entre 

los jefes de las AUC y el gobierno; y,  

2. en segundo lugar, las limitaciones del gobierno para organizar el programa de 

desmovilización, desarme y reintegración de las personas combatientes de las AUC 

(Vicepresidencia de la República de Colombia, 2009; Vásquez, Aponte, Quintero, 2012; 

Nussio Enzo, 2012; Koessl, Manfredo, 2015; Zelik, Raúl, 2015).  

 

Las vicisitudes políticas del proceso, narcotráfico y el marco jurídico de la negociación 

Las AUC intentaron convertir el proceso de negociación en una gran operación de legalización de 

los bienes y tierras que habían obtenido durante su mayor expansión entre 1997 y 2002. Incluso, 

intentaron transformar ese control territorial poblacional en poder político regional a través de su 

participación e injerencia en las elecciones (Valencia en Romero, 2007; López, Claudia, 2010). 

Los jefes de las AUC, como dice claramente María Teresa Ronderos, vieron en el proceso de 

negociaci·n con Ćlvaro Uribe: ñEl momento de canjear el capital militar, pol²tico y econ·mico 

clandestino acumulado con cañones y también con la mantequilla que repartieron por 

dondequiera, por constante poder pol²tico y econ·mico legalò (Ronderos, Mar²a, 2014, p§gina 

246). 

Sin embargo, en el desarrollo del proceso de negociación, las duras discusiones que emergieron 

sobre el marco jurídico, el narcotr§fico y la parapol²tica, fueron erosionando la ñcaraò del tercer 

actor del conflicto que con tanto esfuerzo habían pretendido construir las AUC bajo el liderazgo de 

Carlos Castaño (Pardo, Rafael, 2007; Romero, Mauricio, 2007; López, Claudia, 2010; Ronderos, 

María, 2014; Koessl, Manfredo, 2015; Zelik, Raúl, 2015).  

Pero hay que resaltar que ese proceso de negociación y la polarización que suscitó expresaba un 

fenómeno político de más largo aliento: los límites de las coaliciones regionales que apoyaban los 

grupos paramilitares, cuyas pretensiones de ñtomaò del poder pol²tico nacional fueron resistidas e 

impedidas por los más diversos sectores y actores del ámbito nacional e internacional. De un 

lado, la comunidad internacional, las ONG, los movimientos sociales y la izquierda política legal 

insistían sobre el retroceso y los peligros que esa alianza implicaba para la precaria democracia 

colombiana. Y, de otro lado, las elites pol²ticas tradicionales (m§s ñbogotanasò y menos 

provinciales) también se oponían, ya que los sectores emergentes en la política y las coaliciones 

regionales que apoyaban al paramilitarismo amenazaban seriamente el control histórico que han 

tenido del poder político y del Estado central. 



Desde el principio, en la comunidad internacional y en el ámbito nacional, las características 

particulares del fenómeno paramilitar generaron dificultades, y minaron la legitimación y el apoyo 

al proceso de negociación con las AUC. Consecuencia, entre otros factores, de la ausencia de un 

consenso mínimo sobre la misma naturaleza del fenómeno. Koonings y Nordquist (2005) 

sintetizaron bien el dilema central del proceso de paz con las AUC: ñLa compleja y ambivalente 

naturaleza del fenómeno paramilitar hace que su inclusión dentro de una estrategia de paz sea a 

la vez urgentemente necesaria y complicada, por no decir controversialò26 (Koonings y Nordquist, 

2005, página 8).  

Más explícito sobre la poca legitimidad del proceso fue Crisis Group, que advirtió: άExiste el temor 

de que algunos sectores del gobierno y las AUC no se consideren adversarios: se piensa que, así 

como ciertos elementos de las estructuras de poder tradicionales del país quizás hayan 

auspiciado el surgimiento de los grupos paramilitares, también ahora quieran utilizar las 

conversaciones de paz para exonerarlos pol²ticamente, y por ende, legitimar su riqueza y poderò 

(citado por Ronderos, María, 2014, página 354).  

Efectivamente, en el ámbito internacional, el apoyo a la negociación con las AUC fue débil y 

contrastante. Ni siquiera el papel activo de la OEA a través de la Misión de Apoyo al Proceso de 

Paz con las AUC tuvo el suficiente consenso. Pero, lo que es más importante, ese rol contrastaba 

con el papel crítico que asumió la ONU sobre el proceso de paz con las AUC. Esa organización 

argumentaba tres factores para mantener una posición de espera y crítica al proceso: la ausencia 

de una estrategia de paz coherente, la ausencia de un consenso político nacional frente al 

proceso y la naturaleza parcial del proceso que no incluía las guerrillas (Koonings y Nordquist, 

2005, página 55)27. 

En el ámbito nacional, el proceso de negociación con las AUC dividió irremediablemente al país. 

El primer punto problemático apareció a raíz de las diferencias que surgieron sobre la relación 

fluida entre los paramilitares y el narcotráfico, pues para muchos sectores los narcotraficantes 

estaban aprovechando la negociación para legalizar sus actividades. Situación a la que se 

oponían sectores tan disímiles como las organizaciones de derechos humanos, el Gobierno de 

Estados Unidos, la opinión pública e incluso importantes comandantes históricos de las AUC 

(Cubides, Fernando, 2005, 2006; Pardo, Rafael, 2007; Vicepresidencia de la República de 

Colombia, 2009; Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011, Ronderos, María, 2014). 

                                              

26   La pregunta central del informe evaluativo de estos autores de la Misión MAPP-OEA, era sobre si tenía sentido para la comunidad 
internacional, en este caso los gobiernos de Suecia y Holanda, apoyar la misión de la MAPP/OEA y de esta forma apoyar los 
esfuerzos por construir la paz en Colombia, lo cual expresaba sin duda una de las debilidades centrales del proceso de paz con las 
AUC, como fue el débil apoyo que le dio la comunidad internacional. 
 
27   Hay que decir que las relaciones del Gobierno con la ONU empezaron mal, tal como se puede concluir de las presiones que el 
Gobierno ejerció para la salida del país del representante de Naciones Unidas para la paz, cuyo mandato y figura habían sido 
heredados de la administración anterior. 
 



Igualmente, el proceso de negociaci·n con las AUC polariz· al ñpa²s pol²ticoò. En primer lugar, la 

izquierda se opuso y lo criticó con vehemencia. Por otro lado, algunos sectores del Partido Liberal 

que en un primer momento apoyaron al presidente Uribe y su iniciativa de negociación, rompieron 

con el Gobierno por lo que consideraron que el rumbo que estaba tomando su mandato era 

autoritario y por las concesiones que el presidente insistía en hacerle a las AUC y a los sectores 

políticos y económicos que los apoyaban. 

Por su parte, para el Gobierno el principal reto de legitimidad para iniciar el diálogo con las AUC 

era cómo darles el reconocimiento político que la ley exigía como requisito para negociar con los 

grupos armados. Por eso, el gobierno de Uribe realiz· todas las ñmaromasò jur²dicas y medi§ticas 

para reconocer el estatus político de los paramilitares, al tiempo que insistía en la artificiosa 

decisión oficial según la cual en Colombia no existía conflicto armado (CNMH 2012-a, página 

438). Ese reconocimiento pol²tico era un paso audaz, ya que como dice Ronderos ñNadie hasta 

ese entonces había considerado a los paramilitares como actores del conflicto armado, algo en lo 

que Casta¶o estaba empe¶ado desde hac²a tiempoò (Ronderos, Mar²a, 2014, p§gina 350).  

Entretanto, los diversos grupos que conformaban las AUC se debatían en sus intestinas 

divisiones entre, para decirlo coloquialmente, los paras de ñverdadò y los narcotraficantes 

devenidos en paramilitares. Los retos eran mayores ante las posibles extradiciones, la entrada en 

vigencia de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional y la decisión de Estados Unidos y la 

Unión Europea de catalogarlos como grupo terrorista (Ronderos, María, 2014, página 351).  

Desde el comienzo hubo recelos sobre el éxito del proceso, en su momento Carlos Castaño 

afirmó:  

Hemos percibidos dudas, no solo de los habitantes donde las autodefensas hacemos presencia, sino 

en la opinión pública, respecto al proceso de paz que adelantamos. Llama la atención la incertidumbre 

de mucha gente en cuanto a que termine el mandato del Gobierno actual y las autodefensas queden 

ósemidesmotadasô y ósemimontadasôðrecogiendo la expresi·n de un dirigente de la regi·n de Urab§ò 

(Citado por Ronderos, María, 2014, página 364). 

Posteriormente, en medio del desarrollo del cronograma de desmovilizaciones colectivas, el 

último sobreviviente del Clan Castaño28 (Vicente) se refirió a las dificultades y tensiones internas 

de esa decisión al interior de las AUC:  

Semana: ¿Cómo han asumido los comandantes de las autodefensas el proceso de paz? 

V.C.: en las autodefensas no todo el mundo estaba preparado para un proceso de paz. Comenzando 

porque en las autodefensas había algunas pocas personas que siempre soñaron con tener un grupo 

con poder, unas buenas relaciones y una buena cantidad de dinero. Y, en el momento en que se 

consigue todo eso, se les dice ya no más: ahora a entregarse. Eso cayó como un baldado de agua fría 

                                              

28   Obviamente construye un relato ñrosaò de s² mismo y de su organizaci·n. 



para muchos comandantes. El trabajo de convencimiento que nos tocó hacer  al comienzo a Mancuso 

y a mí fue muy duro para que la gente aceptara la posibilidad de dialogar sobre el proceso de paz 

(Semana, 2005, junio 5, ñHabla Vicente Casta¶oò).  

Las AUC no entraron convencidas al proceso de negociación con Álvaro Uribe, incluso eran 

evidentes las fisuras al interior del mismo Clan Castaño29. El desacuerdo tenía como tema central, 

entre otros, la relación con el narcotráfico que Vicente Castaño promovía y que Carlos Castaño 

desaprobaba. A tal grado llegaría esa división que, como se sabe, terminaría en el fratricidio de 

Carlos Castaño por decisión de su hermano Vicente y de otros jefes paramilitares.  

La otra escisión corrió por cuenta de la división entre el histórico Clan Castaño y la alianza 

emergente de narcotraficantes y paramilitares que representó el BCB (Bloque Central Bolívar), 

bloque creado en 1997 por antiguos miembros de los extintos carteles de la droga, con el fin de 

recomponer en varias regiones el negocio del narcotráfico y, a la vez, conducir la lucha 

contrainsurgente (Arias y Prieto, 2011).  

Luego, en la visita que realizaron al Congreso en medio de la negociación en 2004, se reflejaría 

con más claridad la diversidad de grupos e intereses que encubría las AUC. De un lado, Ramón 

Isaza representaba las autodefensas históricas que tenían pretensiones de control territorial en la 

región de Puerto Boyacá (Magdalena Medio). Mientras que Mancuso representaba el eje histórico 

de la expansión paramilitar con epicentro en Urabá y Córdoba. Finalmente, Ernesto Báez (del 

BCB) representaba la emergencia de nuevos narcotraficantes con pretensiones de convertirse en 

actores políticos (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011).  

Estas diferencias dieron al traste no solo con el intento del proyecto unificador nacional que 

representó las AUC, sino también con la negociación misma. En esta vía se pueden entender las 

dificultades que afrontaron los instrumentos jurídicos -ley de justicia y paz- para satisfacer las 

distintas tendencias en las AUC, sobre la cual las ONG, las víctimas y la comunidad internacional 

mantuvieron reparos por considerar que conducía a la impunidad y distaba de ser un efectivo 

instrumento de verdad, justicia y reparación (Pardo, Rafael, 2007; Vásquez, Vargas y Restrepo, 

2011; CNMH, 2012-a; Ronderos, María, 2014). Mientras tanto el gobierno de Álvaro Uribe, su 

bancada mayoritaria en el Congreso y los sectores sociales que han apoyado el paramilitarismo, 

insistían en que se trataba de sacrificar la justicia en aras de la paz. 

Al comienzo de los di§logos se reconoc²a que ñEl impulso de la Seguridad Democrática y el inicio 

del proceso de paz por parte del Gobierno colombiano, ha creado condiciones de seguridad que 

una gran parte de la poblaci·n reconoce como positivosò (Misi·n MAPP-OEA, 2004, mayo, página 

3). Si bien entre 2003 y 2006 la violencia letal atribuida a las estructuras de las AUC en proceso 

                                              

29   Es tan claro que la Casa Castaño se puede tipificar como un clan que se basó en una red de compadrazgos, relaciones familiares 
y de paisanaje que fueron fundamentales al momento de tomar la decisión sobre los comandantes que se encargarían de la 

expansión, como fue el caso de Miguel Arroyave en los Llanos, de HH en el Valle de Cauca y el Iguano en Cúcuta (Ronderos, María, 

2014). 
 



de desmovilización disminuyó (Bello, Catalina, 2009), aún se conservaban las modalidades y 

repertorios de violencia necesarios para seguir manteniendo el orden social y el control sobre el 

territorio y la población que habían logrado en la etapa anterior.  

No hay duda de que la violencia se redujo durante el proceso de negociación con las AUC, 

especialmente en aquellas regiones donde sus diferentes estructuras habían logrado control 

sobre el territorio y la población y construir un orden social. Pero también fue cierto que las 

constantes violaciones al cese al fuego y la persistencia de la violencia implicaron una constante 

baja legitimidad del proceso de paz (Koonings y Nordquist, 2005). 

Al mismo tiempo se hacían evidentes las fragilidades del proceso de negociación con las AUC por 

cuenta del tema del narcotráfico. Apenas un año después de iniciado el proceso y establecido el 

cronograma de desmovilizaciones colectivas, ya se advertían las duras críticas de Estados 

Unidos con relación a este tema. En este sentido el embajador de este país afirmó:  

[C]on las declaraciones dudosas de don Berna y el señor Mancuso se puede ver que están perdiendo su 

disfraz. Se destapó su carácter esencial de narcoterroristas, son ladrones y asesinos, no son patriotas. El 

narcotráfico contamina todo lo que toca. Eso es lo malo porque es una amenaza, pero también es bueno 

porque aclara la naturaleza de estos tipos, nos da un entendimiento mejor para el análisis y eso es un paso 

adelanteò (Semana, 2004, 9 de mayo, ñCon qui®n se est§ negociandoò).  

En ese momento surgía la pregunta sobre una de las principales limitaciones del proceso de 

negociación con las AUC: no era suficiente la desmovilización de las estructuras armadas, 

también era necesario preguntarse por el desmonte efectivo de las economías ilegales y por los 

órdenes locales y regionales, que habían construido los paramilitares durante la etapa de mayor 

ofensiva y expansión (Pardo, Rafael 2007)30.  

Igualmente, ya se hacía explícito el tema de la situación jurídica, que sería uno de los nudos 

principales del fracaso de las negociaciones con las AUC y el BCB (CNMH, 2012). La Misión de 

Apoyo al Proceso de Paz de la OEA, afirmaba: ñLa complejidad de la situación jurídica es uno de 

los factores que pueden poner en riesgo la reinserción. El tiempo que puede llevar la clarificación 

de la situación jurídica de cada persona y los temores de ser detenidos puede hacer que muchos 

de los desmovilizados vuelvan a reincorporarse a un grupo ilegalò (Misi·n MAPP-OEA, 2005, 

enero, página 13). 

El proceso de negociación con las AUC ya estaba en crisis para finales de primer periodo del 

Álvaro Uribe, debido a las constantes violaciones al cese al fuego, la permanencia de la violencia 

y las diputas internas, que se volverían más cruentas durante la etapa de posdesmovilización. En 

                                              

30   En esa direcci·n apunt· tambi®n la revista Semana: ñ(é) se trata de acabar con su poder econ·mico y pol²tico, se trata, por 
ejemplo, de que no sigan manejando los hilos del poder regional con sus pistolas humeantes en la nuca de los gobernantesò 
(Semana, 2004, 9 de mayo, ñCon qui®n se est§ negociandoò).  
 



el ámbito político era evidente la incertidumbre que ocasionaban las elecciones presidenciales, en 

ese momento Vicente Castaño afirmó:  

El ambiente ahora es de preocupación y de incertidumbre debido al cambio de presidente. Nosotros 

tenemos la palabra de un presidente comprometido con el país, pero eso nos dura un año. A los 

comandantes les preocupa saber cuándo y en qué condiciones les va tocar desmovilizarse. Cuáles van 

a ser las condiciones de la ley de justicia y paz. Y cuál va a ser la posición del próximo presidente 

frente a las autodefensas porque con Uribe uno ya sabe a qu® atenerse (Semana, 2005, junio 5, ñHabla 

Vicente Casta¶oò). 

Luego, la aparición del computador de Jorge 40 en 2006 y el posterior escándalo sobre la 

parapolítica31 serían factores que aumentarían la crisis del proceso. Por un lado, los políticos 

involucrados en el escandalo traicionaron a los paramilitares, y del otro, en esa situación se hacía 

menos viable posicionar el proceso ante la opinión pública (Valencia, León, en Romero, Mauricio, 

2007). Con todo, en el debate nacional se impuso la tesis del mal menor. Es decir que, con todas 

sus falencias había que mantener el proceso con las AUC; según el informe de la MAPP/OEA por 

cuanto que:  

Existe la coincidencia, incluso entre los críticos del proceso, que el peor escenario para Colombia 

sería el rompimiento del actual proceso de diálogo con las AUC y las imprevisibles consecuencias que 

ello acarrearía. Sostener, incluso con sus dificultades, el presente intento comienza a valorarse ante 

la posibilidad de un retroceso y un fracaso (Misión MAPP-OEA, 2005, octubre página 5).  

En síntesis, entre 2002 y 2006, el país atónito por lo que las ONG denominaron ñel embrujo 

autoritarioò, para caracterizar el fen·meno uribista, pas· de discutir la legitimidad pol²tica del 

paramilitarismo y del proceso de negociación con las AUC a la evidente aparición de los grupos 

armados posdesmovilización. 

 

Desmovilizaciones colectivas, DDR y la emergencia temprana de los grupos armados 

posdesmovilización 

El proceso de desmovilizaciones colectivas de las estructuras armadas de las AUC se puede 

dividir en cuatro momentos. Un primer momento que implicó al Bloque Cacique Nutibara y a las 

Autodefensas de Ortega en el Cauca, ambas desmovilizaciones calificadas como ñexperimentos 

pilotos dentro del proceso de pazò (Misi·n MAPP-OEA, 2005, octubre). Un segundo momento, 

entre noviembre de 2004 y febrero de 2005, en el que se desmovilizaron ocho estructuras 

armadas. Un tercer momento de pausa en el ritmo de las desmovilizaciones, debido al compás de 

espera en el cronograma pactado, en expectativa de la aprobación de la Ley 975 de 2005, 

                                              

31   Término acuñado por los medios de comunicación para designar un asunto que era verdad sabida en muchas regiones: las 
estrechas relaciones entre la clase política regional y los grupos paramilitares Φ 
 



llamada ley de justicia y paz (Misión MAPP-OEA, 2005, octubre). Finalmente, un cuarto período 

en el que, tras la suspensión temporal, el proceso de desmovilizaciones se reactivó para retomar 

el cronograma y dar inicio a la desmovilización de catorce estructuras armadas, principalmente de 

las AUC y el BCB. 

En efecto, cinco meses después de firmado el pacto de Santa Fe de Ralito, se desmovilizaron los 

miembros del Bloque Cacique Nutibara de las AUC32. Esa desmovilización fue objeto de fuertes 

críticas que argumentaban que se había tratado de un montaje más que de un hecho real. 

Posteriormente, el 7 de diciembre de 2003, se desmovilizaron las Autodefensas Campesinas de 

Ortega en Cajibío (Cauca) (Misión MAPP-OEA, 2004, mayo).  

Luego, el 7 de octubre de 2004, se produce el llamado ñActo de fe por Colombiaò donde las AUC 

anunciaron el cronograma de las desmovilizaciones colectivas. Carlos Alonso Lucio, asesor de las 

AUC y exguerrillero del M-19, al ser preguntado sobre el ofrecimiento de las AUC de desmovilizar 

30.000 hombres a partir de noviembre de ese a¶o afirm·: ñEs una oferta que se hizo para salvar 

el proceso de Santa Fe de Ralito y dotarlo de nueva confianza. Esta será la desmovilización más 

grande en la historia de Colombia, medida en hombres y fusiles. Y excepcional porque ocurrirá no 

como fruto de una negociación sino como un gesto sin ningún tipo de contraprestación o 

condicionamientoò (Semana 2004, octubre 17, ñLa oferta de los parasò)33. 

Si bien, entre noviembre de 2004 y febrero de 2005, en desarrollo de ese acuerdo se llevaron a 

cabo ocho desmovilizaciones colectivas de las estructuras armadas de las AUC, el balance sobre 

el proceso de DDR era ambiguo como se nota a partir de las conclusiones del informe de la 

Misión MAPP-OEA: ñ(é) aun en medio de dificultades, el proceso de reincorporaci·n a la vida 

civil de los excombatientes se desarrolla de manera aceptable, aunque no está exento de riesgos 

y dificultades, y de la necesidad de afinar algunos puntosò (Misi·n MAPP-OEA, 2005, marzo, 

página 3).  

Aunque se había discutido sobre la necesidad de ofrecer a los combatientes recién 

desmovilizados verdaderos procesos de reincorporación a la vida civil, este objetivo se logró solo 

en algunos casos. En Medellín el DDR se efectuó con cierta organización y planeación. Sin 

embargo, las organizaciones de los excombatientes formadas luego de la desmovilización, 

especialmente las que aparecieron en Urabá y Medellín, no dejaron de tener una percepción 

ambigua en la opinión pública: para unos era la mejor posibilidad de mantener la cohesión en el 

proceso de reinserción y facilitar el tránsito a la vida civil de los excombatientes, pero para otros 

                                              

32   Era tan importante el monitoreo sobre el evento de desmovilización del Bloque Cacique Nutibara que de manera temprana la 
misión MAPP/OEA estableció una oficina en Medellín para monitorear ese proceso de reinserción. 
 
33   En esa misma entrevista, Carlos Alonso Lucio daba en el punto que varias investigaciones han establecido sobre las diferencias 
entre los integrantes de las FARC y las AUC (Medina, Camila, 2008; C§rdenas, Jorge 2005), e indic· ñes necesario entender la 
diferencia entre un guerrillero y un patrullero de las Autodefensas. El guerrillero dice ñyo milito en las Farcò y el patrullero dice ñyo 
trabajo con las AUCò. No es un convencido ideol·gico, es parte del mercado laboral de la violenciaò (Semana 2004, octubre 17, ñLa 
oferta de los parasò).  
 



no era otra cosa que un organismo de fachada de los comandantes con el objetivo de mantener 

sus intereses económicos y políticos intactos (Koonings y Nordquist, 2005, página 47). 

Vicente Castaño advertía sobre el rumbo equívoco del proceso de DDR:  

Están improvisando sobre ese tema. Uno de los puntos más difíciles ha sido, por ejemplo, el de los 

miembros del Cacique Nutibara porque la mayoría fueron personas recogidas de las bandas que no tenían 

una formación profunda de las autodefensas (Semana, 2005, junio 5, ñHabla Vicente Casta¶oò).  

Y sobre los albergues en Bogotá indicó:  

[S]on un fracaso total, un gran porcentaje de los que están ahí no son desmovilizados de las 

autodefensas o de las guerrillas, son colados que se metieron ahí a ver qué pescan, creo que lo mejor para 

los desmovilizados es involucrarlos en seguridad privada o con el Estado (Semana, 2005, junio 5, ñHabla 

Vicente Casta¶oò).  

Era claro que las desmovilizaciones individuales se habían convertido en una estrategia de 

guerra, ya que su objetivo era restarle gente a los grupos armados y recibir de estos desertores 

información valiosa (Cárdenas, Jorge, 2005). De otro lado, ya eran evidentes las falencias del 

programa de DDR. En Bogotá, por ejemplo, en marzo de 2005 un grupo de sesenta muchachos 

marcharon encapuchados gritando que el Gobierno los había traicionado porque después de dos 

años en el programa tenían que abandonar los albergues34. La experiencia de los albergues, 

tanto para desmovilizados individuales como colectivos, fue un rotundo fracaso y puso en 

evidencia los retos a los que se enfrenta una sociedad en relación al DDR de los excombatientes, 

es decir, los desencuentros entre la Colombia rural que ha vivido el conflicto armado y la 

Colombia urbana, más bien ajena en su experiencia social frente al mismo (Medina, Camila, 

2008, Cárdenas, Jorge, 2005, Nussio, Enzo, 2012). 

En primer lugar, desde el comienzo no se tuvo en cuenta que la supervisión y apoyo a la 

reinserción y reincorporación de las personas combatientes en el ámbito local (para algunos 

estudios es el ñeslab·n m§s d®bilò de cualquier proceso de DDR), eran aspectos centrales para 

asegurar la credibilidad y éxito del proceso. En segunda instancia, no se entendió que el DDR 

debió ser implementado de manera independiente de las vicisitudes políticas de la mesa de Santa 

Fe de Ralito (Spears, citado en Koonings y Nordquist, 2005, página 13).  

Al final de las desmovilizaciones colectivas pactadas entre el gobierno de Uribe y las AUC, el 

balance era el siguiente: ñEn el marco de los diálogos con las AUC, desde que se inició el proceso 

en noviembre de 2003, se han dado 37 actos de desmovilización colectivas con los cuales 

                                              

34   El balance sobre el perfil de los problemas de los reinsertados en esos albergues no podría ser más desalentador. Según 
Semana, el ñ78 por ciento tiene menos de 25 a¶os y ninguna claridad sobre su futuro, el 16 por ciento sufre de depresi·n profunda 
y el 40 por ciento siente delirio de persecuci·n, quiz§s por eso los albergues se han convertido en guetosò (Semana, 2005, marzo 
13, ñDesmovilizados al borde de un ataque de nerviosò). 
 



comenzar§ el tr§nsito a la vida civil de 30.900 miembros de este grupo irregularò (Misi·n 

MAPP/OEA, 2006, febrero, página 3).  

 

Gráfico 2. Secuencia cronológica de la desmovilización de las AUC 

 

Fuente: SAME, Sistema de Acompañamiento, Monitoreo y Evaluación al proceso de Reintegración, de la OIM (Organización Internacional para las 

Migraciones). 

 

Cuadro 2. Desmovilizaciones colectivas de las AUC  

Año Nombre del bloque de las autodefensas 
Fecha 

día /mes 

Número de 

personas 

desmovilizadas 

Total 

2003 

Bloque Cacique Nutibara 25/11 868 

1.035 

Autodefensas Campesinas de Ortega 7/12 167 

2004 

Bloque Bananero 25/11 451 

2.645 

Autodefensas del Sur del Magdalena e Isla de San 

Fernando 
4/12 48 

Bloque Cundinamarca 9/12 148 

Bloque Catatumbo 10/12 1.434 

Bloque Calima 18/12 546 

2005 

Bloque Córdoba 18/1 925 

10.417 

Bloque Sur Oeste Antioqueño 30/1 126 

Bloque Mojana 2/2 109 

Bloque Héroes de Tolová 15/6 464 

Bloque Montes de María 14/7 594 



Bloque Libertadores del Sur 30/7 689 

Bloque Héroes de Granada 1/8 2.033 

Autodefensas Campesinas de Meta y Vichada 6/8 209 

Bloque Pacífico 23/8 358 

Bloque Centauros 3/9 1.134 

Bloque Noroccidental Antioqueño 11/9 222 

Frente Vichada del BCB 24/9 325 

Bloque Tolima 22/10 207 

Frente Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y Magdalena 

Medio 
12/12 1.822 

Frente Mártires de Guática 15/12 552 

Bloque Vencedores de Arauca 23/12 548 

Año Nombre del bloque de las autodefensas 
Fecha 

día /mes 

Número de 

personas 

desmovilizadas 

Total 

2006 

Bloque Mineros 20/1 2.789 

17.753 

Autodefensas Campesinas de Puerto Boyacá 28/1 742 

Bloque Central Bolívar - Santa Rosa del Sur 31/1 2.519 

Frente Resistencia Tayrona 3/2 1.166 

Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio 7/2 990 

Frente Próceres del Caguán. Héroes de los Andaquíes y 

Héroes de Florencia 
15/2 552 

Frente Sur del Putumayo 1/3 504 

Frente Julio Peinado Becerra 4/3 251 

Bloque Norte (El Copey - Chimila) 8/3 2.215 

Bloque Norte (La Mesa - Valledupar) 10/3 2.544 

Frente Héroes del Llano y Héroes del Guaviare 11/4 1.765 

Frente Costanero 12/4 309 

Frentes Pavarando y Dabeiba 30/4 484 

Frente Norte Medio Salaquí 16/8 743 

 Total desmovilizados colectivos   31.671 

 

 



Fuente: tomado de Alto Comisionado para la Paz (2006, página 99) citado en (Nussio, Enzo, 2012, página 48). 

 

A pesar del alto número de personas desmovilizadas, del reconocimiento que el proceso de 

desmovilizaciones colectivas logró en sus comienzos en varias regiones del país, esos resultados 

positivos no se sostuvieron en el tiempo. Había consenso sobre la significativa cifra de personas 

desmovilizadas y la reducción de la violencia, pero también sobre el hecho de que esto no era 

suficiente para desmontar el fenómeno paramilitar, entendido más allá de su dimensión 

puramente militar (Pardo, Rafael, 2007)35. No se tuvo en cuenta que el problema de la violencia 

era estructural y que era insuficiente la desmovilización de las estructuras armadas que 

compon²an las AUC. No se desmantel· ñel potencial de coerci·n pol²tica de los antiguos 

paramilitaresò (Koonings y Nordquist, 2005, p§gina 13), ni las actividades que demandaban el 

mantenimiento de la oferta de seguridad y coerción de grupos amados para su reproducción 

(Duncan, Gustavo, 2014).  

En el proceso de negociación con las AUC se perdió de vista el hecho de que los grupos 

paramilitares se encontraban en una zona gris entre la estatalidad y la ilegalidad. De un lado, no 

se rompieron ni se desmontaron los nexos que estructuras políticas y económicas legales habían 

establecido con las AUC. Igualmente, los altos réditos económicos producto de una enorme y 

variada economía ilegal (no limitada al narcotráfico), también fueron factores clave para disminuir 

el éxito del proceso. El hecho de que estos mercados subterráneos continuaran operando dentro 

de un marco institucional débil y ðen varios casosð corrupto, solo empeoró la situación, fomentó 

la violencia y la aparición de los GAPD (Nussio y Howe, 2014). 

En este sentido, la emergencia de los GAPD era un hecho visible desde 2005, resultado de 

diversos factores. En primer lugar, su aparición puede explicarse por el aumento de la 

desconfianza de la cúpula paramilitar por la suerte del proceso y por lo que consideraban el 

escamoteo de las ventajas a las que habían aspirado durante la negociación (Pardo, Rafael 2007; 

Crisis Group, 2007; CNRR, 2007; Granada, Restrepo y Tobón, 2009 en Restrepo, Jorge; 

Restrepo y Bagley, 2011; HRW, 2010; Ronderos, María, 2014; Koessl, Manfredo, 2015; Zelik, 

Raúl, 2015). 

En segundo lugar, porque la negociación con las AUC había implicado un colapso de los órdenes 

locales y regionales que habían construido durante su etapa de mayor expansión, y se comienza 

a presentar la temprana aparición de grupos armados posdesmovilización en el contexto de la 

inserción del país en una nueva etapa de la economía global legal e ilegal. Situación que 

implicaba cambios en sus relaciones con la población civil: ya no se trata de la implementación de 

un orden social determinado, sino de garantizar el control de territorios, rutas y lugares 

                                              

35   Con todo, el proceso de DDR que se realizó en medio de la negociación entre las AUC y el gobierno de Uribe ha sido uno de los 
más exitosos de una larga experiencia de negociaciones parciales y desmovilizaciones de grupos armados en el país (Medina, 
Camila, 2008, Cárdenas, Jorge, 2005, Nussio, Enzo 2012). 
 



específicos para el desarrollo de estas economías, pasando así del control social al control 

preventivo (CNRR, 2007; Crisis Group, 2007; Fundación Seguridad y Democracia, 2008; 

Granada, Restrepo y Tobón, 2009, en Restrepo, Jorge; Romero y Arias, 2008; Ávila y Núñez, 

2008; HRW, 2010; Massé, Munévar, Álvarez y Renán, 2010; Howe, Kimberly, 2012; Zelik, Raúl, 

2015; Ronderos, María, 2014; Nussio y Howe, 2014). 

Es decir, el resultado del proceso de negociación, la posterior desmovilización de las AUC y la 

consecuente violencia, también debe enmarcarse como el resultado lógico de un orden social que 

colapsó. Como lo sostienen Nussio y Howe (2014) la desmovilización generó la ruptura del 

sistema ilegal de protección, lo que a su vez produjo competencia entre las organizaciones 

criminales por los beneficios económicos de negocios sin dueño, se reducen los costos de 

cometer crímenes y se amplía las probabilidades de vendettas, sobre todo si se da dentro de un 

contexto de precaria, débil o corrupta institucionalidad (2014, página 4). 

En tercer lugar, el colapso de la estructura interna alcanzada durante la etapa de mayor 

expansión (1997-2005). Ya que no se tuvo en cuenta el carácter de una organización armada que 

en etapas recientes se había enfocado más en las ganancias de tipo económico que en las 

cuestiones de orden más políticas e ideológicas. Un proceso de paz centrado en la 

desmilitarización, en la participación política y en la reintegración a la vida civil, con muy pocos 

incentivos en el plano económico habría de generar poco interés para una organización enfocada 

en la acumulación de riqueza (Howe, Kimberly, 2012, página 10).  

Para decirlo en términos de las estructuras organizacionales: una cosa era la primera generación 

paramilitar, caracterizada por estructuras armadas con alcances locales y regionales; otro asunto 

fue el relativo proceso de integración vertical bajo el membrete de las AUC; y finalmente, otra 

etapa organizativa fue la definitiva fragmentación luego de la desmovilización, el colapso de los 

órdenes establecidos y la mayor inserción en las economías ilegales. Etapa en la que es más 

funcional la organización tipo red que han adquirido los GAPD.  

Y finamente, la aparición temprana de los GAPD era también resultado de que el proceso de DDR 

no iba por el mejor camino. Si bien los estudios académicos han mostrado lo complicado de 

evaluar el éxito o el fracaso de un proceso de DDR, en el caso colombiano se presentó una serie 

de situaciones como las enunciadas anteriormente que no permiten hablar de un resultado 

alentador. La baja preparación y capacidad de los programas, los engaños cometidos por los 

bloques desmovilizados, la miopía gubernamental a la hora de entender las dinámicas del 

fenómeno paramilitar, sumado a una estatalidad precaria y corrupta a nivel local que dejó intacta 

la estructura mafiosa del paramilitarismo, difícilmente pueden ser considerados como resultados 

exitosos de un proceso de DDR (Howe, 2012; Howe, Sánchez y Contreras, 2010).  

En conclusi·n, los factores enunciados dieron lugar a una situaci·n de ñno paz no guerraò en la 

que las líneas entre la violencia asociada a la criminalidad y al conflicto armado se volvieron 

difusas (Nussio y Howe, 2014). La aparición temprana de los GAPD fue producto de la 



incapacidad del Estado para remplazar con éxito el orden impuesto por las AUC, las funciones de 

control sobre la población y el territorio y, además, por no haber diseñado programas para 

construir alternativas diferentes a las economías ilícitas que demandan seguridad y coerción 

(Massé, Munévar, Álvarez y Renán, 2010). 

Así, el resultado de ese fallido proceso de negociación daría lugar a las dos etapas que 

describimos a continuación: 2006 - 2010, caracterizado por una intensa fragmentación; y 2010 - 

2015, donde el fraccionamiento inicial disminuye para transformarse en una confrontación entre 

estructuras con alcances más nacionales. Lo anterior por cuanto fue claro que en buena parte del 

país la disputa se fue reduciendo a Los Rastrojos, Los Urabeños o AGC (Autodefensas 

Gaitanistas de Colombia), Los Paisas y las ERPAC. Estas agrupaciones se fueron imponiendo y 

lograron avanzar en sus disputas y subordinar a los pequeños grupos surgidos de la 

posdesmovilización (CNMH-DAV, 2014, página 417).  

 

Atomización violenta (2006-2010)  

A la prolija información y descripción sobre las disputas, alianzas y recomposiciones de los 

grupos armados surgidos tras la desmovilización de las AUC, hay que hacer preguntas de 

mediano y largo plazo: ¿Qué matices regionales subyacen a esa proliferación de agrupamientos y 

reagrupamientos? ¿Cómo se relaciona lo anterior con los legados de la primera y segunda 

generación paramilitar? En buena medida la fragmentación paramilitar fue análoga a lo que 

Gambetta describe acerca de las sucesiones en la mafia, cuando indica: ñLa trasmisi·n de una 

empresa mafiosa sigue siendo una operación delicada y no está con seguridad bajo el control de 

los protagonistasò (Gambetta, Diego, 2007, página 113).  

No hay duda de que la sucesión de los jefes de las AUC fue violenta, pero hay que desentrañar 

cuál fue la lógica de esa sucesión y la violencia asociada a ella, que aparenta ser aleatoria y 

contingente. Los grupos armados surgidos de las desmovilizaciones colectivas de las extintas 

AUC presentaron dos patrones generales: de un lado, mandos medios que decidieron convertirse 

en proveedores autónomos de la oferta de seguridad; y de otro, clientes insatisfechos ávidos de 

grupos más fortalecidos para conservar su propensión de mantener y/o asumir el control de 

órdenes locales por medio de la violencia.  

Los grupos armados surgidos de las desmovilizaciones colectivas de las AUC refuerzan las 

características de lo que muchos autores han conceptualizado como las nuevas guerras (Kaldor, 

Mary, 2001; Münkler, Herfried, 2005). Es decir, conflictos menos políticos y más económicos. Esa 

tendencia debe explicarse en correspondencia con la inserción de estos grupos en las nuevas 

dinámicas de la globalización. Tal como anota Zelik, se trata de una nueva economía de la guerra 

integrada en el mercado global (2015, página 57). Empero, para este autor los grupos armados 

posdesmovilización son también una expresión del uso patrimonial de la violencia que han hecho 



las elites y, por eso, insiste en que en la actual etapa hay más continuidades que rupturas con 

respecto al pasado (Zelik, Raúl, 2015, páginas 60).  

Durante esta etapa, resultado de las vicisitudes de la negociación con el gobierno de Uribe, las 

pretensiones de nacionalización de las AUC y su esfuerzo por aparentar ser una organización 

unitaria definitivamente se rompen. Esa situación generó la proliferación de pequeños grupos bajo 

una lógica que combinó elementos del pasado y otros aspectos nuevos, dando lugar a un 

conjunto de disputas entre estos grupos.  

Sin embargo, cabe advertir que las disputas violentas al interior del paramilitarismo no se pueden 

reducir a la etapa de posdesmovilización de las AUC. En realidad, los enfrentamientos violentos 

entre los grupos paramilitares hacen parte de su historia. Hay casos anteriores a la etapa de 

mayor expansión y la de atomización violenta, que expresan claramente los problemas de acción 

colectiva inscritos en el ADN de la experiencia paramilitar colombiana.  

Cuadro 3. Ejemplos de enfrentamientos inter-paramilitares  

Años ¿Dónde? àQuiénes compiten? 
Características 

básicas 

Entre 

1999-2001 
Norte del Tolima 

Frente Omar Isaza de las Autodefensas del  

Magdalena Medio (ACMM) Grupo de Ramón 

Isaza, contra el Bloque Tolima (AUC). 

Competencia por 

dominio territorial. 

1999-2002 Magdalena 
Hernán Giraldo Vs, e l Clan de los Rojas- 

Carlos Castaño y Jorge 40. 

Control de la Sierra 

Nevada, rutas del 

narcotráfico, relación 

con agencias de 

seguridad nacionales. 

2002-2004 Valle de Aburrá 
Don Berna Oficina de Envigado - Bloque 

Cacique Nutibara y Doble Cero, Bloque Metro. 

Control  de 

municipios  de 

Antioquia, y las 

comunas de 

Medellín, presencia 

de los narcos en la 

coalición paramilitar. 

2003-2004 Llanos Orientales Miguel Arroyave y Martín Llanos. 

Dominio territorial y 

competencia por 

recursos. 

1992-2004 Magdalena Medio El Águila y Saín Sotelo. 

Disputa por el 

mando del Bloque 

Cundinamarca. 

 

Fuente: tomado de Gutiérrez, Francisco, 2015, en Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, CHCV, página 544. 

 

En esta etapa, el proceso de negociación con las AUC se enfrentó al agravamiento de problemas 

que ya se venían presentando en la etapa anterior: las divisiones en las filas de los jefes en 



Santafé de Ralito36, las debilidades del proceso de DDR y la persistencia de las economías 

ilegales. También, el país asistió a la profundización de la crisis del proceso con las AUC por las 

polémicas políticas y los limbos jurídicos de la ley de justicia y paz. Estos factores ahondarían las 

diferencias entre el Gobierno y las AUC, crisparían aún más las diputas políticas sobre la 

negociación y llevarían definitivamente a su colapso. Ante esta situación el Gobierno intentó 

distraer la discusión en la opinión pública con un señuelo que acaparó el debate: la inminencia de 

la derrota militar de las FARC (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011). 

Los paramilitares consideraron que los acuerdos y los beneficios de la desmovilización se habían 

incumplido por parte del Gobierno. Para los jefes se hab²a cerrado la posibilidad de ñLograr el 

consenso político y social para la reintegración, darles a los combatientes un empleo y apoyo 

económico, garantizarle la vida y la de sus familiares y sus bienes y, muy especialmente, evitarles 

la extradici·nò (Koessl, Manfredo, 2015, p§gina 158).  

En efecto, se hicieron evidentes los límites de la ley de justicia y paz. De un lado, por cuanto en el 

marco de esta ley hubo poca verdad y, más bien, en las versiones libres los paramilitares hicieron 

una representación de sí mismos muy alejada de la realidad y de los hechos que ejecutaron. En 

esas versiones primó una idealización del pasado, cálculos estratégicos y mucho de performance 

(CNMH 2012-a). De otra parte, fue claro que los jefes paramilitares ñhab²an prendido el ventiladorò 

y se hacía evidente, mediáticamente y a nivel nacional, lo que ya era conocido en muchas 

regiones del país: la profunda penetración del paramilitarismo en la vida política, social y 

económica en regiones enteras. Pero también, hay que decirlo, salió a la luz la vía contraria: 

cómo políticos regionales y determinados sectores sociales legales instrumentalizaron al 

paramilitarismo (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011; Romero, Mauricio, 2007; López, Claudia, 

2010).  

 

De la negociación política al sometimiento a la justicia y la parapolítica  

Las trasformaciones introducidas en el trámite legislativo y en el fallo de la Corte Constitucional al 

proyecto inicial de alternatividad penal fueron considerados por los jefes de las AUC como una 

ñtraici·nò del Gobierno (Pardo, Rafael, 2007; CNMH, 2012-a; Ronderos, María, 2014). Como 

afirma Ronderos: ñQuiz§s los paramilitares confiaban en que, teniendo aliados en el Congreso, no 

sería problema conseguir una ley que en lo fundamental les cumpliera lo que les habían 

prometido desde el principio: penas leves y que estas no respondieran de cuánta verdad 

aportaban, o cu§ntos bienes entregabanò (Ronderos, 2014, p§gina 369).  

                                              

36   Por ejemplo, hay que anotar que la negociación y desmovilización del Bloque Élmer Cárdenas se hizo al margen de la mesa de 
Santa Fe de Ralito. El mismo alias Alemán afirm· en julio de 2006 sobre esa situaci·n: ñve²amos que internamente ven²an discusiones 
muy acaloradas y quisimos evitarlas pues eso llevar²a a pugnas internas. Menos mal que estuvimos al margenò (Semana 2006, julio 
29, ñEl ËF¿hrerËde Urab§ò).  
 



En ese momento la suerte del proceso estaba echada: lo que empez· siendo una ñoperaci·nò 

mediática de legitimización política, intentando ñlegalizarò a los grupos paramilitares y reconocer 

los órdenes regionales que habían implantado con terror y violencia, se había transformado en un 

proceso de sometimiento a la justicia. Para los jefes de las AUC, el Gobierno judicializó un 

proceso político y el fallo de la Corte desconocía el origen político de su alzamiento armado, 

negándoles un trato homólogo al que se le ha dado a la guerrilla (CNMH, 2012-a). 

Ante esa situación y, una vez promulgada la ley de justicia y paz, los paramilitares cambiaron su 

estrategia: ahora consistía en poner la verdad en el centro del proceso, pero a diferencia de 

antes, ya no aparec²an como actores principales de un proyecto para ñsalvar la patria y 

refundarlaò, sino como un actor secundario de un programa pol²tico, económico y social que 

incluyó a políticos regionales, empresarios y miembros de la fuerza pública (CNMH, 2012-a). 

No había duda de que el país se hallaba ante una virada, no solo con respecto al proceso de las 

AUC, sino en el debate político en general. 2006 fue el año de culminación del cronograma de 

desmovilizaciones colectivas acordado con el Gobierno nacional y el punto de quiebre de la 

violencia paramilitar. También fue el año de mayor exposición mediática del paramilitarismo, a tal 

grado que la revista Semana lo declar· el personaje del a¶o (Semana, 2006, diciembre 23, ñEl 

personaje del a¶o: el fantasma paramilitarò).  

Ese año, en medio del debate y la polarización nacional, resultado del proceso electoral que 

condujo a la reelección de Álvaro Uribe, el país empezó a tomar conciencia del fenómeno 

paramilitar, especialmente en lo que se conoci· como la ñparapol²ticaò. En contraste, 2007 fue 

declarado como el año de la verdad, en razón del evidente protagonismo que había adquirido la 

rama Judicial y que empezarían a tomar las víctimas. Ahora el reto del proceso era la aplicación 

ñplenaò de la ley de justicia y paz, es decir, que reluciera la verdad en medio de un marco de 

justicia transicional (CNMH, 2012-a).  

Una vez los paramilitares empezaron a delatar a los diferentes sectores sociales, económicos y 

políticos que estuvieron involucrados en el apoyo del paramilitarismo, tanto los medios de 

comunicación, como el gobierno y las personas incriminadas intentaron deslegitimar esas 

afirmaciones con el argumento de la poca credibilidad que debería dársele a las versiones que 

provenían de personas con una amplia trayectoria criminal y delincuencial (CNMH, 2012-a). 

No hay duda de que el contexto de las versiones libres de los jefes paramilitares postulados al 

proceso de Justicia y Paz estuvo signado por el chantaje mutuo sobre la verdad (CNMH, 2012-a). 

Adem§s, las diferencias de la producci·n de ñverdadò dependieron de las coaliciones que 

apoyaron a estos grupos. Las elites regionales y los militares con menores influencias a escala 

nacional, no tenían agencia para neutralizar las delaciones de los comandantes y mandos medios 

de las AUC. En cambio, las elites que eran poderosas a escala regional y con gran influencia 

nacional, tuvieron la capacidad de neutralizar y silenciar los dichos de los paramilitares. Se puede 

decir entonces que los silencios y verdades producidos en el marco de justicia y paz estuvieron 



relacionados con los diferenciales de poder de las coaliciones de elites y notables que apoyaron 

estos grupos. 

Las posiciones sobre ley de justicia y paz no pudieron ser más polarizadas, por ejemplo, Gustavo 

Gallón de la Comisión Colombiana de Juristas, afirmó: 

Las cosas van mal y si siguen así, irán peor. La ley supuestamente establece un procedimiento de 

justicia para un proceso de paz, pero hasta ahora ni lo uno ni lo otro. Los anuncios que hace el Gobierno 

apuntan a mayor impunidad y desconocimiento de las obligaciones internacionales, como insistir en 

considerar el paramilitarismo como un delito de sedición, un delito contra el Estado. Es claro que a los 

paramilitares no se les está cumpliendo lo que pactaron, que, entre otras cosas, no conocemos qué fue lo 

que se pactó. Este proceso se inició en una dirección de impunidad, que fue corregida por la Corte 

Constitucional y que el Gobierno ha tratado de revertir con decretos contrarios a la Ley y a la Constitución. 

Entonces lo que hay que hacer es enderezarlo para que efectivamente cumpla (Semana, 2007, julio 28, 

ñàEst§ fracasando la ley de Justicia y Paz?ò).  

En vía contraria, Eduardo Pizarro de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación no fue 

tan pesimista y aseveró: 

Siempre se habla de un divorcio entre lo que se pactó, que aparece allá como oscuro, y lo que conoció 

la opinión pública. Eso es absolutamente falso. El problema fue que el gobierno hizo un pacto y luego la 

Corte Constitucional intervino y ahora la Corte Suprema de Justicia, entonces hay la sensación de que lo 

que se pacta en el plano político es diferente a las reglas de juego que se imponen con la intervención de 

las cortes. Lo que ocurre es que aún no se acepta que estemos en un proceso de justicia transicional que 

implica, y Gustavo lo sabe, sacrificios en verdad, justicia y reparación, para lograr un objetivo central que 

es la paz o la transici·n hacia la democracia (Semana, 2007, julio 28, ñàEst§ fracasando la ley de Justicia 

y Paz?ò).  

Con todo, ese marco jurídico con el que se intentó tener éxito en unas negociaciones polémicas, 

permiti·: ñ(é) por primera vez conocer en detalle de qu® está hecha esta trinca de grupos 

armados. Esto debido a que muchos de los 4000 exparamilitares postulados a un proceso de 

justicia transicional (é) confesaron sus cr²menes y entregaron bienes para la reparaci·n de las 

v²ctimasò (Ronderos, Mar²a, 2014, p§gina 26). De manera paralela, la opinión pública viraba su 

foco de interés hacia la responsabilidad del Estado y, lo más importante, se comenzó a visibilizar 

a las víctimas como nunca antes había acontecido en nuestra larga confrontación armada 

(CNMH, 2012-a). 

A las vicisitudes del proceso por cuenta de su poca legitimidad, a las polémicas sobre el marco 

jurídico para facilitar la negociación y a las debilidades del proceso de DDR, se le agregó otro 

problema que tendría implicaciones graves en el proceso de paz con las AUC: el escándalo de la 

ñparapol²ticaò, que dio comienzo al debate nacional sobre las relaciones entre el paramilitarismo y 

la clase política regional y local (Romero, Mauricio 2007; López, Claudia, 2010).  



El máximo punto de revelaciones que comprometían a políticos, empresarios y militares con el 

fenómeno paramilitar se alcanzó en 2007. Esas revelaciones amenazaban con crear una crisis 

nacional e institucional sin antecedentes. Luego, por obvias razones, vendría la fórmula para 

evitar el crecimiento del escándalo que consistió en la inminente extradición de los jefes 

paramilitares. El traslado de los comandantes de las AUC de La Ceja (Antioquia) a la cárcel de 

Itagüí (que produjo una crisis temporal en el proceso), se puede calificar como la antesala hacia la 

extradición (López, Claudia, 2010; Valencia, León, en Romero, Mauricio, 2007; Vásquez, Vargas 

y Restrepo, 2011; CNMH, 2012-a). 

En el ámbito político, era tan clara la preocupación del gobierno de Álvaro Uribe ante el remezón 

que podría ocasionar la verdad de los paramilitares que decidió comenzar una ofensiva para 

impedir sus impactos. De un lado, a través de reformas constitucionales que buscaban quitar la 

competencia de la Corte Suprema para investigar la ñparapol²ticaò; y de otro, con constantes 

amenazas de extradición para los jefes paramilitares, bajo la excusa de haber incumplido lo 

pactado (Observatorio de Paz y Conflicto, 2015). En efecto, era inminente la extradición de la 

cúpula paramilitar en la medida en que sus revelaciones amenazaban seriamente el 

establecimiento y la estabilidad del Gobierno, tan preso de la opinión pública.  

Hacia el final de esta etapa era evidente el colapso del proceso de negociación con las AUC. A tal 

grado que, tras su extradición37, los jefes paramilitares decidieron abrir el debate sobre el proceso 

de negociación, hacer públicas graves denuncias contra el Gobierno y buscar aliados en antiguos 

opositores.  

Salvatore Mancuso, en una carta dirigida a Piedad Córdoba, manifestó: 

En mi sitio de reclusión he conocido de las gestiones que usted, en compa¶²a de otros congresistas (é) 

han adelantado en la ciudad de Washington, indagando por el estado del proceso de paz con las extintas 

Autodefensas Unidas de Colombia y de las preocupaciones que ha expresado por el futuro de este proceso, 

en particular en lo relacionado con la reparación a las víctimas, que cada vez más pareciera lejana por la 

extradición de quienes fuimos los máximos comandantes de las AUC y los tropiezos que desde entonces 

se vienen presentando para la reanudación de las dirigencias en el marco de la Ley 975 de 2005 (Carta a 

Piedad C·rdoba, disponible en Semana, 2009, mayo 22, ñàPor qu® los óparasô extraditados buscan a 

Piedad?ò).  

En esa misma carta Mancuso habló del tema jurídico y aludió a la improvisación con la que este 

se abord·: ñFui el primero de los comandantes de las autodefensas en desmovilizar las 

estructuras armadas bajo mi mando, cuando no se contaba siquiera con un instrumento jurídico 

que nos garantizara seguridad en las condiciones ofrecidas por el Gobierno nacional para la 

                                              

37   Los efectos negativos de la extradición de los jefes paramilitares en el proceso de Justicia y Paz fueron evaluados así por la misión 
MAPP-OEA: ñEn primer lugar una disminuci·n de la participaci·n de las v²ctimas en las versiones libres, motivada en gran parte por 
la ausencia de los excomandantes (é) y en segundo lugar la falta de garant²as en materia de seguridad jurídica para ellos [los ex 
AUC] y seguridad individual para sus familias y apoderadosò (Misi·n MAPP-OEA, 2012, marzo, página 3). 
 



desarticulaci·n de nuestro aparato militarò (Semana, 2009, mayo 22, ñàPor qu® los óparasô 

extraditados buscan a Piedad?ò).  

Y finalmente hizo una denuncia grave:  

[L]a situación que se suscitó a partir de nuestra extradición ha generado un estado de indefensión, tanto 

para las víctimas, como para nosotros los postulados, que además de vernos impedidos para continuar los 

trámites judiciales de la ley de Justicia y Paz con la misma dinámica que se venían implementando cuando 

estábamos recluidos en cárceles colombianas y sin poder hacer mucho al respecto, observamos con 

preocupación e impotencia cómo nuestras familias son amenazadas e incluso objeto de atentados por parte 

de sectores que no quieren que sigamos contando la verdad (Carta a Piedad Córdoba, disponible en 

Semana, 2009, mayo 22, ñàPor qu® los óparasô extraditados buscan a Piedad?ò).  

Las acusaciones del jefe paramilitar develaban asuntos espinosos para un proceso de 

negociación que ya estaba agonizante. La intención de silenciar a los paramilitares que por sus 

confesiones podrían comprometer al establecimiento colombiano, no solo se hizo mediante la 

extradición de los cabecillas, sino también a través de intimidaciones contra sus familias y 

asesinatos de jefes y mandos medios. Más grave aún, los ajusticiamientos, silenciamientos y 

cadenas de venganza ponían sobre el tapete uno de los problemas básicos del posconflicto y del 

DDR: el dilema de la seguridad de los excombatientes. Así, un escenario donde las garantías de 

seguridad para las personas desmovilizadas eran mínimas, complementado por un Estado débil, 

difícilmente podría haber arrojado un resultado diferente (CNMH, 2012-a; Nussio, Enzo, 2012; 

Howe, Kimberly 2012; Howe, Sánchez y Contreras 2010). 

En síntesis, si bien el proceso de negociación había logrado el desmonte y la desaparición de esa 

organización armada, dejó intactos los factores que habían permitido la imbricación entre las 

dinámicas regionales y la reproducción de grupos armados. El balance era precario: un proceso 

de paz y de DDR que enfatizó en el desarme y la desmovilización, pero no enfrentó, ni trazó una 

hoja de ruta para desmontar los contextos de ilegalidad que permitieron la emergencia y 

proliferación de los grupos armados posdesmovilización.  

 

El colapso del DDR, economías ilegales y la fragmentación del paramilitarismo  

En 2006 se dio por terminado el proceso de desmovilizaciones colectivas de las AUC siendo la 

última ðde 38 estructuras desmovilizadasð el Frente Élmer Cárdenas (con influencia en Chocó y 

Urabá) el 15 de agosto de 200638. Al final de las desmovilizaciones colectivas ya era evidente la 

profunda crisis del proceso de negociación con las extintas AUC y la emergencia de los grupos 

armados posdesmovilización.  

                                              

38   La única agrupación que participó en la mesa de Ralito y no se acogió a este proceso fue el Frente Cacique Pipintá con presencia 
en el Eje Cafetero (Misión MAPP-OEA, 2007, febrero, página 3). 
 



La Misión de la OEA alertaba sobre la temprana aparición de los grupos armados 

posdesmovilizaci·n: ñSe observa con preocupaci·n la aparici·n de nuevos grupos en las zonas 

que operaban las estructuras desmovilizadasò (Misi·n MAPP-OEA, 2006, agosto, página 4). El 

informe subrayaba la gran concentración de la población desmovilizada y rearmada en las 

siguientes regiones: occidente de Córdoba, Urabá Antioqueño, bajo Cauca y Magdalena Medio 

(MAPP-OEA, agosto de 2006, página 5). Cabe destacar que muchas de estas regiones serían 

escenario posterior del accionar de los grupos armados posdesmovilización y del aumento de la 

violencia. En ese momento, la Misión (MAPP-OEA) manifestaba su preocupación por las 

dificultades del programa de reincorporaci·n, el cual ñDe no lograr consolidar su oferta pone en 

riesgo la viabilidad de proceso de paz en el largo plazoò (Misi·n MAPP-OEA, 2007, febrero, 

página 3).  

El número de personas desmovilizadas no solo había rebasado la capacidad del programa de 

DDR, sino que también era evidente que los gobiernos subnacionales no estaban preparados 

para acompañar el proceso. Fueron constantes las falencias del programa de DDR en las 

diferentes regiones, las cuales se pueden resumir en los siguientes aspectos:  

a. insuficiencias en la generación de empleo,  

b. ausencia de formación educativa acorde con el contexto y con los intereses de las personas 

desmovilizadas, y finalmente  

c. graves problemas de seguridad para estas últimas (CNMH-DAV, 2014, página 408; Nussio, 

Enzo 2012).  

Por eso, el Gobierno, ante los problemas del Programa de Reinserción, creó la Alta Consejería 

para la Reintegración Social (Misión de la MAPP-OEA, 2007, febrero; Vicepresidencia de la 

República de Colombia, 2009).  

Las políticas y programas de DDR no lograron suficientes incentivos para la reincorporación 

efectiva de los mandos medios, quienes, en buena medida, se pondrían al frente de los GAPD. 

En efecto, en esa temprana aparición de los grupos posdesmovilización se ha destacado el papel 

que jugaron los mandos medios (MAPP-OEA, agosto de 2006; Nussio, Enzo, 2012; Prieto, 

Carlos, 2013, Nussio y Howe 2014; Observatorio de Paz y Conflicto, 2015). Estos conocían las 

rutas, los contactos, las dinámicas de los negocios ilegales y, además, eran conscientes de que 

sus jefes tenían las manos amarradas y se dirigían a la extradición: la lógica fue simple a ¡rey 

muerto rey puesto!, es decir, la lealtad para con sus jefes fue quebrada por la codicia (Semana, 

2006, julio 8, ñRelevo criminalò).  

Es más, las acciones decididas de la fuerza púbica no eran suficientes, pues dejaban de lado 

que: ñla captura o muerte del l²der de una organizaci·n criminal rara vez conduce a su 

desaparición. Típicamente, la ausencia del líder crea a la vez un vacío de poder y un proceso de 

fragmentación de la empresa criminal. En esta situación, una o más facciones intentan restaurar 



el orden establecido, mientras que otros tratan de aprovecharse de la situación para rebelarse en 

un intento de tomar el controlò (Garz·n, citado por Rico, Daniel, 2013, p§gina 13). 

En esa dirección, cabe destacar la alta capacidad de reclutamiento de los GAPD y de movilidad 

de las personas desmovilizadas. La Misión MAPP-OEA dejaba claro que los miembros de los 

grupos posdesmovilización solo involucraban el 17 por ciento de los antiguos miembros de las 

AUC, lo que significaba que ñla composici·n de estas nuevas estructuras cuenta, en una buena 

medida con nuevos integrantes que han sido reclutadosò (2007, julio, p§gina 8). Sin embargo, hay 

que resaltar que datos posteriores de 2014 dan cuenta de una tasa de reincidencia mayor:  

 

Gráfico 3. Distribución de la reincidencia -probada y no probada- en población 

desmovilizada de las AUC 

 

Fuente: SAME, Sistema de Acompañamiento, Monitoreo y Evaluación al proceso de Reintegración, de la OIM (Organización Internacional para las 

Migraciones). 

 

El informe de la MAPP/OEA de febrero de 2009 era claro en insistir que se había producido un 

punto de inflexión en el proceso de desmovilización. Por eso, de manera rotunda afirmó:  

[m]ientras en un comienzo se trataba de verificar el desarme y la desmovilización de una fuerza de 

carácter político y militar, aunque con objetivos criminales, hoy esa fuerza ya no existe en esa forma. 

Las Autodefensas Unidas de Colombia han dejado de ser la organización que era y sus líderes en su 

mayoría están en prisión o muertos (Misión MAPP/OEA, 2009, febrero, página 1).  

Y advertía: 

Lo anterior no significa que se haya llegado al fin de ese proceso, por cuanto subsisten, como producto 

de la desmovilización otros contextos de ilegalidad, así como problemas aun no resueltos de los cuales 

depende que la paz limitada alcanzada con la desaparición de las AUC se haga estable (Misión MAPP/OEA, 

2009, febrero, página 1)39.  

                                              

39  De igual manera, la prensa prendía las alarmas por el auge de los GAPD en el país, se indicaba de 8 bandas emergentes, pero 
según otras fuentes serían 82 que se dedican al narcotráfico, extorsión, sicariato y robo de tierras (El Tiempo, 2009, agosto 18, 
ñNarcotr§fico, extorsi·n, sicariato y robo de tierras tendr²an afectados a 25 departamentosò).  
 



El balance era contradictorio, según un informe de la Vicepresidencia de la República:  

Los procesos de DDR de las autodefensas en Colombia han marcado un innegable punto de inflexión 

en la confrontación armada, después de dos décadas de escalonamiento. En sinergia con la 

implementación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, estos han contribuido a una reducción 

significativa de las acciones armadas por parte de los grupos al margen de la ley y de la violencia en el país 

(2009, página 85). 

Para Camilo Echandía (2013), las desmovilizaciones tuvieron un propósito táctico por cuanto no 

condujeron a la desactivación definitiva de las estructuras armadas. Lo cual implicó que, ante la 

ausencia de una instancia de regulación, estas estructuras se abocaran a la confrontación 

(páginas 20-21). La desmovilización de las AUC y la emergencia de los GAPD no solo 

demostraron el escaso alcance del programa de DDR, implementado durante la administración 

Uribe, que solo de manera parcial logró cumplir el objetivo de reducir la tasa de homicidios (Howe, 

Kimberly 2012; Howe, Sánchez y Contreras, 2010, 26; Restrepo y Muggah en Muggah [ed] 2009, 

página 40)40, sino que además puso de presente el mal manejo dado al periodo de 

posdesmovilización, arrojando como resultado la temprana aparición de los GAPD.  

En ese momento, era evidente que el desmonte de las AUC y las desmovilizaciones colectivas no 

habían logrado tener implicaciones en la disminución del fenómeno del narcotráfico y sus 

diferentes etapas productivas. Es más, la fragmentación de los GAPD expresaba las 

transformaciones y las adaptaciones de estos grupos a los cambios en la economía global del 

narcotráfico, ya que se enfrentaban a la cada vez mayor supremacía de los carteles mexicanos y 

a los nuevos circuitos de distribución, que buscaban rutas alternas a la tradicional de Colombia-

Centro América-EEUU por la de Colombia-Sur América-África-Europa (Rico, Daniel, 2013; Zelik, 

Raúl, 2015).  

Era claro que en los contextos regionales donde persistían las economías ilegales (narcotráfico, 

minería y contrabando) era inviable el proceso de DDR. Por eso, desde temprano fue evidente el 

nexo entre la aparición de los GAPD y la presencia de economías subterráneas, especialmente 

en Urabá, el sur de Córdoba, el bajo Cauca, el Magdalena Medio, el Andén Pacífico, y Cúcuta y 

su área metropolitana (Echandía Camilo, 2013; Massé, Munévar, Álvarez y Renán, 2010; CNMH-

DAV, 2014 y CNMH-DAV, 2015-a; Rico, Daniel, 2013; Zelik, Raúl, 2015).  

Hacia el final de esa etapa se evidenciaba el aumento de la violencia de los grupos armados 

posdesmovilización y la imbricación de estos grupos con las economías sumergidas en 

escenarios urbanos. En ese contexto se registró el aumento de los homicidios y la reaparición de 

                                              

40   La tasa disminuye en términos generales por el hecho de que se frenan las acciones ofensivas, pero en las áreas donde se 
desmovilizaron aumentan los niveles de homicidios (Howe, S§nchez y Contreras, 2010). Esto quiere decir que se ñdesparamilitarizaò 
la guerra, lo que claramente contribuye a mejorar la seguridad, sin embargo, debido a la desmovilización incompleta, al rearme y a 
la presencia de otras formas de violencia y criminalidad, los efectos del DDR fueron, en el mejor de los casos, limitados (Restrepo y 
Muggah, en Muggah [ed], 2009).  
 



modalidades de violencia como las masacres y las amenazas ligadas ñA la limpieza social contra 

algunas poblaciones vulnerablesò (MAPP- OEA, 2009, mayo, página 2). Así mismo, era evidente 

el proceso de urbanización de la violencia de los grupos armados posdesmovilización. En ese 

contexto, aunque la tasa de homicidios a nivel nacional descendió con respecto al periodo 

anterior, se registró el aumento en Medellín (Antioquia), Cúcuta (Norte de Santander) y Sincelejo 

(Sucre), y en ciudades intermedias como Buenaventura (Valle del Cauca), Tumaco (Nariño) y 

Barrancabermeja (Santander) (Bello, Catalina, 2009). En buena medida la creciente presencia de 

los GAPD en las ciudades se explicaba por la mayor vinculación de estas organizaciones con los 

distintos eslabones de la cadena del narcotráfico, incluido el microtráfico (Massé, Munévar, 

Álvarez y Renán, 2010). 

No hay duda sobre la disminución del accionar violento de la matriz del fenómeno paramilitar que 

decidió jugar un papel protagónico en el proceso con Álvaro Uribe, es decir las AUC. Esa 

situación implicó que los territorios donde sus estructuras armadas venían ejerciendo control 

sobre la poblaci·n y los recursos, fueran tomados temporalmente por los grupos ñherederosò de la 

tradición Vallecaucana del paramilitarismo, ahora en su nueva versión de Los Rastrojos, y por los 

ñherederosò del BCB. Pero, una vez la facci·n m§s negociadora, el clan Casta¶o y su heredero 

Mancuso, se dieron cuenta de la inviabilidad de la negociación, decidieron recomponer sus 

fuerzas y empezar a disputar el terreno que temporalmente habían perdido a manos de los otros 

grupos (CNMH-DAV, 2014, página 30). 

Como ocurrió en la etapa de las AUC, los GAPD mantuvieron disputas territoriales con las 

guerrillas por el control de la población. Pero ahora se le sumaban las disputas y/o alianzas en las 

economías regionales de la coca y, especialmente, su mayor imbricación con las dinámicas de 

violencia en escenarios urbanos. Es decir, la violencia derivaría de una lógica de disputa por el 

conflicto armado (fuerza pública-guerrilla y paramilitares-guerrilla) a la violencia librada por las 

disputas históricas entre las diferentes facciones paramilitares y la derivada del accionar 

delincuencial en el ámbito urbano.  

Con todo, a pesar de su fragmentación y pérdida de la narrativa política41, los nuevos grupos aún 

insistían en reclamar un reconocimiento político por diversas vías. Así, en mayo de 2009, las 

Águilas Negras renegaban de la denominación que el Gobierno les asignaba y reivindicaban su 

car§cter pol²tico: ñNo somos bandas emergentes. Somos Ćguilas Negras y estamos presentes, 

somos el ej®rcito de la Restauraci·n Nacionalò (Semana, 2009, mayo 14, ñĆguilas Negras env²an 

amenazas documentadasò). Y, en Urab§, las denominadas Autodefensas Gaitanistas lograron 

paralizar el transporte y la actividad comercial en la región. Allí esta organización, enfrentada al 

Estado y homologando una práctica de la guerrilla, decretó un paro armado (Semana, 2008, 

octubre 19, ñLas Autodefensas Gaitanistas y el conflicto que sigueò).  

                                              

41  Por el que se distinguió el fenómeno paramilitar en el periodo de las AUC. 
 



Desde el comienzo surgió el debate sobre la denominación de los grupos armados surgidos del 

proceso de negociación y desmovilización con las AUC. Para el gobierno eran bacrim o grupos 

asociados al crimen organizado y al narcotráfico, en cambio, para las ONG y sectores de la 

academia era claro que se estaba gestando una tercera generación paramilitar. En esa dirección, 

el informe sobre Justicia y Paz del CNMH (2012-a), anunciaba las aristas de un debate que aún 

se mantiene:  

La discusión sobre los grados de esta continuidad se expresa en un problema nominal (¿Cómo nombrar 

lo que está pasando?) e implica dos juicios mutuamente relacionados. En primer lugar, un juicio sobre lo 

que fue el paramilitarismo o el movimiento de autodefensa; y en segundo lugar, un juicio sobre el fenómeno 

que ha aparecido en el desarrollo de las negociaciones, las desmovilizaciones de los grupos paramilitares 

y su posterior sometimiento a la justiciaò (p§gina 95). 

Cuadro 4. Los GAPD en la literatura especializada del país 

Autor(es) Argumento Tipología propuesta 

Human 

Rigths Watch 

(2010) 

Los ñgrupos sucesoresò, a pesar de presentar 

diferencias significativas respecto de la coalición 

paramilitar de las AUC (en su funcionamiento más 

ñindependienteò o en unos liderazgos m§s 

soterrados en comparación con la etapa anterior), 

son en muchos sentidos una continuación de 

algunos de los ñbloquesò o grupos paramilitares (en 

su vocación contrainsurgente ðen ocasionesð, en 

la amenaza y el empleo del terror hacia la población 

civil, en su participación en actividades mafiosas 

etc.).   

Ello es el resultado predecible de una 

desmovilización deficiente, ya que no se 

desmantelaron las estructuras criminales de las 

AUC, ni sus redes de apoyo económico y político 

durante las desmovilizaciones (HRW, 2010).  

En el vistazo regional a estos ñgrupos 

sucesoresò es posible encontrar un breve 

recuento más no un intento por 

categorizarlos. Allí se identifican: Los 

Urabeños o las AUG; Los Rastrojos: brazo 

armado del cartel del norte del Valle; Los 

Paisas: herederos del grupo paramilitar de 

Don Berna; ERPAC: al mando de Cuchillo 

quien continuó su actividad delictiva luego 

de su desmovilización; y otros grupos: 

Renacer, en el Pacífico chocoano; ONG 

(Organización Nueva Generación) en 

Nariño, las Águilas Negras, una 

denominación utilizada por varios de estos 

grupos, etc. 

CNMHïDAV 

(2015) 

En el informe, el grupo de DDR adopta el concepto 

genérico de grupos armados ilegales. Al 

especificarlos y analizarlos encuentran que estos 

grupos representan una diversidad de expresiones 

en lo relativo a sus ñestructuras, modos de operar e 

interesesò (CNMH-DAV, 2015, página 131).   

Son grupos de naturaleza inestable, ejercen control 

coercitivo local, no se perfilan con un discurso 

político, entablan una relación distinta con los 

frentes guerrilleros, etc. (CNMH-DAV, 2015, 

páginas 204 - 208). 

Disidentes 

Rearmados 

Emergentes 

Híbridos: a) grupos que surgieron con 

anterioridad al proceso de DDR, cuyos 

integrantes pueden ser desmovilizados y 

nuevos miembros. Combinan rearmados y 

emergentes. b) Interesados por controlar 

economías ilícitas, narcotráfico, 

contrabando, prostitución, etc. (CNMH-

DAV, 2015, página 233). 



Autor(es) Argumento Tipología propuesta 

International 

Crisis Group, 

(2007)  

El proceso de desmovilización modificó el panorama 

de la violencia. Aunque es apresurado corroborar si 

se trata de un ñreacomodamiento criminalò o del 

fracaso de la desmovilización de las AUC y el 

resurgimiento paramilitar, la emergencia de nuevos 

grupos asociados a este proceso es alarmante y 

requiere de una estrategia integral del Estado.   

Más allá de un rasgo común, como es su 

participación en las economías ilegales ð

fundamentalmente la del narcotráficoð se propone 

abordar la heterogeneidad y variaciones regionales 

del fenómeno en razón a cuatro elementos: 

i) El grado en el cual la desmovilización de unidades 

de las AUC fue efectiva y el desmantelamiento de sus 

estructuras de mando; ii) la existencia de industrias y 

redes ilícitas en las regiones donde se realizó la 

desmovilización; iii) los nexos con elites locales y 

fuerzas armadas iv) la dinámica general del conflicto 

armado, incluida la lucha por el control de rutas y 

regiones estratégicas (International Crisis Group, 

2007, página 30). 

Se pueden clasificar los siguientes tipos o 

su combinación:  

Aquellos surgidos del rearme de unidades 

paramilitares desmovilizadas, con sus 

mandos en ocasiones encarcelados pero 

aún delinquiendo (caso de ONG en 

Nariño); o nuevos mandos que toman las 

armas poco después de la 

desmovilización (caso BN en el Caribe). 

La persistencia de grupos que no se 

desmovilizaron, porque no participaron en 

las negociaciones (caso de Martín Llanos y 

Vicente Castaño). 

La ñfusi·nò de exparamilitares con 

organizaciones criminales entorno al 

narcotráfico. En ocasiones comandado 

por exlíderes de rango medio que 

conforman el ala armada de 

organizaciones narcotraficantes 

(International Crisis Group, 2007, página 

1). 

Fundación 

Seguridad y 

Democracia 

(2007) 

Estos nuevos grupos surgidos del proceso de 

desmovilización paramilitar asumen un carácter de 

ñse¶ores de la guerraò. Entendido como la imposici·n 

de una autoridad subnacional de hecho, la 

administración de la justicia en sus zonas de control, 

la explotación de una economía regional y el 

establecimiento de un orden social (Duncan, Gustavo, 

2006). 

Supra-estructuras paramilitares: con 

bastantes similitudes a las autodefensas, 

con capacidad militar para sobreponerse a 

los intereses regionales.  

 Estructuras remanentes: que cuentan con 

el liderazgo de antiguos jefes 

paramilitares, controlan zonas específicas, 

o de redes criminales políticas. 

Pequeñas estructuras en formación: 

posiblemente bajo liderazgos de antiguos 

mandos medios, pretenden acumular 

suficientes fuerzas para proteger y 

controlar rentas de protección y economías 

ilícitas. 

Autor(es) Argumento Tipología propuesta 

  

 Estructuras mafiosas: brazos armados 

conformados para proteger las rentas de 

sus actividades ilícitas (Fundación 

Seguridad y Democracia, 2007). 



CNRR (2007) 

Luego de la desmovilización de las AUC, estructura 

militar descentralizada, con un mínimo de 

coordinación nacional, han emergido diferentes 

modalidades de agrupaciones armadas ilegales, 

ligadas a diversas formas de criminalidad, coerción 

y control político en diferentes regiones el país 

(CNRR, 2007, página 15).  

La tipología propuesta permite observar la 

heterogeneidad del fenómeno y controvierte la 

relación causal y dependiente entre las antiguas 

AUC y estos nuevos grupos. También, permite 

entrever las nuevas configuraciones de las 

relaciones de estos grupos con los territorios 

(CNRR, 2007, página 57). 

Los ñtipos idealesò para estudiar el 

fenómeno son: 

Disidentes: a) grupos que pertenecieron a 

las AUC y que no se desmovilizaron por 

no entrar en el proceso de negociación. 

b) grupos que entraron al proceso pero 

finalmente no se desmovilizaron. 

c) reductos de bloques de las AUC que no 

se desmovilizaron. Significa la 

persistencia del paramilitarismo de 

ñsegunda generaci·nò, su trasformaci·n 

en organizaciones criminales y su 

vocación de control social y político local.  

Rearmados: personas o grupos de 

desmovilizados que reincidieron en 

actividades relacionadas al crimen 

organizado, ya sea conformando nuevos 

grupos o incorporándose a otros ya 

existentes. Reflejan la fragmentación de 

organizaciones que perdieron su antigua 

estructura militar o la diáspora de personas 

desmovilizadas que mantienen estructuras 

de coerción locales. 

Emergentes: a) grupos que existen con 

una mínima visibilidad a cuenta de la 

existencia de las AUC. b) Grupos 

constituidos luego de la desmovilización de 

las AUC. Expresan el copamiento territorial 

de los vacíos dejados por la antigua 

estructura de las AUC (CNRR, 2007, 

páginas 55-63.( 

Autor(es) Argumento Tipología propuesta 

Granada, 

Restrepo y 

Tobón (2009) 

Para conceptualizar la nueva fase del fenómeno 

paramilitar proponen enfatizar en cuatro 

dimensiones: 1. El origen. 2. El tipo de 

organización. 3. Los objetivos de influencia y 4. Los 

objetivos de combate o militares. 

Del estudio de Granada, Restrepo, Tobón, se puede 

inferir que en ese momento ellos lograron ver más 

continuidad que ruptura en los grupos armados 

posdesmovilización. Para estos autores, la 

caracterización de los grupos armados 

posdesmovilización, a pesar de las diferencias en 

los enfoques, guarda un punto en común: la 

continuidad territorial entre las AUC y la nueva 

etapa posdesmovilización (Granada, Restrepo y 

Tobón, 2009, en Restrepo, Jorge (Ed.) página 495). 

A partir de esas dimensiones logran 

establecer cuatro tipos:  

Los nuevos ejércitos paramilitares: con 

estructura jerárquica, actividades 

contrainsurgentes y en busca de la 

captura del Estado. 

Paramilitares dispersos: que actúan en 

red, con independencia del Estado y 

bastante heterogéneos. 

Nuevas autodefensas o rearmados.  

Fuerzas criminales anexas: sin objetivos 

contrainsurgentes, con la intención de 

ñcapturar al Estadoò, con una organizaci·n 

entre híbrida y jerárquica (Granada, 

Restrepo y Tobón, 2009, en Restrepo, 

Jorge (Ed.), página 471- ss). 

 

 

Fuente: Elaboración propia 

 



En medio del definitivo fracaso del proceso de negociación con las AUC y de la temprana 

emergencia de los GAPD, se hacía evidente que el tema dividía de manera irremediable el 

espectro político nacional. Por un lado, los inclinados hacia la izquierda se esforzaban por 

demostrar las relaciones directas del Estado con los grupos paramilitares, negaban su carácter 

político, criticaban a quienes sostenían el proceso de autonomización de los grupos paramilitares 

con relación al Estado y discutían la existencia de dos vertientes del paramilitarismo: una política 

y otra narcotraficante. En cambio, las posiciones de quienes se inclinaban hacia la derecha, 

insistían en la autonomía los grupos paramilitares frente al Estado, reivindicaban su carácter 

político y también defendían la tesis de las dos vertientes del paramilitarismo: la más política y la 

más narcotraficante.  

La discusión sobre la caracterización de los grupos paramilitares también se extendía a las 

formas de denominar a estos grupos armados surgidos de la desmovilización de las AUC. La 

disputa no era solamente un debate político y académico, también tenía consecuencias prácticas 

y jurídicas para enfrentar los retos que estos grupos representaban en términos de derechos 

humanos y políticas públicas.  

La discusión era tan traumática que si bien estos grupos seguían actuando de manera similar a 

sus antecesores y defendiendo los mismos intereses, su nueva denominación impedía que 

hubiera reconocimiento estatal hacia las víctimas en las regiones42. Este limbo implicaba vacíos 

sobre el tratamiento a las personas menores de edad reclutadas por estas organizaciones, en el 

tipo de asistencia estatal frente a aquellas personas desplazadas y víctimas de estos grupos, pero 

también fue algo que se vio reflejado en la ambigua respuesta de la fuerza pública contra esas 

estructuras, ya que su caracterización como banda criminal o grupo armado dependía de cada 

unidad encargada de combatirlas (Massé, Munévar, Álvarez y Renán, 2010, página 10). 

 

Recomposición violenta (2011-2015) 

El gobierno de Juan Manuel Santos, en vía contraria a su antecesor Álvaro Uribe, decidió 

reconocer la existencia del conflicto armado y adelantar un proceso de negociación con las 

FARC. En ese empeño, el gobierno se jugó gran parte de su capital político y concentró buena 

parte de su gestión. En efecto, en septiembre de 2012 se hicieron públicos los contactos 

existentes entre el Gobierno y la guerrilla de las FARC. Luego, tras varios años de negociación, 

las conversaciones avanzaron de tal manera que lograron un punto de no retorno y el acuerdo 

final era un hecho hacia finales de 2016. 

                                              

42   Al respecto, Juan Diego Restrepo columnista de Semana anot·: ñde un lado, a las acciones de estos grupos se les despoja de su 
connotación política, lo que genera vacilaciones en responder de manera afirmativa y contundente, y si se les debe exigir el 
cumplimiento del Derecho Internacional Humanitario. Por otro lado, esa caracterización de narcotraficantes genera dudas en el tipo 
de ayuda que debe recibir las v²ctimas que dejan entre la poblaci·n civilò (Semana, 2008, octubre 18, ñLas Autodefensas Gaitanistas 
y el conflicto que sigueò). 



A ese avance se había llegado por factores de mediano plazo que es importante destacar. En el 

ámbito militar, si bien era evidente el retroceso de las FARC, gracias a la ayuda de Estados 

Unidos y los ocho años de ofensiva sostenida del gobierno Uribe, no se había conseguido la 

derrota definitiva de esa guerrilla. Así se hacía más protuberante el empate militar negativo que 

ha caracterizado el conflicto armado y se imponía la salida negociada.  

En el ámbito internacional, para el Estado y las FARC, los costos políticos de mantenerse en una 

guerra profundamente degradada y con graves impactos humanitarios, eran insostenibles. 

Además, el hecho de la llegada al poder por la vía electoral de varios gobiernos de izquierda 

hacía aún menos legítimo el empecinamiento armado de las FARC. De otro lado, el gradual retiro 

de la ayuda de Estados Unidos implicaba que, para mantener la iniciativa militar y el gasto en 

seguridad y defensa, era necesario un esfuerzo fiscal interno, imposible de asumir para el Estado. 

Finalmente, en el ámbito económico, la negociación era el mejor camino teniendo en cuenta que 

el objetivo del presidente Santos de acelerar la inserción de Colombia a la economía global no 

tenía futuro en condiciones de permanencia del conflicto armado y dominio de las FARC en 

regiones estratégicas para ese propósito.   

A los factores de mediano plazo ya mencionados, también hay que agregarle las ventajas que 

desde el comienzo tuvo la mesa de La Habana en comparación con experiencias de negociación 

anteriores. En primer lugar, se logró un acuerdo final porque la agenda estaba más acotada a 

diferencia de los diálogos del Caguán (1999-2002), en los que la cantidad de puntos de la agenda 

y su no diferenciación entre sustantivos y procedimentales fue uno de los tantos aspectos que 

afectó su desarrollo. En segundo lugar, por cuanto los tres primeros puntos del proceso de La 

Habana (Desarrollo Integral Agrario, Participación en Política y Drogas ilícitas), a diferencia de 

procesos que le precedieron, se relacionaban directamente con factores que explican el 

alzamiento armado y la persistencia de las FARC.  

En tercer lugar, desde el principio fue explícito que los diálogos tenían que culminar con la 

dejación de las armas por parte de la guerrilla, aspecto que, al no estar claro en las experiencias 

de negociación del pasado, fue determinante del fracaso de estas. Por último, la participación 

activa de militares fue definitiva ya que en los diálogos anteriores se habían constituido en uno 

principales spoilers (saboteadores) de las negociaciones y sus avances. 

Empero, a pesar de la transcendencia histórica del acuerdo, la capacidad de ceder que el 

Gobierno y las FARC mostraron en La Habana contrastaba con la creciente polarización política 

que suscitaba cada avance en la agenda de negociación.  A tal punto que la reelección de Juan 

Manuel Santos en 2014 fue, en la práctica, un plebiscito por la paz o la guerra.  

Inicialmente, el avance en las negociaciones se caracterizó por el desarrollo de los primeros 

puntos de la mesa de conversaciones y la continuación de la confrontación militar. Luego, desde 

2014, los diálogos se desarrollaron en medio de la confrontación con el ELN, del desescalamiento 

del conflicto con las FARC, del auge de la protesta social plasmada en las movilizaciones agrarias 



y campesinas, de la férrea oposición de las derechas y la recomposición de los grupos armados 

posdesmovilización (Vásquez y Benavides, 2014). 

Por eso, se hizo más notorio que el proceso de paz y el fin de la confrontación armada no se 

podían desligar de las dinámicas políticas y sociales, las agendas electorales y la opinión pública; 

situación que ligaría de manera negativa las negociaciones a la polarización política suscitada 

entre el Santismo y el Uribismo. Además, la situación indicaba que, como en el pasado, los 

acuerdos sean objeto del poder de veto de los sectores políticos y económicos (especialmente 

por las coaliciones regionales que han apoyado a los grupos paramilitares) que aún consideran 

que sus intereses serán amenazados por la eventual implementación, práctica y territorial, de lo 

pactado con las guerrillas.  

 

Recomposición de los GAPD y los desafíos para la paz 

La discusión sobre los grupos paramilitares y los GAPD ha sido, como ya hemos indicado, un 

campo de disputa política con consecuencias prácticas tanto para la guerra como para la paz. 

Desde el comienzo del primer gobierno de Juan Manuel Santos se hacía tan evidente el reto que 

los GAPD representaban para la negociación de La Habana y el posconflicto. Así, en el debate 

nacional y dentro de la opinión pública se abría la posibilidad de iniciar un diálogo con estos 

grupos, ya sea para que se sometieran a la justicia o para iniciar un proceso de negociación. Se 

trataba, según monseñor Julio César Vidal Perdomo, obispo de Montería, de la posibilidad de 

iniciar acercamientos: ñSiempre y cuando sepan las bandas que no son mesas de di§logo, ni que 

van a buscar prebendas de otro tipo. Si van a ser acogidas (é) ya mirar§ el Gobierno qu® les 

concede de acuerdo a lo que pidanò (Semana, 2011, febrero 9, ñGobierno estar²a dispuesto a 

hablar con bandas criminales: monse¶or Vidalò).  

La discusión sobre los grupos surgidos de la desmovilización de las AUC llegó al Congreso. Así, 

varios congresistas de la oposición de izquierda citaron a un debate sobre este tema. El objetivo 

del mismo era exigir al Gobierno nacional el reconocimiento político de los GAPD. La división era 

clara, mientras Iv§n Cepeda del Polo Democr§tico, afirmaba que ñEn Colombia siguen vigentes el 

t®rmino de paramilitarismo y sus estructurasò, el ministro de Defensa, Rodrigo Rivera, negaba el 

fen·meno (Semana, 2011, marzo 23 ñAvanza debate de control pol²tico sobre las Bacrimò).  

De otro lado, la Misión MAPP-OEA presentaba una posici·n menos pesimista e insist²a que: ñUno 

de los principales impactos de la desmovilización ha sido la desaparición de las autodefensas 

como realidad política, pues marcó un antes y después en la interpretación y análisis del 

fenómeno de la violencia en Colombia y abrió nuevas oportunidades y desafíos en el difícil 

camino de la construcción de la pazò (2011, abril, p§gina 1).  

Sin embargo, enfatizaba su preocupación por la grave situación de inseguridad en varias regiones 

del pa²s, ñSobre todo en aquellas donde se produjo la desmovilizaci·n de las autodefensas. En 

sectores urbanos y rurales, se ha reconfigurado un panorama complejo, debido al surgimiento y 



fortalecimiento de algunos grupos al margen de la ley vinculados al narcotráfico y otras 

actividades ilegalesò (2011, abril, p§gina 2)43. Por eso, la Misión celebraba la decisión de combatir 

a partir de la acción coordinada de distintas instancias institucionales, el nuevo fenómeno de los 

grupos armados surgidos de la desmovilización, ahora más imbricados con diversas economías 

ilegales. Esta situación expresaba a la perfección las transformaciones de las relaciones del 

Estado con el fenómeno paramilitar: ahora su enemigo.  

En ese momento, ya sin Álvaro Uribe en el Ejecutivo, los jefes paramilitares decidieron enfilar 

baterías contra sus antiguos aliados y el principal protagonista de los diálogos con las AUC: el 

alto comisionado para la paz Luis Carlos Restrepo. Los jefes ñparasò denunciaron todas las 

irregularidades del proceso y de la desmovilización; con amargura un jefe paramilitar afirmó:  

Yo no quiero que metan preso a nadie, yo lo único que quiero es que Colombia y el mundo sepa que no 

fuimos cuatro o diez tipos los que armamos el despelote y somos unos asesinos ¿será que un Estado me 

va decir bandido cuando recibe unos guerrilleros del EPL y vuelve y me los uniforma de autodefensas? 

¿Entonces yo soy el bandido y ellos no? Si eso es ser bandido, entonces Colombia entera era bandida 

porque no puede haber un ganadero, un bananero en áreas rurales que no haya tenido vínculo con las 

autodefensas (Semana, 2012, marzo 31, ñEntrevista a Ra¼l Hasbún. El hombre que fue el cerebro de la 

paraeconom²aò).  

Simultáneamente, era evidente el giro del gobierno de Juan Manuel Santos: su agenda política y 

normativa estaba dirigida a crear las condiciones para facilitar el proceso de negoción con las 

FARC. En ese momento se resaltaba como un hito la promulgación de la Ley 1448, llamada ley 

de Víctimas y Restitución de Tierras, hecho que fue calificado como un paso definitivo del 

gobierno para preparar el diálogo con esta guerrilla (Misión MAPP-OEA, 2012, marzo).  

El proceso de restitución de tierras, con todo y su parsimonia, despertó la alerta de las coaliciones 

regionales que han promovido los grupos paramilitares y se han opuesto a los diversos intentos 

del Estado por remover la concentración de la tierra. Estos sectores, frente al intento por devolver 

las tierras arrebatadas a los campesinos, se opusieron a través lo que se puede calificar como 

una verdadera combinación de forma de lucha. La Misión de la MAPP-OEA, advirti· ñ(é) otras 

dificultades que la misión ha encontrado en terreno en el proceso de restitución están ligadas a 

intereses económicos en la posesión de la tierra, al accionar de los grupos armados ilegales y la 

utilizaci·n de medios institucionales y legales para oponerse al mismoò (Misi·n MAPP-OEA, 2013, 

febrero, página 13).  

                                              

43   El periódico El Nuevo Siglo fue contundente sobre ese punto y suger²a ñ(é) las bandas criminales emergentes al servicio 
del narcotráfico (Bacrim) ya dejaron de ser simples facciones recicladas de los rezagos no desactivados o rearmados de los 
grupos paramilitares, para convertirse en verdaderos ejércitos privados que aunque visten de civil y no tienen régimen castrense 
cerrado ni hacen vida campamentaria y mucho menos tienen móvil antisubversivo, sí portan armas largas y arsenales de cierta 
significación, empiezan a definir jerarquías y luchan abiertamente contra organizaciones rivales, igualmente ilegales, por 
mantener el dominio de las actividades de narcotráfico, extorsión, contrabando, juegos de azar ilegales, prostitución y hasta 
infiltración del poder local con fines de complicidad y desfalco del erarioò (El Nuevo Siglo, 2011, ñBacrim un enemigo derrotableò).  
 



Aún más, aumentó el protagonismo de los grupos armados posdesmovilización: de un lado, se 

presentaron confrontaciones con las FARC y el ELN, y de otro, el Gobierno logró asestar 

importantes golpes a algunos de sus jefes regionales. En ese contexto, se hacen más graves las 

condiciones de inseguridad y afectación de los líderes, de las víctimas, del proceso de restitución 

de tierras, de funcionarios estatales ðespecialmente funcionarios judiciales y las diferentes 

instancias encargadas de la implementación de la ley de justicia y pazð y de los pobladores de 

las regiones donde era evidente el aumento de la violencia como en el sur de Urabá, Córdoba, el 

bajo Cauca, Chocó, el Pacífico Nariñense Córdoba y la región del Catatumbo en Norte de 

Santander (Misión MAPP-OEA, 2011, abril; Echandía, Camilo, 2013; CNMH-DAV, 2014 y 2015-a; 

)44. 

No hay duda de que el mayor reto para el proceso de los diálogos de La Habana, de la etapa de 

implementación territorial de los acuerdos con las FARC y del posconflicto que se avecina en 

Colombia es la persistencia de la violencia de los GAPD y la reactivación del ELN, que es 

evidente en Arauca, Cauca, Nariño y el Chocó (CNMH-DAV, 2014, página 330; Montoya, Carlos 

2016; Valencia, León, 2016).  

En efecto, los GAPD, luego de una inicial reducción de su violencia entre 2011 y 2012, desde 

2013 presentaron una tendencia al alza. Esa situación podría estar confirmando la tendencia 

histórica del fenómeno paramilitar de reactivarse e intensificar su accionar violento a medida que 

se desarrollan las negociaciones con las guerrillas, tal como ocurrió en los años ochenta y 

durante los diálogos del Caguán (Vásquez y Benavides, 2014). 

Neutralizar esa tendencia implica tener en cuenta una visión de mediano y largo plazo de las 

relaciones que se han establecido entre los grupos paramilitares y algunas instancias del Estado, 

especialmente la fuerza pública. La pregunta es ¿qué sucederá una vez firmados e 

implementados los acuerdos con las FARC? ¿Aumentará la violencia de los GAPD con la 

aquiescencia de los militares, que por su doctrina anticomunista se oponen a la negociación? 

En esta etapa las cruentas disputas entre facciones y pequeños grupos posdesmovilización 

fueron dando lugar a la configuración de un menor grupo de organizaciones, con mayor número 

de personal y capacidad de fuego. En efecto, un poco después de las ceremonias de 

desmovilización, surgieron 34 grupos, para 2009 habían crecido en su accionar violento incluso 

superando a la guerrilla, y luego en 2011 se contaban tan solo 7 estructuras (Johnson, Kyle, 

2012, página 4).  

Del campo a la ciudad, es una de las tendencias que concluye Gustavo Duncan (2006) en su 

primer estudio sobre el fenómeno paramilitar. Esa situación se refuerza en la actual etapa 

                                              

44   En 2013 se produjo el mayor aumento de las infracciones al DIH y los derechos humanos durante los primeros cuatro años del gobierno 
de Juan Manuel Santos, por dos factores fundamentales: de un lado, la intensificación de las acciones que contra defensores de derechos 
humanos y líderes sociales de restitución de tierras que venían adelantando los grupos armados posdesmovilización especialmente en la 
costa Caribe; y de otro lado, por las violaciones contra los derechos humanos que miembros de la fuerza pública cometieron en desarrollo 
de los paros campesinos (CINEP, 2014).  
 



posdesmovilización, pues en efecto buena parte de los reincidentes se concentraron en grades 

ciudades o donde los grupos paramilitares tenían varios lustros de hacer presencia.  

 

Gráfico 4. Veinte (20) primeros municipios y ciudades con más reincidentes de las 

personas desmovilizadas de las AUC 

 

Fuente: SAME, Sistema de Acompañamiento, Monitoreo y Evaluación al proceso de Reintegración, de la OIM (Organización 
Internacional para las Migraciones). 
 

Varias trayectorias urbanas así lo demuestran: Barranquilla (Atlántico), Cúcuta (Norte de 

Santander), Buenaventura (Valle del Cauca), Tumaco (Chocó) y Barrancabermeja (Santander), 

todas con momentos diferentes de inserción en el conflicto que es importante destacar. De un 

lado, en Barranquilla, tras la expansión de las AUC entre 1998ï2005, los GAPD mantuvieron altos 

niveles de violencia que luego descendieron. Y de otro, en Buenaventura en un proceso que tomó 

15 años y alcanzó proporciones gigantescas recientemente (CNMH, 2015). Estas dos ciudades y 

sus respectivos entornos, eran ñremansos de pazò, hasta bien entrada la d®cada de los noventa. 

En contraste, en Barrancabermeja, ñcapitalò del Magdalena Medio, el fen·meno paramilitar es 

más estructural y presenta mayor continuidad en comparación con las ciudades anteriores. 

Cúcuta sería un caso intermedio, allí convergió la violencia urbana, la antigua tradición de la 

economía ilegal del contrabando y la más reciente inserción de los grupos paramilitares y los 

GAPD. 

En la actual etapa los grupos armados posdesmovilización han concentrado su actividad en la 

fase de la economía cocalera que genera mayor capital. Es decir, en su comercialización y 



también en el disfrute del capital acumulado en zonas más integradas, a diferencia de la guerrilla, 

que aún sigue siendo fuerte en las zonas de cultivo y producción (Vásquez, Vargas, Restrepo, 

2011; Duncan, Gustavo, 2014; Vásquez, Teófilo, 2015). 

De este modo han adaptado su estructura organizativa a las actividades económicas que regulan 

o monopolizan, especialmente a las economías ilegales globalizadas donde prima el nodo, la red 

y no la estructura jerárquica. Ese isomorfismo45 entre estructura organizativa del grupo y actividad 

ilegal que regula, explica en gran medida, las nuevas características de funcionamiento de los 

grupos posdesmovilización en varias ciudades intermedias como Barrancabermeja, Cúcuta y 

Buenaventura. En efecto, el informe de la Misión MAPP-OEA llamaba la atención sobre la 

necesidad de diseñar estrategias y políticas públicas para combatir a los GAPD, pero teniendo en 

cuenta su nueva etapa y sus particularidades como son la flexibilidad organizativa y el accionar 

en redes (MAPP-OEA, abril de 2011, página 6).  

Esa actuación en red ha implicado no solo el sometimiento de las pandillas, combos y 

criminalidad menor organizada en el ámbito urbano (como se hizo en la etapa de la expansión 

estrat®gica de las AUC), sino que ahora se trataba de ñLa tercerizaci·n de los servicios de los 

grupos armados posdesmovilizaci·n hacia estos grupos de delincuencia com¼nò (MAPP-OEA, 

abril de 2011, página 6). Sin embargo, cabe advertir que ese tipo de estructura organizativa ya 

venía del pasado. No hay que olvidar que, como anota Zelik, ñEn Medell²n, al igual que otras 

ciudades grandes, las AUC no funcionaron como una organización, sino como una red sicarial 

flexible basada en relaciones de negociosò (Zelik, Ra¼l, 2015 p§gina, 268).  

Pero no solo la persistencia de las economías ilegales explica la aparición de los grupos armados 

posdesmovilización y la consolidación de un menor número de estos; también fue central el orden 

social establecido previamente y la solidez de las alianzas locales con los diferentes sectores 

sociales que los promovieron. El caso de la disputa entre Los Macacos, Los Paisas y el ERPAC 

en los municipios de Mapiripán y Puerto Gaitán, en el departamento del Meta, ðque se definió a 

favor del grupo local los ERPACð, ilustra la importancia del carácter endógeno y el tipo de 

control en desenlace de esas disputas. De modo similar, el caso de Tierralta en Córdoba, donde 

la disputa era entre Los Urabeños, Los Macacos, Los Traquetos, Los Paisas, también se definió a 

favor de los locales ðLos Urabeñosð. Finalmente, está el caso de Los Botalones en el sur del 

Magdalena Medio, cuyo dominio ha sido disputado con poco éxito por el Clan Úsuga y Los 

Rastrojos (Johnson, Kyle, 2012; CNMH, 2014). 

Hemos denominado esta etapa como de recomposición en cuanto que, a pesar de sus 

variaciones, sus membretes diferentes y su inicial etapa de fragmentación, el mapa de los nuevos 

grupos obedece, con ciertas variaciones, a las tres grandes matrices del fenómeno paramilitar: la 

casa Castaño (Los Urabeños), la tradición narcotraficante del Valle del Cauca (Los Rastrojos) y 

                                              

45   Conversación privada con el investigador Isaac Beltrán. Abril de 2016. 
 



las diferentes agrupaciones de la matriz llanera (Buitragueños, Carranzeros, ERPAC) (Adams, 

David, 2011)46.  

Actualmente, en Buenaventura es evidente la reedición de esa vieja disputa. Allí la violencia había 

disminuido, pero aumentó tras la entrada de Los Urabeños que estaban en confrontación con los 

locales, es decir, La Empresa, versión local de Los Rastrojos que, como se sabe, son a su vez 

herederos del cartel del Norte de Valle. En Urabá y en el eje bananero se consolidaron Los 

Urabeños o Clan Úsuga (Johnson, Kyle, 2012; CNMH, 2015). Es más, el proceso de aparición de 

los grupos armados posdesmovilización en Meta, Casanare y Guaviare debe ser entendido de 

manera autónoma a las otras estructuras de las AUC que se desmovilizaron entre 2003ï2006. En 

esta zona, la filial de la Casa Castaño que era el Bloque Centauros ya estaba bastante disminuida 

en 2004, en cambio, los locales se habían impuesto en el control del territorio y la población, y 

aún siguen operando47. 

De otro lado, no hay que olvidar que en la actual etapa de los GAPD se mantiene una continuidad 

en relación con la etapa de las AUC: la reconocida connivencia y aquiescencia de miembros del 

Ejército y la policía con los grupos armados posdesmovilización48. Sin embargo, existen 

diferencias que se deben destacar. En la etapa de las AUC se trataba del propósito común de la 

lucha antiguerrillera; ahora, esa relación es diferente: los GAPD a nivel local pagan a miembros 

de la fuerza pública para que no desplieguen toda la acción que el Gobierno central exige contra 

estos grupos o se establecen relaciones compartidas en las diferentes etapas del narcotráfico49. 

En la nueva etapa se refuerza el car§cter de ñempresarios de la coerci·nò que tuvieron en sus 

orígenes (Romero, Mauricio, 2003), pero con una diferencia central: una cosa era ejercer 

violencia para mantener un orden social y político, buscar captar el Estado local y regional, y así 

reforzar la legitimidad de ese orden social; y otra, muy distinta, es infiltrar el Estado50 y establecer 

relaciones con miembros de la fuerza pública para pagar protección.  

                                              

46   En efecto, para finales de 2014 se indicaba que hasta hace un par de años había cinco bandas identificadas: Los Urabeños, 
Los Paisas, Los Rastrojos, la disidencia del Erpac (Ejército Revolucionario Popular Antisubversivo de Colombia) y las Águilas  
Negras. Pero Los Urabeños exterminaron o absorbieron a la mayoría y ahora solo comparten el mapa criminal con Erpac y Los 
Rastrojos. Tienen hombres en Nariño, Valle, Chocó, Antioquia, Córdoba, Sucre, Bolívar, Magdalena, La Guajira, Cesar, Norte 
de Santander, Vichada, Cauca, Meta y San Andrés. De hecho, las autoridades admiten que han logrado ejercer control territorial 
en algunos pueblos del Urabá, de Nariño, de Córdoba y del Magdalena Medio. En Chocó y en Buenaventura (Valle del Cauca) 
tienen alianzas con las FARC (El Tiempo, 2014, septiembre 7, ñTres bacrim tienen la mitad de hombres que las Farcò).  
 
47   Cabe advertir que la matriz llanera del fenómeno paramilitar siempre ha sido más reacia a los diálogos con los gobiernos de 
turno y a las posibilidades de coordinación con otros grupos paramilitares: de un lado Víctor Carranza nunca vio con buenos ojos la 
unidad que pretendía liderar Carlos Castaño con las AUC; y de otro lado Martín Llanos y Cuchillo nunca estuvieron o se separaron 

del proceso de negociación con las AUC, que emprendió el gobierno de Uribe entre 2003 y 2006. 
 
48   Como ha sido establecido en varias de las diferentes sentencias judiciales en las que han sido probadas las estrechas relaciones 
entre miembros de la Fuerza Pública y paramilitares. Y que en ese Informe, para el caso de los GAPD, serán tratados en sus 
especificidades regionales en el capítulo 3.  
 
49   Ver por ejemplo, entre varios casos espec²ficos, El Tiempo, 2008, abril 16, ñFue capturado comandante de Batall·n Jun²n por 
supuesto apoyo a bandas emergentesò. 
 
50   Esa nueva relaci·n qued· en evidencia en las elecciones locales de 2011, un informante declar·: ñNos sirve un alcalde que no 
denuncie, que insista en que todo está en orden para no atraer la atención del gobierno. El alcalde también sirve para mantener 
controlada la polic²a (é) el inter®s mayor no es el presupuesto del municipio, sino que el Alcalde y los concejales colaboren (...)ò (El 
Espectador, 2011, octubre 7, ñLa nueva estrategia electoral de las bacrimò).  



En la etapa de mayor expansión del paramilitarismo (1997ï2005), su relación con sectores del 

Estado era, como se mencionó, de alianza por los objetivos contraguerrilleros, en cambio, en la 

actual etapa posdesmovilización son enemigos del Estado. Por eso, los GAPD en sus formas de 

operar, en sus modalidades de violencia y en su estructura organizativa se han adaptado a esa 

nueva situación (Vásquez y Benavides, 2014). Eso, justamente, explica la alianza con las 

guerrillas en muchas regiones del país, lo cual no se puede reducir exclusivamente a los 

acuerdos logrados en las diferentes etapas de las economías ilegales. 

Este cambio tuvo el efecto de incrementar la violencia en ciertas zonas del país donde la fuerza 

pública ha generado mayor presión. Como lo argumenta Krzysztof Krakowski (2015) el rápido 

aumento de la presión militar ejercida por el Estado con posterioridad a la desmovilización, alteró 

el equilibrio anterior y desencadenó una respuesta igualmente violenta por parte de las nuevas 

agrupaciones al ver amenazados sus recursos (2015, páginas 32-33). Dado que los GAPD no 

poseen el mismo control que sus predecesores, ante la presión de las fuerzas estatales, tuvieron 

que recurrir a la violencia para mantener su posición y recursos. Estos shocks generados por la 

presión militar condujeron también a que incrementaran las tendencias depredadoras sobre los 

territorios donde hacían presencia, tal como lo ilustra el caso del Andén Pacífico.  

En este periodo de los diálogos de La Habana y de recomposición de los grupos armados 

posdesmovilización se hace más notoria la imbricación del conflicto armado, las economías de la 

coca y el auge minero, afectando especialmente el Andén Pacífico, el sur de Córdoba, el nordeste 

antioqueño, y Cúcuta y área de influencia.  

Igualmente, se puede indicar que la violencia ejercida por los GAPD presenta una focalización 

territorial y una gran continuidad con respecto a las trayectorias territoriales del fenómeno 

paramilitar visto en el mediano plazo. Esas persistencias territoriales del paramilitarismo y la 

actual etapa de los GAPD están relacionadas con las transformaciones en la economía política de 

las actividades ilegales. Pero es importante anotar las diferencias de esas trayectorias: en el 

Pacífico data de finales de los años noventa y se agudiza en el actual periodo de 

posdesmovilización (Agudelo, Carlos 2005; CNMH, 2015; Rodríguez, José, 2015). En cambio, 

hay regiones como el sur de Córdoba, bajo Cauca y el Magdalena Medio donde es evidente la 

persistencia y adaptación de las organizaciones.  

Se puede concluir que los GAPD son un fenómeno focalizado territorialmente y con una tendencia 

hacia su urbanización, lo cual los hace diferentes a las pretensiones de control territorial y de la 

población rural de las extintas AUC que, en ese momento, se disputaban el territorio con las 

guerrillas. Esa urbanización y mayor accionar en ciudades intermedias, pueden estar expresando 

su nueva faceta, es decir, su mayor relacionamiento con la regulación de las dinámicas de las 

                                              

 



economías sumergidas e ilegales que es, sin duda, uno de los mayores retos del país una vez 

firmado el acuerdo con las FARC y, en el mediano plazo, para el posconflicto. 

En este primer capítulo se han expuesto los dos factores estructurales explicativos de la 

persistencia del fenómeno paramilitar y la actual etapa de GAPD. Esto es, de un lado, la 

incapacidad del Estado para penetrar la sociedad a nivel regional y local, y del otro, las 

dificultades para generar un modelo de desarrollo socioeconómico menos desigual y excluyente, 

con bienes públicos y alternativas económicas que sustituyan ðcon éxitoð las economías 

ilegales en los territorios.  

También, se ha ofrecido una periodización analítica que, basada en intuiciones propias y en 

literatura secundaria, permitió inscribir la actual etapa de los GAPD en una perspectiva de más 

ñlargo alientoò. Se mostraron, de este modo, las rupturas y/o continuidades de estas 

organizaciones en comparación con los grupos paramilitares que les antecedieron, enfatizando en 

cuatro dimensiones: i) su ambigua y contradictoria relación con el Estado; ii) su capacidad de 

inserción en las economías legales e ilegales; iii) los diversos sectores y alianzas que a nivel 

territorial le han servido de apoyo y iv) finalmente, sus transformaciones organizativas. 

En los capítulos que el lector encontrará a continuación se hace un esfuerzo por combinar todo 

este aparataje conceptual y te·rico presentado hasta ahora, con los datos ñdurosò y con el trabajo 

de campo. Lo anterior tiene el objetivo de dar cuenta del estado de cosas actual de los GAPD, 

sus modalidades de victimización, relaciones con la sociedad civil y el territorio, y los retos que 

representa este fenómeno para la política pública actual de cara a un escenario de posconflicto, 

todo a partir de un juego de escalas que va de lo nacional, pasa por lo regional y culmina con un 

análisis de las trayectorias municipales del paramilitarismo y los GAPD.  

  



2. Magnitudes e impactos de la 

violencia paramilitar y de los GAPD. 

Una aproximación cuantitativa 

Este capítulo tiene como objetivo principal describir las magnitudes y características de la 

violencia paramilitar antes y después de la desmovilización de las AUC teniendo en cuenta el 

relato cualitativo y la periodización del fenómeno que se propuso en el capítulo anterior: i) primera 

generación paramilitar (1980-1988); ii) etapa de crisis y estancamiento (1989-1993); iii) 

recomposición (1994-1997); iv) expansión (1998-2005); v) atomización violenta (2006-2010); (vi) 

recomposición violenta (2011-2015). 

El abordaje cuantitativo permitió responder a tres grandes preguntas estructuradas alrededor del 

cuándo y con qué impacto, el dónde y a quiénes afectó la violencia paramilitar cuyas respuestas son, 

finalmente, las que le dan la estructura al capítulo.   

Por lo tanto, en la primera sección del capítulo, con el ánimo de responder al cuándo y con qué 

impacto, se ofrece una interpretación de la temporalidad de esta violencia en el largo período que 

va de 1975 hasta 2015 de acuerdo a los contextos y diferentes etapas del fenómeno paramilitar. 

Para esto, desagregamos toda la serie temporal en seis cortes temporales, que serán replicados 

en buena parte de los análisis que guiarán de aquí en adelante los principales hallazgos del 

capítulo.  

Estos seis cortes temporales se realizaron a partir de dos criterios: primero, momentos de 

inflexión cuantitativa (picos, bajadas y mesetas); y segundo, un criterio cualitativo 

concerniente a las transformaciones estratégicas del conflicto en combinación con 

conocimiento previo del fenómeno y las periodizaciones realizadas por otros autores (estos 

cortes son los mismos presentados, de manera cualitativa, en el capítulo anterior) 

(González, Bolívar y Vásquez, 2003; Palacios, Marco, 2012; GMH,2013; Vásquez, Vargas y 

Restrepo, 2011; Vicepresidencia de la República de Colombia, 2002 y 2014; González, 

Fernán, 2014)51. 

Hecho esto, en la segunda sección de este capítulo nos detenemos en el dónde de la violencia de 

los grupos paramilitares y los GAPD; es decir, en la pregunta por la territorialización para 

demostrar la focalización territorial y la continuidad geográfica del fenómeno, salvo, como 

veremos, en algunas coyunturas temporales muy concretas. 

                                              

51   En esta periodización los años anteriores a 1980 fueron excluidos del análisis dado que en la base de datos los paramilitares no 
tuvieron registros de víctimas.  
 



En último lugar, se presenta una respuesta a la pregunta sobre las víctimas, identificando cómo 

los grupos paramilitares y los GAPD afectaron ðdependiendo de la coyuntura temporalð a cierto 

tipo de víctimas con perfiles socioeconómicos, políticos y de vulnerabilidad muy definidos. 

Como se verá, resolver estas tres preguntas tiene el propósito de señalar tres cuestiones más 

inquietantes: ¿en qué contextos y dinámicas políticas se producen esas trasformaciones de la 

violencia paramilitar? ¿Por qué en Colombia aún persisten demandas de seguridad y coerción 

para apuntalar órdenes locales y mantener actividades económicas legales o ilegales a escala 

local y regional? ¿Cuáles son los retos y desafíos que representan los grupos armados 

posdesmovilización para una eventual transición hacia el posconflicto?  

 

La pregunta por el cuándo y por el impacto de la violencia letal y 

no letal paramilitar y sus distintas modalidades 

Durante estos cuarenta años hubo en el país 44.693 víctimas letales del conflicto armado 

distribuidas en términos de responsabilidades por actores de la siguiente manera:52 

 

Gráfico 5. Distribución de la victimización letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable 1975-2015 

 

Fuente: ONMC 2015. 

 
En el gráfico, es claro que han sido los paramilitares quienes más han victimizado a la población 

civil en comparación con los otros actores del conflicto armado. En total, durante estas cuatro 

décadas de análisis 21.044 víctimas letales fueron adjudicadas a estos grupos en el marco del 

conflicto armado en el país. Eso refuerza lo afirmado por otras fuentes y documentos 

especializados en el tema, como los Informes de CINEP y CERAC, así como el mismo Informe 

¡Basta Ya! (GMH, 2013), según los cuales los paramilitares son más letales y más intensos en su 

accionar en comparación con las guerrillas.  

                                              

52   Toda nuestra información cuantitativa sobre el fenómeno de la victimización letal/no letal paramilitar y de los GAPD tiene como 
ñcorte de actualizaci·nò de datos el 1 de junio de 2015 y, adem§s, cabe aclarar que las cifras corresponden ¼nicamente a los civiles 
y no tuvieron en cuenta los civiles y combatientes muertos en combates y acciones bélicas.  
 



Sin embargo, hay importantes cambios en esta distribución porcentual comparativa entre los 

grupos armados en distintos momentos en el tiempo, sobre todo en dos momentos agregados: 

antes y después de la desmovilización de las AUC. 

 

Gráfico 6. Distribución de la victimización letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable antes y después de la desmovilización en 2006 

 

Fuente: ONMC 2015.  

 
En los dos momentos los paramilitares son el grupo de mayor participación en la violencia letal, 

con una breve disminución en el periodo posdesmovilización frente al registro histórico.  

Ahora bien, analizar la distribución de las responsabilidades en la victimización letal en dos 

temporalidades tan amplias como las anteriores encubre variaciones relevantes que no deben darse por 

sentadas.  

 

Gráfico 7. Distribución de la victimización letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable en seis cortes temporales 



 

Fuente: ONMC 2015. 

 

Al observar la distribución porcentual de la responsabilidad de los diferentes actores armados en 

los períodos definidos es evidente que los grupos paramilitares y los GAPD han sido el grupo que 

ha tenido una mayor participación en la violencia letal, teniendo en cuenta tres aspectos 

relevantes respecto a las últimas etapas de atomización y recomposición.  

I. La disminución relativa de su nivel de participación respecto a lo que fue la etapa de 

expansión de las AUC. Mientras en esta última al paramilitarismo se le atribuyó el 55,5 por 

ciento, en las etapas de atomización y recomposición tuvo una participación del 39 por 

ciento y 47,2 por ciento, respectivamente. 

II. El aumento de la participación porcentual de los agentes del Estado en el período 2006-

2010 en gran parte por el fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales53.  

III. Únicamente durante el período de 1989-1993 otro grupo armado, las guerrillas, 

superaron a los grupos paramilitares, en términos porcentuales, en la responsabilidad 

letal de las víctimas en el conflicto armado colombiano. Este momento que coincidió 

con la etapa de estancamiento de los grupos paramilitares a comienzos de la década 

de los noventa. 

                                              

53   Mal llamado por los medios como los falsos positivos. 
 



Ahora bien, en este orden de ideas ¿qué podemos decir respecto a la violencia no letal? ¿Cómo 

se comporta este fenómeno en los seis cortes temporales aquí propuestos? ¿Se percibe una 

transformación sustantiva en las etapas de atomización y recomposición de los GAPD respecto al 

comportamiento histórico de los grupos paramilitares con relación a la violencia no letal? 

 

Gráfico 8. Distribución de la victimización no letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable 1975-2015 

 

Fuente: RUV 2015. 

 

Gráfico 9. Distribución de la victimización no letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable en seis cortes temporales 

 

Fuente: RUV 2015. 

 

Según los datos suministrados por el RUV, durante estos cuarenta años de conflicto armado hubo 

en el país 7.141.831 víctimas no letales del conflicto armado, de las cuales los grupos 



paramilitares son responsables del 24 por ciento (1.729.450 víctimas). Así, es evidente, a 

diferencia de violencia letal que ha tenido como mayor protagonista los grupos paramilitares, que 

la violencia no letal ha tenido como protagonista los grupos guerrilleros.  

Al desagregar temporalmente el análisis de la distribución porcentual de la responsabilidad no 

letal por actores, encontramos que la guerrilla, para todos los periodos de análisis, sigue siendo el 

actor predominante en esta modalidad general de victimización. Sin embargo, esto no supone una 

irrelevancia en términos de responsabilidad por parte de las estructuras armadas de los 

paramilitares en la violencia no letal, ya que para el periodo de posdesmovilización continuaron 

victimizando a los civiles de manera no letal en porcentajes cercanos al 20 por ciento. También 

hay que resaltar que los agentes del Estado, en esta modalidad de violencia, aparecen para todos 

los periodos de análisis como un actor residual (al menos en términos estrictamente numéricos), 

lo que contrasta con su alta responsabilidad en el caso de la victimización letal. 

Ahora bien, los gráficos de tortas hasta aquí presentados nos muestran una distribución 

porcentual, y son importantes en la medida en que logran proyectar las magnitudes de las 

responsabilidades en términos de víctimas letales y no letales al interior del conflicto armado 

colombiano. Sin embargo, no nos muestran en términos absolutos tanto los momentos más 

críticos de victimización como los momentos de desescalamiento a lo largo de todo el período de 

análisis. A continuación, presentamos los gráficos longitudinales (año-año) en donde se muestra 

cómo estaban distribuidas las magnitudes de estas responsabilidades en el tiempo, en torno a la 

victimización letal y no letal por actor armado. Dado el interés en las etapas más recientes del 

paramilitarismo en Colombia nos concentramos en lo que ha sucedido desde 2006 en adelante, 

sin perder de vista el comportamiento histórico de los grupos paramilitares.   

  



Gráfico 10. Evolución de la victimización letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable 1975-2015 

 

Fuente: ONMC 2015. 

 
Teniendo como referencia el énfasis en la actual etapa de los GAPD, nos interesa destacar los 

siguientes puntos en relación con la violencia letal: 

I. Si bien los datos porcentuales muestran una disminución en cuanto a la participación de 

los grupos armados surgidos de la desmovilización de las AUC en la violencia letal, las 

cifras absolutas evidencian un leve aumento de las víctimas letales entre 2006 y 2010. 

Esta tendencia se revierte para luego disminuir, salvo ligeros aumentos durante el gobierno 

de Juan Manuel Santos, hasta alcanzar en la actualidad los niveles más bajos de toda la 

serie.  

II. En cifras absolutas, para el periodo posdesmovilización (2006-2015) 2.518 personas 

fueron asesinadas por parte de los GAPD. Esto significa que durante esta última etapa se 

concentró el 11,9 por ciento de todas las víctimas letales atribuidas las estructuras 

armadas del paramilitarismo en el largo período que va de 1975 a 2015 que, como ya 

mencionamos, en total suman 21.044 víctimas letales.   

III. Si se la interpreta desde una perspectiva de corto plazo, es evidente que esa disminución 

es una transformación drástica y relevante. Sin embargo, al poner esa disminución en un 

análisis de largo plazo se destacan dos cosas: de un lado, que los patrones de 

victimización letal de los GAPD, en términos de su magnitud, se mantienen en los mismos 

niveles de las primeras etapas de los grupos paramilitares; y, de otro lado, el análisis de 



largo plazo, implica reconocer que los patrones de violencia letal (y no letal, como veremos 

a continuación) que se evidenciaron durante el período de las AUC (1998-2005) fueron una 

situación excepcional.   

IV. Es más, dicha disminución no implicó la total desaparición de la victimización letal por parte 

de los GAPD. Como veremos en los siguientes capítulos, más bien obedeció a dos 

características de estos grupos, relacionadas con los desenlaces posteriores a la 

desmovilización de las AUC. En primer lugar, con su estabilización organizativa y territorial, 

ya que si bien tienen una cobertura territorial menor a lo que fue el fenómeno de las AUC, 

en las regiones donde permanecen, mantienen un control en el que el uso de la violencia 

letal no es tan necesario. Y, en segundo lugar, por cuanto en aquellas regiones en las que 

los GAPD consolidaron un control territorial, este no dio lugar a las disputas entre facciones 

que caracterizaron la etapa de la posdesmovilización.   

V. Ahora bien, en lo que atañe a la violencia no letal merece destacarse lo siguiente: el 

desescalamiento nacional evidenciado en los patrones de violencia no letal luego de la 

desmovilización de las AUC, si bien fue menor al punto más crítico en 2002, está lejos de 

ser irrelevante. Según las estimaciones del RUV, entre 2006 y 2015, un total de 574.806 

civiles fueron reportados como víctimas de violencia no letal por parte de los GAPD. Esto 

quiere decir, que durante la etapa posdesmovilización (atomización y recomposición) se 

concentró un 33,2 por ciento del total de víctimas no letales atribuidas a los grupos 

paramilitares y los GAPD de 1.729.450 que suman para toda la serie (1975-2015). 

 

Gráfico 11. Evolución de la victimización no letal del conflicto armado en Colombia. 

Discriminado por actor responsable 1975-2015 

 

Fuente: RUV 2015. 



Una mirada desagregada por modalidades. La violencia letal de los paramilitares 

Hasta ahora se han descrito temporalmente las intensidades y características generales de la 

victimización letal y no letal atribuida a los grupos paramilitares y los GAPD, teniendo como 

referente comparativo los otros grupos armados. Sin embargo, es necesario desagregar y 

describir cada una de las modalidades de violencia y observar en clave de ruptura/continuidad la 

forma en cómo estas se han comportado antes y después de 2006. Esto con el ánimo de ofrecer 

una mirada sobre las transformaciones en las modalidades de violencia de los GAPD y el grado 

de distanciamiento respecto a los repertorios de violencia de los grupos paramilitares que les 

antecedieron.  

¿Pero de qué estamos hablando cuando hablamos de letalidad y no letalidad y cómo esto ha 

cambiado antes y después de la desmovilización? Una comparación del accionar paramilitar en 

sus seis modalidades letales contempladas en la base de datos del Observatorio Nacional de 

Memoria y Conflicto -ONMC- (asesinatos selectivos, masacres, ataques a la población civil, 

atentados terroristas, daños a bienes civiles y acciones bélicas) muestran no solo sus diferencias 

con la guerrilla, sino sus transformaciones en los dos momentos agregados: antes de la 

desmovilización y después de la desmovilización. 

 

Gráfico 12. Distribución de la violencia letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidades antes y después de la desmovilización de 2006 

 

Fuente: ONMC 2015. 

 



El anterior gráfico de tortas evidencia que las dos categorías relevantes (estadísticamente 

hablando) a propósito de la letalidad de los grupos paramilitares y la actual etapa de los GAPD 

son los asesinatos selectivos y las masacres; las demás modalidades de violencia letal son 

residuales en términos numéricos, tanto antes como después del proceso de desmovilización. Por 

esta razón, nos concentramos, territorial y temporalmente, únicamente en estas dos modalidades 

de violencia letal para entender las continuidades y las rupturas de la victimización de los grupos 

paramilitares y la actual etapa de los GAPD. 

Las transformaciones en las diferentes etapas del fenómeno paramilitar y las diversas 

modalidades de violencia son más notorias cuando observamos la distribución porcentual de los 

asesinatos selectivos y las masacres en la periodización propuesta. Así, en los cuatro periodos 

anteriores a la desmovilización de las AUC el número de víctimas en masacres y asesinatos 

selectivos, tenía una distribución similar. Incluso, para el periodo 1989-1992 las masacres 

alcanzan por única vez en toda la serie el mayor porcentaje de responsabilidad letal en 

comparación con los asesinatos selectivos. En cambio, en el periodo posdesmovilización, las 

víctimas por masacre disminuyen de manera considerable y aumentan sustancialmente los 

asesinatos selectivos, en términos de su representación porcentual sobre el total de víctimas.  

 

Gráfico 13. Distribución de la violencia letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidades en seis cortes temporales 

 

Fuente: ONMC 2015. 

 
Esos cambios en la modalidad preferente de violencia letal antes/después de la desmovilización 

están relacionados con tres factores. En primer lugar, con la orden expresa de los comandantes 



de no realizar masacres por los costos políticos y mediáticos que estas tenían54. En segundo 

lugar, para crear un escenario propicio para el desarrollo del proceso de negociación que las AUC 

adelantaban con el Gobierno. Y, en tercer lugar, durante los dos periodos de desmovilización 

(2006-2010 y 2011-2014), con la fragmentación de los GAPD, los cambios en sus formas 

organizativas y las transformaciones en su control territorial. No cabe duda de que una de las 

características de la etapa de la posdesmovilización es que esas estructuras más atomizadas ya 

no tienen la capacidad y poder de coordinar la realización de masacres como las ejecutadas en el 

periodo de expansión de 1998 a 2005. 

La gráfica de las tendencias temporales y de distribuciones porcentuales nos permite 

observar mejor los momentos de inflexión de esas dos modalidades de violencia a lo largo del 

tiempo. En términos generales, resaltamos que ambas modalidades (masacres y asesinatos 

selectivos) alcanzan sus momentos más intensos en 2000 (1.215 víctimas) y en 2003 (1.806 

víctimas) respectivamente. De igual forma, se evidencian dos picos locales 55 para ambas 

modalidades: en 1986 para el caso de los asesinatos selectivos con 263 víctimas y en 1988 

con 329 víctimas para las masacres.  

 

Gráfico 14. Evolución de la violencia letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. Discriminado 

por modalidad 1975-2015 

 

                                              

54   La orden y orientación de no realizar más masacres y remplazarlas por asesinatos selectivos y desapariciones forzadas al 
parecer fue tomada en la Cuarta Conferencia de las AUC, ante los costos políticos que tenían a nivel nacional e internacional. Según 

la versión libre rendida por Pedro Pablo Sánchez Delgado, alias Picachu, esa fue la instrucción dada por los principales comandantes 

de la Casa Casta¶o con el fin de conjurar ñlos perversos efectos medi§ticosò ïen sus palabrasï que producían las masacres (ellos 
las llaman ñgrandes operacionesò) como las de El Salado, Chengue, etc. (CNMH, 2012-a, página 277), siendo que por detrás había 
cálculos de costos políticos, riesgos judiciales y presiones de la opinión pública y de la comunidad internacional frente a la respuesta 
del Estado. 
 
55   En adelante por pico local entendemos la cifra más alta de los años inmediatamente anteriores y posteriores. 
 



Fuente: ONMC 2015. 

 
Finalmente, y lo que es más importante para los objetivos de este capítulo, en el periodo 

posdesmovilización ambas modalidades de la violencia letal presentan un desescalamiento a 

nivel nacional muy intenso, más fuerte en el caso de las masacres que en el caso de los 

asesinatos selectivos, como se empezaba a perfilar en los análisis de distribución anteriormente 

mencionados. Nótese que, para el caso del asesinato selectivo, si bien existe un aumento local ð

en términos temporalesð en los años de posdesmovilización 2008 y 2009 (320 y 380 víctimas 

letales respectivamente), estos picos jamás alcanzan la intensidad evidenciada en la década más 

violenta en términos de la violencia letal atribuida a los grupos paramilitares, entre 1995-2005.  

 

La violencia no letal de los paramilitares y los GAPD  

Si bien, como se sugirió anteriormente, la violencia no letal los paramilitares ha sido 

históricamente menos intensa que la efectuada por la guerrilla, existen cambios en las distintas 

modalidades de violencia no letal realizada por los grupos paramilitares y los GAPD (secuestro, 

desplazamientos forzados, desaparición forzada y amenaza) que no deben ser subestimados. 

Para los dos periodos de análisis agregados (antes y después de 2006) es evidente que el 

desplazamiento forzado ocupó un lugar preferente como modalidad de violencia no letal de los 

grupos paramilitares y los GAPD, siendo menores (en proporción) las amenazas, la desaparición 

forzada y el secuestro.  

 

Gráfico 15. Distribución de la violencia no letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidades antes y después de la desmovilización de 2006 

 

Fuente: RUV 2015. 

 

De 1.729.450 víctimas no letales que han dejado los grupos paramilitares y los GAPD en estos 

cuarenta años de análisis, encontramos que 1.638.369 son víctimas del desplazamiento forzado 



(94 por ciento). Sin embargo, es importante desagregar estas distribuciones en temporalidades 

que den cuenta de manera más detallada de los cambios y continuidades en las modalidades no 

letales de la violencia ejercida por los grupos paramilitares y los GAPD.  

 

Gráfico 16. Distribución de la violencia no letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidades en seis cortes temporales 

 

Fuente: RUV 2015. 

 

Al hacer esto encontramos que en la etapa posdesmovilización (particularmente en la etapa de 

recomposición violenta 2011-2014) las amenazas fueron la modalidad de violencia no letal que 

tuvieron un importante crecimiento porcentual respecto de su peso en el agregado histórico. 

Dicho crecimiento se explica, en buena medida, por las presiones y constreñimientos que los 

GAPD y sus aliados locales mantenían sobre los líderes de las víctimas y del proceso de 

restitución de tierras que en desarrollo de la Ley 1448 fue promulgada por el gobierno de Juan 

Manuel Santos para preparar el proceso de negociación con las FARC (CINEP, 2014). 

Esa distribución diferenciada de la violencia no letal de los grupos paramilitares y los GAPD en 

las distintas modalidades y el crecimiento exponencial de la modalidad de amenaza en la etapa 

posterior a la desmovilización es más evidente si excluimos (por puras razones visuales) la 

modalidad de desplazamiento. 

 

  



Gráfico 17. Distribución de la violencia no letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidades en seis cortes temporales (sin desplazamiento) 

 

Fuente: RUV 2015. 

 
Nótese cómo en las primeras etapas de análisis, modalidades tan fuertes y tan arraigadas en el 

imaginario de lo que hacen en términos no letales los grupos paramilitares como la desaparición 

forzada, representaban una porción importante del total de víctimas. Pero dicha distribución 

empieza a cambiar en las etapas más recientes, cuando se hace evidente un crecimiento 

continuo e intenso ðen términos porcentualesð de la amenaza, a tal grado que para el último 

periodo de análisis representaba casi el 100 por ciento de las víctimas no letales de los GAPD 

(32.815 víctimas por amenaza entre 2011-2015). 

Las magnitudes y los números absolutos de estas modalidades de la violencia no letal de las 

estructuras armadas del paramilitarismo y los GAPD presentan ðal igual que para el caso de las 

modalidades letalesð picos, descensos y valles diferenciadas en el tiempo, que es necesario 

describir.  

  



Gráfico 18. Evolución de la violencia no letal paramilitar y/o GAPD en Colombia. 

Discriminado por modalidad 1975-2015 

 

Fuente: RUV 2015. 

 
En primer lugar, es importante identificar que la tendencia de desescalamiento intenso para el 

periodo posdesmovilización evidenciada en la modalidad letal de las masacres tiene un correlato 

en dos de las cuatro modalidades no letales de la violencia paramilitar y de los GAPD. Así, al 

igual que las masacres, el secuestro y la desaparición forzada son modalidades cuya magnitud 

disminuyó en el periodo de los GAPD, según los datos suministrados por el RUV. 

De otro lado, particularmente para el caso del secuestro (modalidad sobre la cual existe el falso 

supuesto de ser monopolio exclusivo de la guerrilla), encontramos que presenta un pico 

importante entre los años 2001-2003, cuando los grupos paramilitares secuestraron a 2.194 de 

las 4.764 que fueron víctimas de esa de violencia para todo el periodo de análisis. En lo que a la 

desaparición forzada se refiere, el pico temporal es muy similar al del secuestro (2001-2003) con 

2.127 víctimas en esta modalidad, de un total de 6.575 personas desaparecidas por parte de los 

grupos paramilitares y los GAPD.  

Ahora bien, este panorama de reducción significativa en la intensidad de estas dos formas de 

violencia no letal (desaparición y secuestro) no es evidente en las otras dos modalidades aquí 

contempladas (amenazas y desplazamientos forzados). Por un lado, la amenaza pareciera tener 

su momento de máxima victimización justo en la última etapa de la posdesmovilización aquí 

analizada, como se venía sugiriendo en el anterior análisis. De manera similar, el desplazamiento, 

si bien experimenta su pico histórico más importante en términos de victimización en 2002 con 

172.406 personas desplazadas por parte de los grupos paramilitares, en la etapa 

posdesmovilización el desescalamiento no es tan evidente, y los GAPD continúan ejerciendo con 

relativa intensidad esta modalidad de violencia no letal (534.551 víctimas entre 2006 y 2015).  
























































































































































































































































































































